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--------

LA NAVEGACIÓN I NTERNACIONAL 

POR LUCIO l\f. l\IORENO QUINTANA Y CARLOS l\'1. BOLLINI SHAW 
Profesores titulares de Derecho Internacional Público en las Facultades de 

Derecho y Ciencias Sociales, y de Ciencias Económicas de Buenos Aires. 

SUMARIO: I. Alta mar. - U. lluqucs. - III. Piratería. - IV. Ae­

ronaves. 

J. AL TA MAR. - l. Definición. - 2. Condición jurídica. - 3. Jurisdicción y policía. 

- 4. Derecho de navegación. - 5. Pesca marítima. - 6. Lecho y subsuelo. 

TRATADOS GENERALES. - Fauchille, 1 (2\l p.), 11; Liszt, 262; Strupp, I, 160; Orúe, 298; 

Ulloa, 1, 306; Il, 26; Accioly, 1, 74; Diena, 237; Oppenhcim, l , 533; P. Costa, 101; 

Hyde, 1, 751 , 794; Scelle, 382. 

TRATADOS MoNOCRÁFroos: H. Grocio, Mare liberum, 1609; J. Selden, Mare clausum, 
1635; C. van Bynkershock, De dominio maris, 1702; Piggott, T/1e freedom of the seas, 

New York, 1919; De Lapradelle, La liberté des mers, 1923; P. B. Poner, The freedom 
of the seas in History, Law a11d Politics, New York, 1924; Marchesini, Libertade dos 

mares, Río de Janeiro, 1925. 

l. Alta mar (u océano) es la extensión de agua que se halla 
. fuera del mar territorial de los estados. 

2. Su condición jurídica está hoy regida por el principio 
aceptado de la libertad de los mares. No pertenece a ningún 
estado en particular, ni tampoco a todos en general. Estos sólo 
tienen el usufructo común de sus aguas. Algo así como un 
bien del dominio público de la comunidad internacional sus­
ceptible de explotación por sus derecho-habientes. De su apro­
piación individual al concepto de su libertad, su condición 
jurídica reconoce tres períodos: 

a) res uni'lls. Fenicios, griegos y cartagineses pretend ieron 
excluir los buques extranjeros de los mares que recorrían los 
suyos. El Digesto sustraía, en R oma, el mar, a la propiedad 
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-136-

individual, considerándolo res co1 . . 
tratado con Cartago se rec . , nmunis. Sm embargo, en un 

' onocio el dom · · b 
mar. .Más. tarde, Venecia reclamó el . ~n_10 so ~e partes del 
de Liguna, Dinamarca el B .1 . Adnatico, Genova el mar 
Inglaterra el mar del Norteª neo y P.arte del mar del Norte, 
Mancha. Los grandes dese bY·. e~pecialmente , el canal de la 
glo u nmientos ge , f. s xv Y xv1 hicieron que E - . . ogra icos de los si-
vegación al oeste de la línea ;fr:~a P.id1ese exclusividad de na­
dro VI (4 mayo 1493) lue o leci:J~ por la bula de Alejan­
Tordes.illas. Según este' últi!o ~od~hcada por el tratado de 
al poniente de las islas Azor ' pª linea pasaría a 370 leguas 
las m · · es. ortugal ismas pretensiones hacia el , a su vez, enunciaba 

b) . este· 
res nullius. En el s· 1 ' 

((RCelectiones. Theologicae, i1~5;)v1: loVs , españoles DE VITORIA 
ontroversias 1565) co .b Y AZQUEZ DE M d 1 , ' nci en ya el . ENCHACA 

e os mares. GRoc10 le d principio de 1 l .b 
Liberum (1609) C a su expresión def . . a i ertad 
. · ontestaron est . ll11t1va en Mar 

P
mte:eses de los estados afectados ~principio, en defensa de lo~ 

anica, 1613) y . ' ENTILI (De d . 
1635) . ' . particularmente S a vocatione his-

que escribió por en , ELDEN (Mar l 
mediados del siglo xv1n t car!?º de Carlos 1 de I el e ausum, 
admitiéndose que los m~r;;~~~n las discusiones 1o~~~:ra i: A 
eran res nullius. De ah' ' o pertenecer a . , manas, 
f 

1 un error d n1ngun est d u eren- serían suscepf bl d e concepto a o, 
e) res communis L1 es e ocupación; ' porque -si tal 

.. . · os contemp , 
como el patrimonio comú oraneos conside 
minio que puede ser us fr n de los pueblos" :i ran los mares 

u uctuado 1 , o sea un 
no perturben el derecho d 1 por os estado . condo-
0 ' e os dem' a s siemp 

RUE -cuya opinión es justific d as ·. FAucliILLE S re que 
al no ser el mar susceptible d a a-, objetan esta t , . TRUpp y" 
estado, tampoco lo es colecti:a apropiación indivi;~is porque, 
d.e uso común, a disposición d mente por todos. L al por un 
c10nales. e todos los estados 0 declaran 

y de sus na-

3. Ningún estado tiene jurisd· . , 
el alta mar, excepto en los b icc1on ni ejerce por , 

uques de su mismo ic1a sobre 
1 v. MoRENo Qu1NTANA n pabellón 

público, "Revista del Institt;toº~LIN~ SHAW, Metodología del d · 
2 C. CALVO, Le droit internat~ e;echo Internacional" a- lerecho interna . 
a Participa de esta opinión L ona ' etc. (3" cd.) Pa ¡' 11180 ' n <> 3 (V 2) c1011a1 

APllADELLE . r S 80 t J pá ' . . • . ' . g. %2. 

- 1 37-

A. De este princ1p10 -consecuencia de la libertad de los 
mares- derivan los derechos de navegación y aeronavegación, 
explotación de la caza y pesca, y utilización del lecho y sub­
suelo. Sufre de hecho, en tiempo de guerra, muy serias res­
tricciones. Y aun, en tiempo de paz, reconoce -en virtud de la 
costumbre- las excepciones promovidas por la represión de la 
piratería y del derecho de persecución. Consiste este último en 
Ja facultad de cualquier estado de apresar en alta mar a todo 
buque privado que haya cometido alguna infracción en sus 
aguas territoriales si la consiguiente persecución hubiese co­
menzado en las mismas (hot pursuit). El buque perseguido 
puede refugiarse, además de las propias, en aguas territoriales 
de terceros estados. 

B. Con objeto de resguardar ciertos intereses comunes de 
los estados contratantes, hay tratados y convenciones que per­
miten a los buques de guerra verificar el pabellón para cons­
tatar la nacionalidad de los buques sospechados. Se discute, sin 
embargo, si dicha verificación autoriza el derecho de visita. 
Caso de infracción, el buque de guerra puede apresar al buque 
que haya enarbolado distinto pabellón. Pero el juzgamiento 
del caso corresponde al estado de la nacionalidad del buque. 
Tal disponen convenciones sobre pesca en el mar del Norte, 
La Haya, 6 mayo ] 882; protección de los cables submarinos, 
París, 14 marzo 1884 (V); represión de la venta de bebidas 
alcohólicas a los pescadores en el mar del Norte, La Haya, 16 
nov. 1887 4

; prevención y represión de la trata de negros en 
el mar Rojo y océano índico, Bruselas, 2 julio 1890; y re­
glamentación de la caza de focas en el océano Pacífico septen­
trional, Wáshington, 7 julio I 91 l. 

4. El derecho de navegación pertenece, en tiempo de paz, a 
los buques de todas las banderas. 

A. Siempre que llenen determinados requisitos, hoy se per­
mite a los estados mediterráneos hacer navegar buques con su 
pabellón. Esto no presupone derecho a la reclamación de un 
litoral marítimo. 

B. Convenciones reglamentarias de la navegac1on: regla­
mento para evitar colisiones, Wáshington, 1889; abordajes, 

4 Denominada Convención de los cabarets flotant es. 
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Bruselas, 3 set. 191 O 0') ; asistencia y salvamento, Bruselas, íd. 
fecha (V); salvaguardia de la vida humana en el mar, Londres, 
2.0 ener? 1.914 y 31 mayo 1929 (V); convención radiotelegrá­
fica, Washmgton, 25 nov. 1927 (V); señales marítimas, Lisboa 
23 oct. 1930; balizamiento marítimo, Ginebra, 13 mayo 1936: 

5. La explotaciór:i de la pesca y caza marítimas tropezo' 
1 · ·' d 1 con 
a opos1.c1on e os estados que pretendieron ejercer soberanía 

sobre ciertos mares. Gran Bretaña alego' derech 1 · os exc USlVOS 
sobre la pesca en el mar del Norte. Estados U ·¿ · 
hibir a los británicos la caza de focas en el ;i ods qtBuslo .pro-

d. . d 1 ar e e 1fmg 
aun a gran istancia e a costa, provocando u fl" 1 ' · d b" · n con icto so u-c10na o por ar itra1e de 15 agosto 1893 f bl 

1 
· 

b · ' · L u . , ' avora e a a tesis ntamca. a .R.S.S. pretendio prohibí 
1922 · ' · 1 r, en aunque sm ex1to, a pesca por barcos extranjero 1 ' 

A. Rigen las siguie~tes reglas: a) en :1~~ ~a;ar Blanco. 
tenece a todas las naciones; b) ninguna de ell ' la pesca .per­
reglamentos aplicables a los nacionale d as puede dictar 
de ellas puede molestar a las otras en s 1 e otras; e) ninguna 
d) deben establecerse por acuerdo inte e u~o de sus derechos; 
tos necesarios para el mejor aprovech rn.anonal los reglamen-

. amiento de la . d . 
B. Convenciones sobre pesca: palie' d in ustna. 

aguas territor~ales, La Haya, 6 mayo i~88~ 5~ª pesca_ ~uera de 
venta de bebidas alcohólicas a los p d ' represion de la 
Norte, La Haya, 16 nov. 1887. esca ores en el mar del 

C. fd . sobre caza: reglamentación d 1 
océano Pa.c,ífico septentrional, Wáshine toªn caza . de. focas en el 
glamentacion de la caia de la ballena gG. ' b7 J uho 1911; re-
'd L d 8 · · 1 ' lile ra 24 t 19 i ., on res, 1umo 937 y 9 junio 1938 (V)'. se · 31; 

6. La utilización del lecho y subsuelo , · 
b . . marit1mos t" o 1eto extraer riquezas naturales (carb, , iene por 

perlas, corales, esponjas, etc.) 0 coadyuvar onÍ petroleo.' ostras, 
internacionales. Distintos como lo son ª asl comunicaciones 
. d 1 ' estos e ement ficos, e mar, son susceptibles de ocup ·, . os geográ-
f 1 . , . acion siempr 

a ecten a a navegac1on, m alteren el pr· . . e que no 
libertad de los mares. mcipio aceptado de la 

fi Esta convención dispone que dicha policla á . . 
de los estados ribereños contratantes, correspon~fr d eJerci~a por los buques de 
del estado del barco infractor. en ° el ¡uzgamiento a los trºbguerra 

1 una lcs 

- 1 39 -

A. Fundándose en el uso inmemorial, o extensión de su mar 
territorial, algunos estados han reservado para sí la explotación 
de dichas riquezas. Tales, Irlanda sobre los yacimientos ostrí­
feros situados fuera de su mar territorial; Gran Bretaña que 
prolonga sus concesiones perlíferas hasta 20 millas de las costas 
de Ceylán; y la Argentina que declara de su pertenencia la 
explotación de las especies animales, vegetales y minerales, 
dentro del mar epicontinental (decreto de 11 oct. 1946) 6 • 

Estas reservas se hallan plenamente justificadas. 
B. Está admitida la colocación de cables telegráficos subma­

rinos. La porción del lecho sobre que reposan se considera 
sometida a la soberanía del estado dueño de los mismos por 
derecho de ocupación. Su protección en alta mar ha sido ase­
gurada, en tiempo de paz, por la convención de París, 14 
marzo 1884, que establece penas para quienes destruyen los 
cables, reconoce derechos especiales de policía a cargo de los 
buques de guerra de los estados contratantes que pueden veri­
ficar el pabellón, y fija la jurisdicción de los tribunales del 
país del buque de guerra para los casos de infracción (V) . 

C. Respecto del subsuelo, Gran Bretaña y la Argentina 
(decreto de 24 enero 1944) reservan la explotación de las minas 
submarinas de carbón y petróleo que continúan las vetas de 
sus respectivos territorios. Podrían construirse, asimismo, tú­
neles submarinos para unir el territorio discontinuo de un 
mismo estado, o el territorio de dos o más estados 7

• 

H. BUQUES. - l. Concepto. - 2. Personalidad . - 3. Jurisdicción. - 4. Asilo. - 5. De· 
serción. - 6. Cabotaje. 

TRATADOS GENERALES. - Fauchille, I (2" p.), 889; Liszt, 137; Ulloa, ll, 7; Strupp, 

I, 136; Orúe, 305; Accioly, 11, 233; Diena, 243; Oppenheim, I, 545; P. Costa, 141; 

H yde, l, 734, 809; Scelle, 386. 

TRATADOS MONOGRÁFICOS. - P. Fedozzi, La condition juridique des navires de com­
merce, R. D. C., 1927; G. Gidel, R égime des navires dans les ports étrangers, Bru· 

6 V. MORENO Qu1NTANA·BOLLINI S11Aw, El dominio territorial, id. R evista, aíio Il, 
n \l 6 (lll, 3, b). 

7 El proyecto de túnel submarino ~e~a~o del can.al ~le la Mancha p ara unir a 
Francia con Gran Bretaña no tuvo pnnc1p10 de reahzac16n. 

\ 
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xelles, 192i; Pearce Higgins, L e rtigime juridiquc d es 11avires de commerce, R. D. c .. 
1929; A. Diez Mieres, La propiedad argcnti11a de la 11ave privada, Buenos Aires, 191 8. 

1. Buques son las construcciones flotan tes destinadas a la 
navegación. 

A. El buque requiere la determinación de la n · , 
d . ¡· bl E b arma Jlln -1ca ap ica e. n uena parte, ésta deriva de trat d · . 

A · B ¡· · a os vigen tes como, para rgentma, o lVia Paraguay Perú U 
1 referentes a derecho comercia'i y a dere,cllo p y 

1 
~uguay, .ºs 

1 (M . ena m ternac10-na es ontev1deo, 1889); de otros -sobre ide'
11

t · . · 
,. T d · icas maten as-

a~n no ~atd1 idea dos por dIChos países, suscriptos en 1940 en la 
misma cm a ; e otros tratados y conve · d ' 

'f. . nc1ones e alcance espec1 ico o general (asilo y refugio políti d 
de 1919-20, buques de estado etc ) . de la co.s, trata os de paz 
hasta de la doctrina internacÍonaÍe;. misma costumbre, y 

B. L ISzT, DmNA, STRupp y ORúE co .d 
. . fl ns1 eran a los b ternton o otante del estado de que d d uques 

F epen en O tros - AUCHILLE y Ü PPENHEIM- cri tican e fu d . autores 
ción de extraterri torialidad en determ~n d n ª.mento esta fic­
respecto de ciertos actos J. urídicos La s ma as ~1:cunstancias y 

· u perpos1c ' d 1 sobre el mar territorial de los estados a . ion e buque 
di ficultades. PooESTÁ COSTA sienta la tpa~e) a, en efecto, serias 

b 1 , ' es1s correcta· 1 1 d pa e Ion es una norma in ternacional · a ey el 
1 , . . consuetud inar · b d en a cor tes1a y u tilidad recíprocas. 1a asa a 

C. Los buques se clasificaron durante h . 
t ( · d ) mue o t1emp mercan es o pnva os y de guerra ( , bl. o en 

necieren a particulares 0 al Estado pº pul icos) , ~egt'.~n perte­
pués de 1917, de las flo tas mercan~es er~ ~organización, des­
biernos (Estados U nidos u R S S Apnva . as d e diversos go­
que éstos actúan jure gesti~n.is.1 ·,h . rgentm a, ~te. ), caso en 
f . 'd. . ' izo necesario e ectos JUn 1cos consiguientes- la r · . , · -para los 

ev1s1on de e . no r epresen tar la soberanía del E t d . se crnerio. Al 
. l , s a o, sino un . , 

moma , no. ~orres~ond1a extender a los bu lnt.eres paLri-
las franqm c1as e inmun idades aco d d ques de dichas flot 
D h , 1 d . . . , r a as a bu as 

e ~ i a iv1s1?n: hoy aceptada, en: l 9 qu es de guerra. 
realizan una act1v1dad oficial (b buques jJúblic 
a un servicio público· po.l1'c' udq ues de guerra · id f os que 

· 1a a ua f ' · a ectad sanidad, correo, etc.); y 29 b~ n~, lsco, obras p , bl . os 
' ' ques jJrivados u leas 

~ v. 1':!0RENO QUINTANA-BOLL1N1 que realizan un~ 
Revista, ano I , no 5 (1, 3, c), b'\. SMAW, La fJotestad 

1 estatal · 
inter11acional . 1 

J J(. 
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actividad no oficial (buques mercantes del Estado o de particu­
lares; id. de cabotaje y pesca; íd . científicos, deportivos, turís­
ticos, etc.) ::. 

2. Necesidades in ternacionales han exigido la personificación 
d e los buq ues: pueden adquirir derechos y contraer obliga­
ciones 3

• Afirma STRUPP que están asimilados a los súbditos 
del Estad o. En tal carácter , se les r econoce: 

a) nacionalidad. Indispensable a los buques privados para 
gozar de la liber tad de navegación , protección de determinado 
estado y beneficios de sus leyes 4

; determinar la jurisdicción en 
alta mar; y reconocer, en tiempo de guerra, la calidad de ene­
migo o neu tral de los buques 5

• Para evitar fraudes y dificul­
tades, sólo se admite una nacionalidad. Cada estado otorga 
nacionalidad a los buques privados según su ley interna cuyos 
elementos (lugar de construcción, nacionalidad del propietario, 
nacionalidad del capitán y de la tripulación) fija en propor­
ción variable. La doctrina, particularmente la anglo-ameri­
cana destaca la vinculación existen te entre la nacionalidad del 
buq~e y la de su p ropietario. H ay problema cuando el buque, 
como casi siempre sucede, pertenece a una sociedad anónima 6 • 

La nacionalidad se ob tiene por la inscripción del buque en la 
matrícula del puer to elegido y se comprueba por el pabellón y 
docu mentos de a bordo 7

• Los estados ,que carecen de acceso al 

2 Convención de Bruselas, JO de abril 1926; reglamento del I. D. l. , Estocol-
mo, 1928. . . · 1 

3 No confundir esta personalidad c?n Ja p~rsonah~ad mt~rnac_1~na ~· MOR.E.NO· 
QU•NTANA-BOLUNI SHAW, Las personas mtcrnacw11ales; 1d. Revista, a110 1, n ·I (1, 1) . 
La personalidad jurídica atribuída a los buques -de naturaleza completamente 
distinta- es muy restringida en su alcance. 

• Intervención de los cónsules en la disciplina de a bordo; reserva .de la navega· 
ción de cabotaje y explotación de la p~sca para los. buques naci~nales; Pr!~as y subsi­
dios a la marina mercante nacional; ciertas operaciones portuarias y mantunas; trata­
miento recíproco entre las marinas mercantes nacionales, etc. 

G v. MORENO QUINTANA-BOLLll\'I SHAW, La potestad, etc. cit. ( III , 5. b) . 
G El Cód. de Comercio ·argentino establece -en su art. 875- que la propiedad de 

los buques mercantes puede recaer en toda persona capaz de adquirir. La ley argen­
tina no 10.606, sobre navegación y comercio de cabotaje nacional, fija las siguientes 
condiciones para acreditar la nacionalidad de los buques que lo realicen: a) pabellón 
nacional; b) comando por capitanes o patrones nacionales o nacionalizados; c) tri­
pulación nacional en un 25 3 como mínimo, salvo para barcos inferiores a 200 ton. 
en cuyo caso el Poder Ejecutivo establecería la proporción (30 set. 1918) . Un 
decrcw-lcy exigió, además, el uso del idioma nacional para las órdenes de mando y 
servicio del buque (25 julio 1944). 

7 El Cód. de Comercio argentino exige la tenencia a bordo de: 19 escritura de 
propiedad _del buque; 2\l pasaporte o carta de mar; 30 rol de la tripulación; 49 paten­
te de sanidad; 59 gula¡ o despachos de aduana del puerto argentino de donde 
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mar pueden hacer navegar barcos con su pabellón nacional 
siempre que estén matriculados en un lugar único y de~ermi­
nado de su territorio que, para ellos, será puerto de matrícula s. 

También requieren nacionalidad los buques de guerra u otros 
afectados al servicio público. Aquéllos gozan de los privile­
gios e inmunidades que les son reconocidos en virtud de su 
representación estatal. Son mandados por oficiales de la mari­
na de guerra y tripulados exclusivamente por nacionales y su 
nacionalidad se adquiere por enarbolar su pabellón. Basta, 
como prueba, la palabra de honor de su comandante· 

b) nomb.re. ?eneralmente pintado a proa y a p~pa, com­
prueba la identidad del buque 0 • De mismo que la n · 
l .d d . . ac10na-
i a , no puede ser cambiado sm previo permiso d 1 d . 

) t ' z s · e esta o, c ma ncu a. u registro, de acuerdo a la legi· 1 · ' · . s acion mter-
na de cada estado, lleva implícito el reconoc· · d 

· l ºd d im1ento e la nac10na i a del buque. El puerto de registro ·d 
d . se cons1 era para etermmados efectos, como su domicilio lo. ' 

. ,3. Los buques están sometido~, ~n _principio - sin exce _ 
c1on a~guna en alta mar- , a la 3unsdicción del estad p 
pabellon enarbolan 11• 0 cuyo 

A. Efectos: 
a) actos jurídicos. Se consideran a todos r d sus rea. iza os en alta mar, como si lo hubiesen sido 

tono del estado del pabellón; 

efectos, los 
en el terri-

b) nacimientos. La nacionalidad d 
1 se etermina de acuerdo a reg as conocidas 12; 

e) delitos. Idéntica solución la. 
' 

hubiere salido, debidamente verificados· 6Q póli'zas d fJ 
· · d • e elamenlo · ¡ conoc1mientos e la carga; 70 un ejemplar del Códi 

0 
d :-s1 as hubiere- y 

8 Tratados de Versailles, art. 273· Saint Germ .g ¡e Comercio (art. 925) 
Neuilly, íd. 153 (1919). Este principio ha sido ta ª~~é d. 225; .Trianón, íd. 2o9. 
renda ~obre c.omuni.caciones y tránsito, Barcelona m1 ~2~ reconocido por la ¡~ co~f: 

o Dispone 1mplícttamente el Cócl. de Comercio ' : e 
debe tener un nombre (art. 926 inc. ! Q) argenLrno que lodo buque n . 

10 " N' · b ' · ac1onaJ mg un uque puede ser detenido n· . b 
malrícula por crédito que no fuera privileg¡'3~°!. ª(~do, a no ser en el pueno d 
en el puerto de su matrícula, sólo puede ser ~et . d . de Comercio, an. 869) e ~u 
que Jos deudores lengan obligación por las 1 cnido o embargado en los · Aun 
haberse inlenlado las acciones perti~entcs eyes generales, de arraigar descasoés en 

11 v. ), n. . ' pu s de 
12 MOREl"O QUINTANA·BOLLIN! S HAW L 

tina n Q 346, sobre ci~dadanía y na Lura'Jiz:ci~otestad. ~.le. cit. (III , 2) . La le 
en mares neutros bajo pabellón argentino" (n, reza. Son argentinos 

1 
Y ar~en-

13 El Cód. Penal argentino se aplica .. art: Jo, inc. 5Q). · · · os nacidos 
por delitos cometidos o 

cuyos efecLos deban 
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d) abordajes. Caso de una misma nacionali~a?, corre~pon­
de la aplicación de la ley del pabellón. De d1stmta nac10na­
lidad, la más favorable al demandado, debiendo conocer los 
tribunales del país a que antes arriben. ~i lo hicie~an a d istin­
tos puertos, prevalecerá la competencia del tribunal que 
hubiese prevenido en la causa. 

B) En aguas territoriales o puertos . extranjeros, cabe 
distinguir: 

a) buques de guerra. Representan la soberanía del Estado. 
Gozan de inmunidad de jurisdicción 14 : • 

a') en materia civil no hay excepción ; . 
b') en materia penal, rige la ley del pabellón. Los delitos 

cometidos a bordo se juzgan y castigan de acuerdo ª. la .ley del 
estado respectivo. Pero, de intervenir solamente md1v1duos 
ajenos a la tripulación, rige la ley territorial. Si individu~s de 
la tripulación incurriesen, fuera del buque, en hechos punibles 
de carácter disciplinario, competerá la ley del pabelló~. Tra= 
tándose de otros hechos, rige la ley territorial. De mism?, si 
el comandante del buque solicita el auxilio de la autorid~d 
local para reprimir desórdenes a bordo, en cuyo caso renuncia 
a la inmunidad de jurisdicción 15 ; • 

c') en materia administrativo-jurisdiccional, deben obse~v~r 
los ~e.glamentos. de. na~egación 0 portuario~, y los de pohc1a 
ma.ri.nma º. s~mtana dictados por la autoridad local.. D~ben 
solicitar, asimismo, autorización, para surcar aguas territoriales 
extr~~jeras rn. Esta. puede ser aplazada o negada, sal:ro ~on­
venc10n en contrario. En su tránsito por aguas terntonales 
extra~jeras: lo~ ~uques de guerra deben abstenerse de ~acer 
sondaJeS, eJercici.os de tiro, disparar torpedos o lanzar avi~n~s, 
etc. Los submarinos deben casi siempre navegar en superhci~. 
~ara entrar en puertos 0 radas, los buques de guerra, deben soh­
otar el respectivo permiso por vía diplomática. Esta reglamen-

1 • . ¡ · . . Jurr.ires sometidos a su pro.e u~ir~e en e lcrrnono de la Nación Argenuna, 0 en °-
Jtmschcc16n (art. ¡ Q inc ¡ \l) ') 8Q) 

H V. MORENO Q~INTA~ \ -Il~LLll"I S11AW La t1otestad, etc. cit._ (1, 3, bl)' .ª ' l~ 
El reglame l d ¡ ' ' Jos que sirven exc us1vamen 

. . 11 0 e I. D. I. asimila a buques de guerra, 
a Jefes de Estado o diplom:ILicos (Eslocolmo, 1928) · . . de Ja Nación, Fallos. 

1,r; V. Caso de La Pilcomayo. Corle Suprema de Jusucia 
t. XLIII, pág. 341. . . (IIJ 2 D) El tr-\n-

ia V. MORENO Qur NTA NA- fl OLLI NI S11Aw, El clomi11io, etc. ci~. ' ' 1 . . . a a 'ios 
silo inocente, en tiempo de paz, en aguas territoriales extranjeras, no a c,rnz, ' 
buques de guerra, ni a los buques públicos en general. 

• 
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tada la cantidad de buques que pueden estar simultáneamente 
en puerto, la duración· de la estada y la anticipación con que 
debe solicitarse dicho permiso 11

• Se exceptúan de la aplicación 
de las reglas referentes a permiso de entrada, restricción de 
ciertas actividades, navegación de submarinos y solicitación di­
plomática de permisos, a los buques de guerra en arribada 
forzosa; 

b ~ b~ques privados. Rige, para ellos, en principio, la le 
terr1tor1al: Y 
• a') en materia civil o comercial, son competentes los tribu­
nales locales (choques, abordajes, etc.) , salvo en cuanto _ · 1 · 1 · , a cues 
t10nes entre

1 
a trd1pudac

1 
ionb, c

1
o?tratos de ajuste, salarios, etc. que 

competen a esta o e pa e Ion, que, generalmente 1 1 · d · d l , 1 , as resue ve 
por mterme i? ~ os ~onsu es. En la Argentina, sus facultades 
s~n muy ~estn~g1. as a respec.to;. y,.ª falta de tratados, las cues­
tiones so re a mirantazgo y 1unsdicción m r't. 
a la justicia federal 18 ; ª 1 ima pertenecen 

b ') en materia penal, hay dos sistemas. El · l' b 
· · d · · ' · · 1 mg es a oga por la 1uns icc1on terntona salvo para las cuestiones sob · . . 
que d~f~ere a .la del pabellón. El francés a lica lar.e d.isc~pl~?ª 
local s1 mterv1enen personas ajenas a la tri p 1 . , JU~isd1cc1on 
perturba la tranquilidad del puerto 0 si s:u ~ci_on, si .el hecho 
ción de las autoridades locales. De lo cont so . 1clt~ la mterven­
pabellón. La autoridad local decide en r~no: rige la ley del 
mas, si el caso corresponde 0 no a su'

1
. ur. cdu.a q.~iera de los sis te-

. . is icc1on En 1 A 
una, pertenecen a la Jurisdicción local Jos delito. ª. rgen-
sus puertos y aguas territoriales con exce . , d s cometidos en 
sobre disciplina de a bordo; ' pcion e las cuestiones 

c') en materia administrativo ·uri d. . 
alterarse la ruta de los buques -J ue s ni<;:cional, ~o corresponde 
menos de tratarse del cumpliºm· q avegan sm detenerse a 

iento d bl" · ' con motivo de su paso por 1 e 0 igac10nes contraídas 
c) buques públicos (queas respectivas aguas; 

1 E no sean de g ) e sentan a stado, carecen d . . uerra . orno no re-
pero suele reconocérseles · e in mu 11 id ad de J. urisdiccio' . 

, f" . ciertas Eran . . n, 
caracter o icial: qmcias derivadas de su 

17 E n la Argentina, decretos 
a n telación p ara todo permiso Y _órdenes del Mi nist . 
de perma nencia en un puert' máximo de 3 buq ues e n o de Marina [¡J·an 7 d1'a 1 

R o o 20 e . · po r cad a r>· ¡ . . • s t e 
l Const. Nal., an. 95; ley NQ 48 n va rios. a s y lnnHe de 15 d ías 

• art. 20 inc• 7n 
' Oo V y 10'>. 
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a ') en materia civil o comercial, rige la ley del pabellón; 
b ') en materia penal, ley territorial; 
e') en materia administrativo-jurisdiccional, las reglas varían 

según los países, aunque existen numerosas franquicias . 

4. Por medio del derecho de asilo, los comandantes de los bu­
ques de guerra pueden substraer de la jurisdicción de un estado 
en cuyas aguas surcan o están anclad?s sus buq~es, individuos 
que amparan, perseguidos por o convictos de delitos de natura­
leza política 10• 

A. Principio netamente latinoamericano, e~ derecho de asilo 
ha sido adoptado, en algunos tratados suscritos entre estados 
de dicho orio-en 2 0. Ciertos países europeos 2 i y, algunas veces, 
Estados Unido~, también lo han admitido en la práctica. Este 
úl timo país ha hecho reservas en las 6? y 7? .~onferencias inter­
americanas manifestando que no reconoce a la llamada doc­
trina del asilo como parte del derecho internacional". 

B. Sólo puede conceder el asilo el coman.dante del. buqu~ de 

O quien lo reemplace. Debe comumcarlo de mmediato 
guerra . . 1 1 1 .d d 
al Ministerio de Relac10ne~ Exteno.res oca o. a a auton a 
d ·nistrativa del puerto s1 lo hubiese concedido fuera de la 

~u~:dicción de la capital del estado. Dicho asilo sólo proce~e 
J 1 b ques de guerra, como representantes de la soberama 
en os u , b , ·d 1 1 no en los <lemas uques que estan someu os a a 
estata , y . · 11 11 b . . ¿· · ' territorial Se reqmere para e o, que aque os u-J uns icc10n · . ' . 

, restando servic10 y no se hallen en diques o talle-
ques esten p . d 1 ·1 , d eparación. Umcamente proce e e asi o tratan ose 
res para su r . l ' · L 
d d l . olíticos o de delitos po rucos concurrentes. os 

e e itos p d d . ¿· . 
d l . t comunes deben ser entrega os e mme iato sm e mcuen es . 

·era extradición. El estado que conct:!de el asilo es que se r equ1 . , 
, · · de la calificac10n de su causa. umco Juez 

BOLLINI SHAW, La Potestad e tc. cit. (V, 4, D. a) . 
l!l V. MORENO Q~INTANA~na l intc rn:icional, a rt. 17, Mo11 tc~·idco. 1889 ~ \') : (H' con · 
!!O Tra tado de :Jciccho PH 1 ·m a 1928, convención sobre asilo, art. 2\l (S): 7 ~ co11fe­

fere n cia intc rame n can a. L a ª.J1' 0 
' 1933 con vención sob re asi lo político. arl. IQ (S) ; 

. . . . .· . a J\lontcv1c e , • . 
9 

(S) 
r e n cta 111te rame 1_ican. '. . o llticos, J\ l ontev1deo, 1939. a rts. 2Q y . Q · 
t ra tado sobre asilo y i efu~io iJ:o a l resp ecto, e l caso d e Esp:uia dura n te l_a g ue rra 

21 MU)' ihtstra u vo 11•1 s. ' los casos de asilo concedidos, p udie ndo citarse, e n 
" y 11ume1osos · T d civil, 1936·39. • mu rra los prestados p or Ja n ave a rgentma ucun: n e n 

cuanto a buques _d e gu e Vale ncia (1937) . El gobierno r epublicano espa nol re­
los puertos de Alicante ·f p e ro Jo toleró d espués, . a u nque protestando por el 
sistió inicialmente el 35~0~et!a . 
abuso -decía- que se 
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5. La deserción de tripulantes era frecuente en tiempos de 
la navegación a vela. Muchos tratados, la costumbre interna­
cional y, aún, la legislación interna la consideraban como un 
delito y establecían un procedimiento sumario al respecto. Los 
cónsules del país del buque en que hubiese habido deserción 
solicitaban a las autoridades la entrega de los desertores. Esta 
no se hacía si el desertor era nacional del país adonde se había 
refugiado. Hoy, no hay obligación -a falta de tratados- de 
·entregar . tales desertores 2 2 • 

6. Navegación de cabotaje es aquella que se realiza entre 
puertos de un mismo estado 2 ª. 

A. Estados U nidos, Francia y otros países, dan carácter de 
cabotaje al tráfico con las colonias. Dinamarca lo define por 
el tonelaje de los buques utilizados. Es facultativo del estado 
reservarlo o no para los buques nacionales. La Argentina lo 
hace así, pero exceptúa de la reserva -de acuerdo con tratados 
vigentes- a los buques destinados al cabotaje fronterizo 24. 

Jll. PIRATERIA. - l. Concepto. - 2. ECectos jurídicos. 

TRATADOS GENERALES. - FauchilJe, 1 (2\l p .) , ?2; Liszt , 269; Ulloa, II, 28; Stru 
1 

164; Orúe, 303; Accioly, 11, 80; Diena, 212; Oppenheim, 1, 55?; P. Costa, 152; ~·de'. 
1, ?67; Scelle, 397. 

TRATADOS Mol'\oGRÁFICOS. - V. Pella, R epression de la piraterie, R. D. c., 1926; H. 
Lauterpacbt, lnsurrection et piraterie, R. G. D. l. P., 1939. 

1. Piratería es el robo o depredación en alta mar, con vio­
lencia contra las personas o las cosas, realizado sin autorid d 
alguna, que implica peligro para los buques de todas ~s 
banderas. 

A. Glosa: 
a) robo o depredación en alta mar. Su realización constituye 

~2 En convenciones ~onsula res suscr itas con Perú (187·1), Pa ragua 
Itaha (1885) , la Argentina pactó Ja entrega de los desertores. Y (!878) e 

z.1 Es éste el cri terio preva lente en Argentina, Brasil , Italia, e tc. 
2,L V. nota 6 . r 
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un peligro para la navegación. A ella se dedicaron piratas, fili­
buste1-os y bucaneros (siglos XVI-XIX). De r eal-izarse dentro 
del dominio acuático del Estado, el acto de piratería no inte­
resa al derecho internacional. Constituye un delito nacional 
penado por las respectivas legislaciones 1; 

b) con violencia contra las personas o las cosas. No es requi­
sito esencial el lucro. Pueden motivarlo el odio o la venganza. 
Aunque en uno u otro caso, hay siempre un m óvil egoísta por­
que la piratería se realiza por cuenta propia; 

c) realizado sin autoridad legal alguna. Caracteriza a la pira­
tería la falta de toda autoridad legal para r ealizarla. No cons­
tituyen piratería los actos de fuerza ejecutados, en tiempo de 
paz, por buques de guerra conforme al derecho internacional 
(poder de policía, derecho de visita, etc.)2 ; o, en tiempo de 

guerra, por buques de guerra, marina auxiliar , corsarios o tene­
dores de cartas de represalia. Tampoco fueron piratas -según 
sentencia de la Corte del Almirantazgo británico- los b.uqu.es 
berberiscos ·que actuaron hasta comienzos del siglo XIX, auto­
rizados por sus gobiernos, contra la navegación en el Me­
diterráneo; 

d) que implica peligro para los buques de todas las banderas. 
Se requiere su existencia potencial para calificar a la piratería, 
aunque los ataques sólo hayan afectado a buques de determi­
nadas banderas. Los buques insurrectos, a los cuales muchas 
veces el gobierno aonstituído declara piratas por d ecreto 3

, no 
lo son si sólo atacan a buques de la propia bandera. Para los 
terceros estados ello no obliga a proceder, ni entrafia r esponsa­
bilidad alguna. Tampoco constituye pirater ía el amotinamien­
to de la tripulación de un buque mientras no incurra en los 
hechos y configure las situaciones apuntadas. 

B. Hay diferencia entre piratas y corsarios. Los primeros 
actúan por propia cuenta sin autorización de estado alguno. 
Utilizan buques privados que pierden su nacionalidad y, por 
ende, el uso de su pabellón. · Los segundos obran en virtud de 
una patente de corso concedida por un estado, deben observar 

1 El Cód. Penal argentino enumera los casos y establece las penas aplicables 
a Ja pirater ía (arts. 198-99) . Algll:nos de los. mencionados constituyen casos de 
piratería internacional; o tros, ele p ira terla nacional. 

2 V. 1, 3, B. 
;¡ Caso del acorazado hrasileíio Sao Paulo. 
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el derecho internacional y se hallan bajo la jurisd icción del 
estado cuyo pabellón enarbolan. Además, limitan sus actos de 
fuerza - contrariamente a aquéllos- a los buques de los estados 
beligerantes o a los que autoriza, en tal caso, a capturar el 
derecho internacional. ' 

C. Por el acuerdo de Nyon celebrado, a r aíz de la guerra 
civil . española, por Gran Bi:etaña, Francia,. U.R.S.S., Bélgica, 
Grecia, ~umarna, Yugoeslavia, Turquía y Egipto, se establecie­
ron sanciones contra supuestos actos de piratería cometidos por 
submarinos no pertenecientes a las partes ·en lucha (14 set. 
1937). Un acuerdo suplementario extendió dicha calificación 
a actos análogos realizados por barcos de superficie o aeronaves 
(Ginebra, 17 set. 1937) . Nuevos acuerdos ~elebrados por Gran 
Bretaña, Francia e I talia dispusieron sanciones más severas 
aún : el ataque al presunto submarino por mero acto de pre­
senc!a en la .zona declarada .~rohib!da, aunqu~ no constare que 
hubiese realizado una agresion reciente o hubiese motivos 

1 b . . para 
suponer su cu pa ihdad (febr. 1938). 

2. Efectos jurídicos: 
a) Delito internacional. La piratería es delito i t · 

1 , . , . . . . . n ernaciona 
up1co, segun prmcipio consuetudinario tradiciºo 1 d · ·d . . na a mit1 o 
por todos los estados (pirata est hostis generis hu ·). 

b) . , . d . mani , 
represion mme zata. Cualquier buque de 

1 1 guerra puede capturar en a ta mar a os buques piratas deb" d 
11 . . ' ien o evarlos 

para s~b~l~dzgadm1ento: a un puerto de su pabellón 4. En caso d~ 
1mpos1 i 1 a material (estado del tiempo etc) d 

1 
. 

. ' · ' pue e 1und1r el buque pirata, salvando a la tripulación. Iniciad 1 
· ' 1 , a a persecu-c10n en a ta mar, esta puede continuar en el mar t · · 

1 ern tona de 
otro estado. En tal caso, el pirata debe ser ent d 
· · 1 · rega o, para su JUZgam1ento, a as autoridades del estado terr·t · 1 A 

b . d . 1 oria . unque es o Jeto e controversia, no cabe negar 1 .b.lºd . a pos1 i i ad de e 
tura de los piratas por buques privados · ap-

. , siempre que los prendan zn fragamti delicto; sor-
c) no modificación de derechos Lo bº 

· , · d · · s o Jetos robado tmuan sien o propiedad de sus dueños d b. d s con-
' e ien o serles resti-

1 Tratado de derecho penal internad o 1 . 
íd ., no ratificado, Montevideo, 1940, art. l4. na • Montevideo, 1889, a rt. 

13 (V) ; 
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tuídos, (pirata non m utat dominium). El cap tor adquiere, en 
cambio, los de los piratas. 

IV. AERON AVES. - 1. Concep to. - 2. Personalidad. - 3. J u risdicción . - 4. Asilo. -

5. Aeronavegación. - 6. Doctrina a rgentina. 

TRATADOS GENERALES. - Fauchille , 1 (2\1 p.). 894; L iszt, 155; Strupp. 136; Orúe, 276; 
Ulloa, I, 367; Accioly, 11, 231; D iena, 257; Oppenheim, 1, 168; P . Costa, 156; H yde, 

I, 589; Scelle, 483. 

T RATADOS i\[ONOCRÁ.FIC:Os: Zollman, L aw o/ the air, 1927; De Vissd1er, Le droit in ter-

11atio11al de la 11avigatio11 aérienne, R. D . l. L. C., 1927; Couannier , E léments ·créa­

teurs d!L d1·oit aérier1, Par ís, 1929; H . Op p ikofer, L'aéronau tique commerciale ir1ter­

natio 11ale et l'adm inistration 11atio11ale (publication de la S. D. N.). Geneve, 1930; 

A. i\fac Na ir, T /11: law o/ the air, London, 1932; l. R uiz l\foreno (h.), Derecho A e­

ro 11á11tico, Buen os Aires, 1934; J . Kroell, T raité du droit international public aérien, 

París, 1931; A. Am brosini , Istituzio ne d i d fritto aero11a11tico, R oma, 19·10; l\I. E. 

Rai tzin, El derecho de la aeronavegaci6n, Buenos Aires, 19·15; M. Lemoine, T raite 

de clroit aérie11, París, 1917; E. A . Ferreira, Docfrina m·genti11a en derecho interna· 

ció nal aéreo, Córdoba, 1947-48. 

l. Aeronaves son aparatos que, siendo más livianos o más 
pesados que el aire, lo emplean como medio ele susten tación 
y traslación. 

A . La definición comprende toda clase de aeronaves: tanto 
~ilitares y públicas como privadas; de mismo que aviones o 
hidroaviones más pesados que el aire, así como globos, aeros­
tatos y dirigibles más livianos que aquél. 

B. Los principios y reglas que les son aplicables surgen de 
las convenciones multilaterales suscritas por los principales esta­
dos, particularmente la de Chicago (1 944) (V). 

C. Clasificación: 1 <? aeronaves del Estado (o públicas) que 
realizan servicios militares, aduaneros o policiales, 29 aeronaves 
privadas (o civiles), dedicadas al tráfico comercial, turismo, 
deporte, etc., cualquiera sea su dueño. Las flo tas mercantes 
aéreas de los estados, para transporte de pasajeros o carga, per­
tenecen a esta ú l tima categoría 1 • 

1 v. 11, l. c. 
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. 2. Las aeronaves -como los bu 
hdad jurídica restringida S , queSs- gozan de una persona-

. ·1 . egun TRUPP de . 
asimi atlas a los súbditos del E d T. • mismo, están , 1 . sta o. ienen . l. 
matncu a z. Diversas marcas d "d . nac1ona idad y 
pero carecen oficialmente de e l bent1dad las individualizan 

A . nom re • 
. · ~ª. n~~10nalidad de las aeronave~ . 

la JUnsdicc1on a que están sometidas la determ11:1~· en general, 
Y los beneficios de sus leyes a . .' protecc1on del Estado 

. • Y per m1te recon . 
guerra, su condición de b r ocer, en tiempo de 
aplicables: e igerantes o neu trales. Regl~s 

a) las aeronaves tienen la . . 
están matriculadas; nacionalidad del Estado en q ue 

b) la matr ícula se obtiene de acu . 
do que la otorga; erdo ª la legislación del esta· 

c). sólo pueden tener una nacio . 
pectiva matrícula· nahdad patentizada en 1 , a res-

d) la matrícula de las aeronaves er . 
depende de la legislación de cad p dtenec1entes a sociedades 

f) · d · · a esta 0 "· 
se m ividualizan la nacionalid d ' 

adecuados. En la Argentina ª Y la matrícula por sign . rd , por una letra ' os 
nac10na l ad (R), y cuatro otras letras .mayuscula para la 
trícula, variable según la clase d . mayusculas para la m e aviones. a-

. ,3. Las aeronaves están sometidas en . . . 
CIOn del estado de su matrícula 1 , pnn~1p10, a la jurisdic-
d~s .adm.inistrativas o judiciale~ e l~te, mediant~ sus autorida­
d1stmgmr: ' ªP ica su propia ley 5. Cabe 

a) aeronaves militares. Gozan de iguales franquicia . 
"v •r s e mmu 
- . " ORENO QUINTAN A · Bou s -
3 L E d .!S I llAW ln p t os sla os reservan el cabo . . , o estad cte. cit ( ~ 

dan, en muchos casos r· t3JC a las aeronaves de · ~II. :>, b). 
. 4 "Ninguna socied~/ ~:i:~ d~rvucl~ y subsidios de c~~l~~:t!¿cula y les acuer-

s1 no posee la nacionalidad d registrada como r . . c1 n. 
presidente de la socieda el Estado donde está p op1etana de una 
~?~es tienen esa misma ~ario~:li~~~ tcrc.cras partes m.i~tr~~~ada la aerona::.ro~av~ 

1c10nes que podrían ser . y s1 la sociedad os de los d : . e 
París, art. ?Q) • La convcnciJnre~cnpt~s por las leyes d no .satisface las ~ ministra. 
al .respecto. Según el decreto·)~ Ch1cago! que ha dero e dicho Estado" emás con­
soc1edades mixtas de aeronave . r6 argcntmo ele 26 1 g?do a la antcr· (conv. de 
o sociedades constituidas ~n ~=e~ n s61? pueden ser ~mi .1946, las a~~.r, nada dice 
Un nuevo decreto fecha 3 m rgentina cuyo co uscrnas por ar 

1
?11

es de las 
sas argentinas existentes de ~~~ 1949 dispuso la nac~~ral~r penenezc~entinos nativos 

5 En la Argentina las e' onavcgaci6n. naltzaci6n de t da argentinos 
· · · f · • ausas b o as J • 1ust1c1a edcral (Const. Nal so re jurisd· .6 as empre-. , art. 95) acc1 n acro á · n· Utica competen a la 
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nidades que los buques de guerra 6
• Pero deben obtener la 

correspondiente autorización para sobrevolar territorio de otro 
estado. De no haberlo hecho, pueden ser obligadas a salir del 
espacio atmosférico del estado; 

b) aeronaves pú blicas. Objeto de reglamentación especial, su 
situación es parecida a la anterior, salvo que gozan de menos 
franquicias e mmunidades; 

c) aeronaves privadas. Si se hallan en a') vuelo sobre alta 
mar: rige, a todos sus efectos, la ley del pabellón; b ') íd. sobre 
el espacio atmosférico de un estado: se distingue entre: 19 ma­
teria civil (nacimientos, defunciones, contratos, etc.) : rige, o la 
ley del pabellón, o la ley territorial, solución esta ú ltima mejor 
fundada; 29 íd. penal: rige la ley territorial cuando el delito 
afecta la seguridad militar, intereses fiscales o reglamentación 
de la navegación aérea del estado subyacente, o se realiza con 
efecto territorial. De lo contrario, rige la ley del aterrizaje 
cuando la aeronave ha hecho su primer descenso 7

• Si se des­
conoce cuál ha sido el primer aterrizaje, rige la ley del pabe­
llón; c') estado de reposo: ley territorial. Exceptúanse, sin 
embargo, las cuestiones de disciplina de a bord~. 

4. Así como en los buques de guerra, los comandantes de las 
aeronaves militares pueden conceder asilo a los delincuentes 
P.olíticos. Se aplican reglas análogas 8

• No puede concederse 
s1 la aeronave estuviere en diques o talleres para su repa-
ración 9 • 

5. Ninguna norma internacional establece -como antes se 
d ijo- la libertad del tránsito aéreo 10

• Cada estado reglamenta 
en principio, la aeronavegación en su propio territorio. Trata- • 
dos bilaterales han dispuesto acerca del tránsito aéreo entre esta­
dos interesados. 

A. Convenciones multilaterales: 

G V. 11, 3, a). 
7 Asl lo establecieron la 7'1- conferencia in tcramcricana, Montevideo, 1933, y 

el tratado - no rat ificado- sobre derecho pena l internaciona l, Montevideo. 19-10. 

8 v. 11, 4. 
D 6\l confe rencia interamericana, La Habana. 1928, convención sobre asilo, art. 29 

(S); 7¡¡. conferencia intcramcricana, Montev ideo, 1933. convención sobre asilo político, 
art. ( Q (S); tra tado sobre asilo y refugio polí ticos. Montevideo, 1939. arts. 29 y 9Q (S) . 

10 V. M ORENO Q UINTANA· B OLLI NI SHAW, El dominio cte. cit. (V, 3) . Esta sólo 
existe para el tránsito inocente, en tiempo de paz. para las aeronaves privadas. 
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a) Convención de París, 13 oct. 1919 (R) Fu , 
consecuencia de la guerra de 1914-18 or 1 . p e cor:icerta?a, a 
Y Asociadas· pero qued, b" 'P as otencias Aliadas ' o a ierta a la dl · , d 
neutrales, no así a la de los vencidos E~t l~;i~n e los .Pª~ses 
fué modificada por un protocolo (G. ~ u tima yr~scripción 
Creó, bajo la autoridad de la S.D.N ., 1~~ ra.' . ~ 5 JUillo 1 ~28) . 
de Navegación Aérea (C.I NA) omisio? lnternac10nal 
al ramo; · · · ' para centralizar lo atinente 

b) Convenio I beroamericano de Na . , 
19 nov. 1926. Fueron parte, a raíz devf gaczon 4,érea, Madrid, 
estados de la convención de París E - a exclusion de muchos 
iberoamericanos. Inspirada en a~ ·i5pana, ~or~u9al Y los estados 
última, introdujo, no obstant~ a i°gos princ~pios a los de esta 
vinculó de la S.D.N.; ' ª gunas variantes, y se des-

e) Convención Panamericana de A . . , 
Habana, 20 febr. 1928. Destinada vza~zon Comercial, La 
entre los países americanos e ins . a dregir la aeronavegación 
fu , ' pira a en las · e nunca ratificada; y anteriores, no 

d) Convención de Aviación Civil Int . . ernaczonal ( · · por un convemo ,provisional y compl t d anticipada 
b , . e a a por un . 

so re transito de los servicios aéreo . . convenio 
b , . s mternacionales so re transporte aereo mternacional) Ch. Y otro 

Deroga a las anteriores y obliga a su d'en ica~o,(7 dic. 1944 (V). 
l. uncia art 80) S , 1 ap ica a aeronaves civiles. Crea la 0 . . , · · ~ o se 

de Aviación Civil (O 1 A e ) rgamzacion Internacional 
. · · · · que consta de una asa bl 

func10nes legislativas y representación d d l m. ea con 
d . . e to os os miemb . 

e. un conse10 con funciones ejecutivas ele id ros, 
e mtegrado por 21 miembros en que t gd ? por la asamblea 
1 d en ran repre ·, • os esta os de mayor importanci 1 sentacion , . a en e transpon , 
q~e mas contnbuyen a proveer fac ilidades e aereo, .los 
aerea y aquellos cuya designación g . para la navegación 

' f" arantice un d" . geogra ica adecuada· y está pre ·d .d a istnbución 
1 ' si i a por f . 

sue do. Una comisión de navega ·, , un uncionario a . cion aerea 
miembros asesora al conse1·0 T" compuesta por doce 

1 . · iene un se . 
persona necesario. El conse1·0 d .d cretano general y 1 eci e a pet · · , e 
contratantes, las controversias sob . ' icion de los est d 
d 1 . , re m terpret . , a os 

e a convencion que no haya a· acion o aplica ·, . ' d " n po ido d "d• Clon c10n irecta. Las decisiones ec1 irse por n . 
b. . son apelabl egoc1a-

ar itra1e ad hoc o ante la e p J 1 .es ante un trib l d · · · . Has d . una e 
i o ratificado el e onve-

- 1 53-

nio por la Asamblea de la U.N. y la O.I.A.C. se ha convertido 
en uno de sus organismos especializados. 

B. No difieren sensiblemente dichas convenciones en cuanto 
a los principios y reglas que fijan 11

: 

a) soberanía exclusiva de los estados sobre su espacio atmos­
férico; 

b) tránsito inocente, en tiempo de paz, de las aeronaves 
privadas; 

c) matriculación de las aeronaves por cada estado: 
d) concesión gubernativa para las líneas aéreas comerciales; 
e) posible reserva del cabotaje y toma de fotografías para las 

aeronaves nacionales; 
f) reglamentación especial para las aeronaves militares y 

públicas (policiales, aduaneras, fiscales, etc.); 
g) indicación de itinerarios y lugar de aterrizaje; 
h) igualdad de tratamiento para las aeronaves privadas na­

cionales o extranjeras; 
i) libertad de los estados contratantes para otorgar mayores 

o menores facilidades al tránsito de las aeronaves de los no 
con tratantes 12

; 

j) posible prohibición de vuelo, por razones de seguridad o 
defensa militar, sobre ciertas zonas. 

6. En sus tratados sobre aeronavegación con Gran Bretaña 
(Buenos Aires, 17 mayo 1946) (V), España (Madrid, 19 ID:ar­

zo 1947) (V) y Portugal (Lisboa, 7 marzo 1947), la Argentma 
sentó la doctrina de que la distribución de los beneficios del 
tráfico, el estímulo de la aviación y el buen orden en el tráfico 
aéreo corresponde, en principio, a cada uno de los estados en 
cuyo territorio se originan. A estos compete, por consiguiente, 
la regulación de su volumen, en proporciones iguales, de acuer­
do a la reciprocidad. Exclúyense, en el tráfico internacional de 
larga distancia, las facilidades que se concedieran entre países 
limítrofes conforme a un criterio de cabotaje aéreo internacio­
nal 13• En sus demás tratados con Estados Unidos (19 mayo 

11 MORENO QUINTANA·BOLUNI SHAW~ El dor~iinio etc .. cit. (V, 3) .. 
12 La convención de París establcc1a permisos especiales temporarios para las 

aeronaves de los estados no con tratantes (art. 59) , y la de Madrid, en cambio 
hasta la posibilidad de su prohibición (art. 59) . 

13 v . E. A. FERREIRA , op. cit. 
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194 7) (S), Francia (París, 30 enero 1948) (S), lLalia (Roma, 18 
~e?r. 1948) (S), Noru~ga (Buenos Aires, 18 marzo 1948) (S), 
Dinamarca (Buenos Aires 18 marzo 1948) (S) S . (B A. 18 ' , uec1a uenos 

ires, marzo 1948) (S), Brasil (Río de J . 9 . . 
1948) y Holanda (29 oct 1948) aneiro, - Jumo 
. . · -que entraron en vigor pro-

v~sono en la fecha de su celebración- la . . . , 
cierta atenuación en 1 1. . , ' Argentina adm1t10 a ap icac1on de 1 · d . 
basada en un distinto trat . d ª precua a doctrma . amiento e los t , f 
tanos y subsidiarios con relaci, 1 . ~a icos complemen-

on a os prmc1pales. 

LOS óRGANOS INTERNACIONALES 

Por LUCIO M. l\llORE NO QUINTANA y CARLOS l\I. BOLLINI SH AW, 
Profesores titulares de Dercclio Internacional Público en las Facultades de 
Derecho y Ciencias Sociales, y de Ciencias Económicas de Buenos Aires. 

SUMARIO: l. Concepto. - 11. Jefes de Estado. - III. Ministerio de 
Relaciones Exteriores. - IV. Agentes diplomáticos. - V. Cónsu· 
les. - VI. Representantes temporarios. - VII. Congresos, confe· 
rendas y otras reuniones. - VIII. órganos internacionales. 

l. CONCEPTO. - l. Noción. - 2. Clasificación. 

TRATADOS CENF.RALF.S. - Liszt, 167; Strupp, 208; Orúe, 312; Anzilotti, I, 223; Accioly, 

JI, 298; Diena, 355; Oppenheim, I , 275; H yde, II , 1211. 

TRATADOS MONOGRÁFICOS. - Cavaglieri, G/i organi esterni dello Stato e la loro posi­
z ione giuridica, 1912; C. M. Bollini Shaw, Los órganos de las relaciones internacionales, 

Buenos Aires, 1942. 

l. El mantenimiento de relaciones internacionales -uno de 
los fines que exterioriza, dentro de un intercambio permanen­
te, la comunidad internacional 1- se realiza por medio de los 
órganos creados al efecto por uno o por varios estados. 

A. El Estado, en tanto que representación jurídica tangible, 
es una abstracción. Requiere, para actuar como persona in­
ternacional, una persona o grupo de personas físicas que lo 
represente. Aquélla o éstos constituyen el órgano que corpori­
za la personalidad del Estado. 

B. ANZILOTTI y otros autores impugnan la condición de 
tales representantes alegando que toda representación necesita 
la existencia de dos personas internacional~s. Admiten, no obs­
tante, que el individuo puede ser órgano del Estado en las 
relaciones internacionales. 

1 v. MORENO QUI NTANA. BOLl.I NI SHAW, Metodología del derecho internacional pú­
blico, Revista del Instituto de Derecho Internacional, aiio I, n9 3 (I, 2, Il, a). 
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c. El Jefe del Estado es el único ór<Tano supremo del mis­
~º· ~os demás órganos sólo lo asisten ~n sus funciones en el 
mtenor y lo representan en el exterior. 

2. Hay órganos. nacionales e internacionales. 
A . . ór~~nos nacionales son las pe1:sonas determin d 

constituc10n o leyes de cada país )ara t . . ~ as por la 
lectivamente en el orden · t . l. ac uar mchv.1dual o co-

m el nacional en re . , d 1 Estado, dentro de los límite . . d ' presentac1on e 
, s asigna os a sus fu · L 
organos nacionales clesem¡)ei'ían sus . . nc10nes. os 

• , 111 lSlOnes ya denrro d 
propio pa1s - en cuyo caso son llamados ór ' . . e su 
ya en el extranjero (órganos e:deríores): ganas interiores-, 

1. I NTERIORES 

1. 
a) permanentes. 

2. EXTERIORES ~ 

b) Lempo· 
rarios. 

a ') con carácter diplom~ . ,1t1co. 

b) sin carác­
ter dipJ0 . 

mñtico. 

a ") con pri­
vilegios. 

b") sin pri­
vilegios. 

¡ 1) jefes de es­
I Lado 

{ 2) ministros de 
't . rela_ci o n es 

ex tenores 

1 1) 
1 
{ 
l 2) 

represe11ta n­
~es diplom:\­
ticos :! 

funcionarios 
consulares 3 

11 ) .. deleg;1elos a n. 

1 
te la U. N ., 
O. E . A., y 

1 
o ~ ro s orga· 
nismos y con­
ferencias in-

l ternaciona. 
les4 

11) Lr~pas en Le· 
rr!lorio ex­
tranjero 

2) buques de 

j 
g u erra e n 
~guas ext ran­
jeras 5 

13) aeronaves 111¡. 

l lita res en e l 
extranjero G 

r 1) en~i~elos en 
1 m1s16n de es-
{ ludio 

1
2) . comisarios en 

exposiciones. 
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B_ órganos internacionales (o colectivos) son los creados 
por varios estados conjuntamente para la regulación y tutela 
ele intereses comunes. Sabido es que el derecho internacional 
atribuye a una colectividad de sujetos una declaración ele vo­
luntades susceptible de producir determinados efectos jurídi­
cos.7 Aquellos órganos internacionales que suponen la crea­
ción de una persona internac·ional reconocen como funda­
mento acuerdos entre estados.8 

II. JEFES DE ESTADO. - l. Definición. - 2. Función. - 3. Reconocimiento. -
1. Inmunidades. 

TRATADOS GENERAl.F.S. - Fauchille, I (3" p.), 5; Liszt, 171; Ulloa, II, 66; Strupp, l. 
210; Orúe, 314; Anzi lotti, I , 229; Accioly, Il, 298; Diena, 356; Oppenheim, I , 675; 

P. Costa, 162; Scellc, 543. 

TRATADOS MONOGRÁF ICOS. - Féraud-Giraud, Etats et souverains, 1895. 

l. ]efe de estado es el órgano único y supremo de tal enti­
dad, cuya representación asume en sus relaciones internacio­
nales ele acuerdo a l.o estatuído en la respectiva constitución. 

A. Glosa: 
a) órgano único y s11pre11io. Lo personifica de modo que su 

voluntad y sus actos trasuntan los del propio Estado. Se le lla­
ma tarn bién, por eso, soberano; 

b) ci1ya rej;resenlación asume en sus relaciones internaciona­
les. Esla es om1~ímoda (jus rej;resenlationis omnimodae). Y no 
importa, para ello, que tenga origen ilegítimo. Al derecho in­
ternacional sólo interesa la efectividad del poder que detenta; 

c) ele acuerdo a lo estatuía.o en la resjJectiva constitución. 
La de cada estado determina la forma y extensión de funcio­
nes del órgano actuante como jefe ele gobierno. Cuestión de 

2 Gozan ele privilegios e inmunidades. 
3 No go1.an de privilegios e inmunidades. 
4 Arts. 105, inc. 2, Carta de Ja U.N ., y 48, Carta ele la O.E.A. 
5 v. :t.Jmn:NO QUI NTA N¡\ - BOLLI NI S HAW, La 11avegació11 i11ter11acio11al, íd. R evista, 

afio U, nQ 7 (Il, 3, Il, a) . 
6 V. íd., íd. (IV, 3, a). 
7 v. MORENO QUINTANA - IlOLLINI SllAW, M etod ología, cit. (I , 2, n, a) . 
s v. MORENO QUINTANA - IlOLLI NI S11Aw, Las fJerso11as internacionales, íd. Revista, 

año I , nQ 4 (1, 1). 
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derecho público interno. Puede ser unipersonal desempeña-
do P.ºr un monarca o presidente, como en la A' · 1 1 1 b., rgentina , o 
p uripersona - tam ien llamado colegiado- S · 2 1 U R s S 3 E · . , . , como en u1za 
o a . . . . . x1st10 tamb1en este último sistema en el Uru-
guay (1919-33), donde un presidente asum' . , . . ia su represen ta-
cion mternac10nal como órgano del Estad 4 L . 
d t d · o. os actos del Jefe 
. e es a o contrarios a derecho carecen d 1. d 
mterno, pero originan responsabilidad .e tva l e~ en el orden 

m ernac1onal. 

2. El jefe de estado dirige las r elaciones t . , ' 1 ex eriores del pa1s por s1 so o, o con mayor o menor colab · ' , . . . . d orac1on segun las <l is 
pos1c1ones mternas, e otros poderes. Dele ' -
parte de esa función en el ministro de 

1 
. ga generalmente 

en los agentes diplomáticos. Reconoce r~ aCiones exteriores o 
tantes diplomáticos extranjeros. Declf ~ta con los represen­
paz, negocia los tratados que en su op~~t ª .~u~rra .º.hace la 
nuncia, designa los representantes diplom~~1 a rfat1h<~a o ~e­
consulares. cos Y unc1onarios 

A. En la Argentina el jefe de estado d. · 1 · · d b. irige as relaciones 
extenores e iendo sus actos ser refrendad 1 · . 
d R ¡ · E · os por e mm1stro 

e e ac10nes xteriores que, a su vez es res bl 
1 l . r. e 1 . ' pansa e por los 

que ega iza." onc uye y firma tratados de paz d · 
d · ' d ¡· , . , e comercio 

e navegac10n, e a ianza, de limites, de neutralid d .' 
d 

. . a , conco1-
atos y otras negoc1ac10nes. Recibe y admite mini· t , 
1 

. s ros y con-
su es extranjeros, nombra y remueve los J'efes d · · , 

d d S 
, e m1s1on con 

acuer o el enado y por s1 solo a los cónsules 6 e d 
· l d · once e el 

pase o retiene os ecretos de los concilios las b l b · d 1 S , . , u as, reves y 
rescriptos e umo Pont1hce con acuerdo de 1 e S · · ' d 1 a orte u pre 
ma, reqmrien ose una ey especial cuando co t' d. .-. 1 n ienen ispos1-
c10n~s genera es y p~r~anentes.7 El poder leaislativo colabor 
con el en los casos siguientes: b a 

a) el congreso faculta al presidente 
o hacer la paz, aprueba 0 rechaza 1 . para declarar la guerra 

os tratados con las potencias 
l El Presidente de la Nación Argentin · 

ca rgo la administración general del ¡Jafs ª(• Jefe supremo de la Nación tiene 
" El C . F d 1 ( ' arts 75 y 83 · l ' a su - · onse10 •e era art. 102 inc 89 · • inc. 1>, Const Nal) 

mayo de 1874) . ' · Y 99• Constitución Fcder~ I d · · 29 1 
3 El Congreso de los Soviets (arts. 8 y 29 d e e e 

3 de julio de 1923) . e la Constitución de la U.R.S.S. 
1 Const. uruguaya , 1917, art. 70. ele 
G Const. Na!., art. 84. 
a 1d. art. 83, incs. 109 y 14. 
7 Id . an. 83, inc. 99 . 
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extranjeras y los concordatos con la Silla Apostólica, así como 
para conceder cartas de represalia;s 

b) el Senado presta acuerdo para los nombramientos de 
jefes de m isión;n 

c) cualquiera de las cámaras puede intervenir en la política 
exterior de la Nación llamando al m inistro corres pon di en te 
para que informe y dé las explicaciones que estime necesa­
rias.10 

3. Todo cambio de la persona que desempeñe la función 
de jefe de estado es not-ificado a los países con los cuales se 
mantienen relaciones. Éstos acostumbran contestar cortésmen­
te, lo que importa el reconocimiento del hecho ocurrido. 

A. Los estados monárquicos, cuyos jefes se hallan muc~as 
veces u nidos por vínculos de familia, suelen destacar ~m_bap­
das con carácter ceremonial para comunicar el advemm1ento 
de un nuevo monarca. 

B. Las repúblicas americanas designan embajadas especia­
les con motivo de la asunción del mando de todo nuevo pre­
sidente de ellas. 

C. Los gobiernos de facto necesitan ser r econocidos para ini­
ciar relaciones con los demás.11 

D. La adopción de un nuevo título por un jefe de estado 
también requiere su reconocimiento. El principio de igualdad 
jurídica de los estados, ha disminuído en la actualidad la im­
portancia que antes tenía la jerarquía de los títulos adopt~dos . 
Éstos ya no confieren precedencia. Por el protocolo de A1x-la­
G:hapelle las grandes potencias se comprometieron a no reco­
nocer ningún nuevo título sin previa consulta (14 octubre de 
1818) 12. Éste ha caído en desuso. Son aplicables -según PRA­
DIER FoDÉRÉ- las siguientes reglas: 13 

8 1d. arts. 68, incs. 19, 21 y 22. y 83, inc. 18. 
!l 1d. art. 83, inc. 109. 
10 1d. art. Ci1. 
11 V. MORENO QUI NTANA . llot.LJN I SJJAW, La potestad estatal internacional, íd. 

Revista, aiio l , nQ 5 (I, 3, b) , a'). . , . , 
12 " Los gabinetes se comprometen a no reconocer nmgun cambio en los lltu los 

de los soberanos ni en los de los prlncipes de sus casas, sin po~erse antes de acuer· 
do". Firmado por llfeuernich, Richelieu, Castlereagh, "\<Velhngton, Hardcnhcrg. 
nernsdorff, Nessclrode, Capo ]) 'Istria. 

13 v. PR.ADffR . Foot'.:Rf:, Cours rle Droit Dij1/omaliq 11e, 2~ cd. París. 1899, pág. 67 . 
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19 cualquier estado puede atribuir a su jefe el tí tulo q ue 
estime conveniente; 

29 ningún estado puede exigir que los demás reconozcan 
los títulos y dignidades que da a su jeEe; 

39 para _obtener validez, todo nuevo título debe ser sancio-
nado mediante el reconocimiento de 1 d , d . os emas esta os; 

49 es facultativo para la t · . , _ ' s. po encias extranjeras, reconocer 
el titulo, I eh usar su reconocuniento _ t ·d 1 1 

d
. . ., 1e a1 ar o o someter o a 

con ic10nes. 

4. Los jefes de estado gozan d · . . , d e mmumdades y prerrog'<l tivas 
en su caracter e representantes ór , 

A. En su propio , 1 Y gano supremo de aquel. 
pa1s, se es recon . . d 

des establecidas por el der h , b . oc~n aquellas mmuni a-
B. En el extranjero ~~a~ ~u hco _mterno. 

por la costumbre inte;n~ci 1 e las inmunidades admitidas 
a GRoc10, las fundan en 1 onf~ ·. ~gunos autores, que siguen 

, 1 1 . a icc1on de ext . . .d d gun a cua los Jefes de estad 
1 

, ratern tonah a se-
territorio cuando se halla 

0 
no labnan salido de su propio 

G 
, ren en terr·t · 

ENET, SANCI-IEZ DE BUSTA l ano extranjero (LrszT, 
. - ' - MANTE etc ) o opm10n compartimos -DIEN S ' · · tras autores cuya 

DESTÁ COSTA, etc.- invocan A, TR~PP, FAUCHILLE, ÜRÚE, Po­
das, ya la necesidad del 1"ef' yda el interés recíproco de los esta-
d · e e estad d encia. . 0 e actuar con indepen-

C. Tales mmunidade 
L1szT· 11 s comprenden . 

·. . ' como bien lo expresa 
a) inviolabilidad pers l , . ona Est 

a su sequito poniéndolos a ~lb º a se extiende a su familia y 
co o moral. Cuand · · 1 ieno de l · , · 
d · ·d d 0 viajan de inco' . cua q uier ataque fis1-

e mmum a es· pe b gnito c ·• 
ellas. El rey d ' H rlo asta que se de ' arecen, en princip10, 

e o anda n a conocer de 
pena policial, obtuv ' condenado en S . para gozar 
conocer. Un rr·b 

1
°. su levantamie . uiza en 1873 a una 

i una ingl, nto tan . , 
en un juicio por inc . es se declaró . pronto se dio a 
do se enteró de la u~~hmiento de pro incompete.nte, en 1892, 
sin embargo que ca 1 ad real del d mesa matrimonial cuan-

, no se trata d emandad s · 
de una simple cortesía· e una norm . o. TRUPP op111a, 

b) exención de · . : . ª internacional, sino 
Jtn isdicción E 

· • sta ob 
u v. MoRENo Q u •NTANA - n ra respecto clel estado 

OLL1N1 SHAw 
' La 11otestad 

etc., cit. (1, 3) . 
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extranjero y sus normas jurídicas vigentes. T ambién es com­
partida por sus familiares y séquito. Comprende, a su vez: 19 
ju.risdicción penal y policial. Es admitida sin restricción alo-u­
na. El art. 297 del Código Bustamante d·ispone la exención °de 
las leyes penales de cada estado contratante de los jefes de los 
otros estados que se encuentran en su territorio; 29 jurisdic­
ción civil . No hay unanimidad en la doctrina. Autores de fin 
de siglo - LrszT, Nvs, LAWRENCE- , y la misma jurispruden­
cia británica y francesa no hacían distinción alguna, pronun­
ciándose afirmativamente. Otros, más recientes (DIENA, FAu­
cHILLE, STRUPP, PoDESTÁ CosTA), y la jur·isprudencia italiana 
~istin~~en entre los actos r ealizados por el jefe de estado jure 
ir:ip~ni y ª9.uellos en que obra como persona privada (jure ges­
tzonis). La mmunidad sólo ampara a los primeros. No procede 
la inmunidad, por ende, cuando se trata de acciones reales o el 
jefe de estado es demandado como heredero o legatario. Aun­
que FA U CHILLE y GEN ET parecen inclinarse por la negativa, es­
timamos que el jefe de estado puede renunciar a su inmunidad 
presentándose como actor o contestando una demanda; 15 

c) inviolabilidad de domici lio . Antiguamente se consideraba 
que el domicilio en donde residía el jefe de estado formaba 
parte, por la ficción de la extraterritorialidad, del territorio 
del propio estado. Hoy, esta inmunidad tiene carácter real; 

d) exención impositiva. Con pocas excepciones, los autores 
- FAUCHILLE, STRUPP, L1szT, DIENA, PooESTÁ CosTA, etc.­
opinan que hay exención de todo impuesto, salvo sobre inmue­
bles y sucesiones. ÜRÚE no la admite como derecho sino como 
privilegio de cortesía; 

e) libre e ilimitada comunicación. Son inviolables los docu­
m~ntos y correspondencia del jefe de estado con su propio 
pais. Goza, además, del derecho de enviar despachos cifrados 
y correos de gabinete. 

D. Sin perjuicio de r enuncia a la inmunidad en casos par­
ticulare~, ésta cesa en las monarquías con la abdicación o el des­
tronamiento del monarca. En las repúblicas, a la terminación 
del mandato, salvo renuncia o deposición. 

15 .fd. Código ele Bustamantc, arts. 1133 a 1136. 
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111. MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES. - 1. Concepto. - 2. Funcio­
nes. - 3. Organización. 

T RATADOS GENERALES. - Fauchille, I (3~ p.) ' 21; Liszt, 169; Ulloa, II, 68; Orúc, 219; 
Anzilotti, I , 232; Accioly, II, 203; Diena, 358; Oppcnhcim, I, 682; Scelle, 515. 

T ,RATADOS Mo:-;ocRÁF1cos. - Misma bibliografla del rubro l. 

· 1. Cuando el jefe de estado no dirige por sí solo los nego­
cios extranjeros, es asistido en esta función por un ministro de 
relaciones exteriores.1 Tiene éste la dirección efectiva de los 
asuntos internacionales, es superior jerárquico de los agentes 

. diplomáticos acreditados en el extranjero y orienta las tareas 
del personal del ministerio a su cargo. Es el intermediario 
normal entre el Estado y las naciones extranjeras. 

A. Se llama generalmente secretario en los gobiernos pre­
sidenciales y ministro en los parlamentarios. La denominación 
y la forma de gobierno no influyen - contrariamente a la opi­
nión de SÁNCHEZ DE BusTAMANTE- en su representación y au­
toridad internacional.2 El secretario es un funcionario que, de­
signado por el jefe de estado, debe observar sus instrucciones 
para la conservación de su cargo. El ministro, en cambio, cuen­
ta con la confianza del parlamento que, por voto adverso, pue­
de hacerlo caer.3 

B. La ?rganización del sis~en:ia político europeo requirió, 
desde el siglo xvu, el establecumento de relaciones internacio­
nales frecuentes. Un gabinete especial fué encargado, en cada 
país, de la corr espondencia diplomática y dirección de las re­
laciones exteriores. Esta administración se llamó, en un prin­
cipio, secretaría de negocios extranjeros y de los despachos; y, 
más tarde, ministerio o departamento de las relaciones exte­
riores o de los negocios extranjeros.4 En Inglaterra fué creada 
por Enrique III (1253), en España por Carlos V (1556) ; y en 
Alemania por el Elector J oaquín Federico de Brandenburgo 

1 v. Il, 2. 
2 A. SÁNCHEZ DE BUSTAMANTE, Manual de Derecho btternacional Público L H 

bana, 1945, pág. 91. ' ª a-
3 Por el art. 84 de la Constitución argenti na, d icho funcionario d . · · s · T ' · se enomma 

Ministro /cretar;~· ec~1camcnte, debe considerarse secretario ya q ue debe gozar 
d e la dcon 1anz.a

1 
~e pr~s1 ente par~ permanecer en el cargo. Refrenda y legaliza los 

actos e este u tuno, sm cuyo r.equ1s~to care~cn de validez (V. n, 2, A.). 
4 v. CH. DE MARTENS, Lt: g111dt: d 1plo matiqut:, Leipzig, 1866, t. 1, pág. 23. 

como consejo secreto (1604). Afirma GENET que, en Francia, 
data de 1318. 

C. Dicha administración r ecibe hoy diferentes denominacio­
nes: Ministerio de Relaciones Exteriores en la Argentina, Bo­
livia y Chile; Secretaría de R elaciones Exteriores en México 
y Panamá; Niinisterio de Negocios Extranjeros en Francia; De­
fJartamento ele Estado (Sta.te Department) en Estados Unidos;. 
JVfinisterio de Estado en España; Oficina del Extranjero (Fo.-· 
reign Office) en Gran Bretaña; Comisariato del Pueblo pará · 
los Negocios Extranjeros en la U . R. S . S. 

D. En nuestro país, las r elaciones exteriores estuvieron a 
cargo de la Nación de 181 O a 1820. U na ley de 6 febr. 1826 
a·eó el Ministerio de R elaciones Exteriores. Disuelto el go­
bierno n.acional, las provincias reasumieron esta función (1828). 
Por disposición expresa del Pacto Federal (4 enero 1831), se 
creó una Comisión Representativa para las r~laciones exterio­
res, desaparecida la cual, las provincias delegaron en el gobierno 
de Buenos Aires la d irección de las relaciones exteriores y de 
los negocios de paz y guerra de la Confederación Argentina. 
La ruptura en tre Buenos Aires y la Confederación motivó 
la existencia de sendos ministerios -uno en Buenos Aires y 
otro en Paraná- y una doble representación en el extran­
jero (1853-59). Consolidada, luego, la unión nacional, la ley 
N9 3727, de 11 oct. 1898, organizó el ministerio del caso que 
tiene a su cargo, dentro de su respectivo ramo, "el despacho 
de los negocios de la Nación". 

2. El ministro de relaciones exteriores no es, en general, un 
órgano autónomo de las r elaciones internacionales, sino un auxi­
liar del jefe de estado con cuya actividad se confunde la suya.5 

Sus funciones, por consiguiente, son una consecuencia de la or­
ganización del respectivo m inisterio. STEINER fija las siguientes: 
19 es el jefe del ministerio y del servicio exterior; 29 dirige las 
actividades de los representantes diplomáticos; 39 fija, mediante 
declaraciones, la política exterior del estado; 49 defiende ante el 
parlamento dicha política exterior. s 

A. Los ministros suelen gozar , en el orden interno, de ciertos 

5 v. ANZILOTTI, op. cit., p:1g. 233; íd. (II, 1, A, a) . 
<l H. A. STEINER, Principies anti proúlems of in temational relatio11s, Ncw York, 

1940, p. 176. 
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privilegios. En el exterior, les corresponden las prerrogativas e 
inmunidades diplomáticas. . . . . 

B. Al asumir su cargo, el mmistro notifica el hecho a los 
miembros del cuerpo diplomático extranjero y a los diplomá­
ticos y cónsules del país en el exterior . 

3. El ministerio de relaciones exteriores es la organizac1on 
administrativa. a través de la cual ejerce sus funciones el mi­
n istro del ramo. Por medio de ella mantiene las relaciones del 
estado con las naciones extranjeras, recibe sus diplomaticos y 
concede el exequatur a los cónsules, procede al nombramiento 
de los funcionarios diplomáticos Y consulares en el exterior, 
mantiene correspondencia .co~ el cuerpo diplomático, negocia 
tratados y vicrila su cumplimiento, protege a los nacionales en o . 
el exterior, estimula los intereses económicos y comerciales 
en el extranjero, d~ trámite a los exhortos y cartas rogatorias 
de y para el extranjero, etc. 

A. Los ministerio~ de r.el~~i,ones exteriore~ casi siempre com­
prenden, para la meJor d1vlSlon de su trabajo, una serie de di­
recciones, divisiones, secciones u oficinas. Tienen una 0 más 
subsecretar ías o secretarías auxiliares de distinta jerarquía a 
veces una dirección general administrativa y, sobre todo ~na 
consejer ía político-~egal a la que se asigna gran importa~cia.7 

B. En la Arg~nt1rta, u~ ~ecreto del d,irector s~p:emo, J uan 
M. de. ;uey~Tedon, orgamzo las secretarias del ~misterio y es­
tablec10 um forme .Pª.ra los empleados de r elaciones exteriores 
(2 mayo 1818). D1ec10cho decretos más de organización se ex­
pidieron ha~ta ~~ vigente. L~ ~ey ~Q 13.5.29, de 8 julio 1949, 
sob~e orgamz~cion de los mmisteno~ nacionales - que substi-
tuyo a la antigua ley N9 3727, sancionada en 1898 d · d - , icta a 
de acuerdo al art. 84 de la Const. Nal., fiJ·a en s 20 1 . d 1 . . • u art . as 
f unc

1
10
3

neds. e os m1ms~ro1s secretarios en general. y · en el 
art. , ispone en especia acerca de la compete · d ' . . 

· · · · · ncia el mm1s tro respectivo, sm peq mc10 de incluir entre 1 . -
relativas al culto.8 Está actualmente estructurad asd~nismas. l~s 

e o icho m1ms-
7 Ha sido generalmente dC3empeiiada en forma p 

d · d d' 'ó . ' ' ermanente y . países e arraiga a tra 1c1 n diplomática -Gran D _ continuada en lo• 
·1 · t · l' retana Es¡1ai1a E ' ' º Bras

0

1
0 

, etc.- por 111 er.nac1ona 1stas de alto prestigio. ' , · stados Unidos, 
8 Es de competencia del Ministerio de R 1 · 

· d · 1 1 · 1 e aciones Exterio · cita o .arucu o- o 1111erente al mantenimiento de la · . les Y Culto - d ice el 
Argentina con los Estados extranJ· eroi }' 1•1• . 1 d s relaciones de la RAp .1 1. 

• º ent1c a es de ca .1 . ~ u J 1ca 
r' cter m ternaciona l", 
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terio por decreto ele 31 dic. 1948: l. DesfJacho del Ministro. 
l. Ministro (secretaría privada, ceremonial del Estado, defensa 
nacional); II. Id.. del Subsecretario: l. Subsecretario (secretaría 
privada, consejería político-legal, escuela de diplomacia, correo 
d iplomático); 2. Dirección General (división de relaciones in­
ternas); 3. Departamento de Política; 4. Departamento Econó­
mico-social; 5. Departamento de Cultura;º 6. Departamento de 
Culto; 7. Departamento de Administración; 8. Departamento 
de Asuntos Consulares; 9. Dirección de Investigaciones; 10. 
Dirección de Personal; 1 I. Dirección de lo Contencioso-admi­
nistrativo; 12. Dirección de Clave; 13. Dirección ] unta ele Vigi­
lancia. Otro decreto creó la Subsecretaría de Culto, organizando 
su estructura: l. Subsecretar io de Culto; II. Asesoría Eclesiás­
tica, a cargo de un director-asesor ; III. Dirección de Despacho; 
IV. Dirección de Patronato Nacional; V. Dirección de Cultos 
no Católicos; VI. Dirección de Asuntos Administrativos de 
Culto; VII. División Mesa ele Entradas y Salidas (dependiente 
de la Dirección de Despacho) (23 mar zo 1949). 

IV. AGENTES DIPLO~IATICOS. - l. Concep10. - 2. Clasific.1ció11. - 3. Representa- · 

ción especia l. - 'l. Derecho ele legació n. - 5. Misión: desarrollo. - 6. Privilegios e 

inmunidades. - 7. Instrumentos. - 8. Legislación argentina. 

TRATADOS GENERALES. -Fauchille, J, (3<' p.) 26; Liszt, 173; Ulloa , ll , 61; Strupp, I, 

211; Orúe, 319; Anzilolli, 1, 23·1; Acciol}'. 11 , 305; Diena, 259; Oppenhcim, l, 687; 
P . Costa, 16-1; H yde, JI, 1222; Scellc, 5·15. 

TRATADOS 1110NoG1v\F1cos. - Ch. de Mariens, Le guidc d iplomatir¡11e, Leipzig, ISG6; 
J>. Praclier l' odéré, Cours dt1 clroit d iplomatique, París, 1889; L . E. Albertini, Derecho 

Y a renglón . seguido enumera, entre o iras, las siguienles atrihuciones: relaciones 
con los gobiernos extranjeros; relaciones con las entidades actuales de car;ícter 
internacio~al, continen lal, regional o especia l. y las que surgieren en el futuro; 
concurrencm a conferencias, congresos o cualquier reunión de c.1rácter internacional , 
regional ? especial; ~lesignación de los integrantes de las represen taciones a d ichas 
conferencias; 111str~1cc1011es a las que deberán ajustar su cometido; cuerpo diplomático 
y consular argentmo y extranjero; tratados y cualquier instrnmento in ternacional; 
declaraciones del estado de guerra u otros autorizados por el derecho internacio· 
na!; tratados y ajustes de paz; introducción y tránsito de fuerzas extranjeras; límites 
internacionales; extradicción ; legalización de documentos para y del exterior; archi\·o 
de relaciones exteriores y culto; biblioteca, colecciones, publicación oficial de trata· 
dos y mapas geográficos; publicidad, difusión d e informes relativos a la nación 
en el exterior; guardar y aplicar el gran sello d e la Nación en los instrumentos 
internaciona les. 

9 Por resolución ministeria l fecha 12 de febrero 1949, fué disuelta esta repartición 
y creados en su ree!11pla_zo el Departame1~ t~. de Inter~1mbio I111elcctual ~.~ase de 
una direcció n, subcl1recc1ón, sea-etaria, d1v1s1ón trámite y despachos, d1v1s1ón de 
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diplomático, 1909; E. Satow, A guide to diplomat" . 
Suárez, Las embajadas en la Repúb/" A . ic f1ract1ce, London, 1917; J. L. 

. ica rgentma, Buenos A. 191 
Les methodes de trar1ai/ de la d1ºpl tº R ires, 8; R. E. vVill iams 

. oma ie, .D.C., 192,1· J S . . , 
de d1plomatie modern.e, Lausanne 192"· G . , . zilassy, Ma11ue/ pmtique 
d . l . . ' :>, • V1dal y Sau á T d 1p omat1co, Madrid 1925· C H L . r. • rata o de derecho 

' • · urst, es 1mmimités dºpl . 
R. Genet, Tr~ilé de dif1lomatie et de droit diplomati i omat1ques, R.D.C., 1926; 
Normas de diplomacia y de derecho dij1/o ·i· ' qu~, París, 1932; J. C. de Erice, 
l d . . ma ico, nladnd 194" D 
a o teonco y práctico de derecho diplomático . ' :> ; • Antokoletz, Tra-

y co11sular, Buenos Aires, 1918. 

1. Agente diplomático es el re 
él. e:ctranjero, al que, para el cunfrfr~tante. de un e~tado en 
sus mstrucciones se le recono ~ miento mdepenchei;ite ele 

' cen ciertas pre . . 
A. Es muy antiguo el orio-en d 1 . . n~gativ~s. 

cuyos enviados s.ólo tuvieron ben e a ~ns~it~ción diplomática 
torio. Asirios, babilonios y hebre~~ rmcipi~, carácter transi­
de Manú, en la India fiJ·a ' a practicaron. Las leyes 

d ' ron normas para b 
y esempeño. Los presbeis o aut . t su nom ramiento 

. oc1 a ores fuero f · . que mantuvieron relaciones pol 't" n unc1onanos 
de la antigua Grecia En R i ICasden_tre las ciudades-estados 

. orna, se esignaban l l. res para negociar con las d , . ega i u orato-
Feciales se hallaba encar ~rn~ nacion.es, y el ~olegio de los 
concernientes a la o-uerra ga º 1 e practicar los ritos r eligiosos 
· . . o Y a a paz. Para la p · · mtereses cristianos en lo , b, b roteccion de los . s paises ar aros ge . . 
conquistados por los turco 1 p . rmamcos y en los 
responsales, que eran plen ~· ~s .ªP~s enviaron ajJocrisiarii y 
la Edad Media empero la1po encianos permanentes. Durante 

· - ' • s represen tacion d · 1 , 
ron casi siempre transitor1ºas L d . es. ip omaticas fue-

. · · a enomm ' 1 aparec10 en el siglo .x ru sie d . ac1on e e embajador 
te el siglo siguiente, po;- la ~eº ~~s~rancia substituída, duran­
Ro~a~ enviaron a embajadores tal ger. Florencia, Venecia y 
Gu1cciardin i y Maquiavelo En V es _corno Dante, Boccacio 
rr d · l · enec1a f ' ' era ip omática en tre 1268-96 l , ue organizada la ca-
cerdotes. No se podía rechaza; e~c uyendose de ella a los sa­
leyes de Partidas, en España, reci c~rgo d~ embajador. Las 
representantes extranjeros U noc1an la inmunidad de los 
desde mediados del si lo ~v n segundo per íodo se caracteriza 
permanentes cuyo origgen ' po~bre~resentaciones diplomática~ 

es atn uido , 
relaciones cult 1 . - segun los au tores- a 
· · ura es d ivisió d 

s1c1ones, y división 'de . n ~ redacción y estudio . . . 
comprende una dº . traducciones· y el De s especiales, d1v1sión de expo· 
e. informaciones d'.e~~~ón, subdireccÍón, d ivisi!artament? ~e Comunicaciones que 
c1ón enlace y ~00 

1~~si ~ prensa, división pubJ'n ~omun1cac1ones, división d ifus ión 
re inac1ón, secretaría privada icacion~s. sección administrativa, sec­

y sección traductores. 
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d iversos estadistas: Fernando el Católico, Luis XI de Francia 
o el cardenal de Richelieu. Venecia tenía ya, en el siglo XVI, 

un servic·io diplomático compuesto por embajador~s elegidos 
entre los patricios, y de residentes, ent~e los seer.etanos. Su em­
bajador en Constantin.o~l~ se denommab.a. Bailo. La paz de 
Westfalia consagró def1111uvamente las mlSlones permane.ntes 
(1648). Su organización actual data de los congresos de Viena 

y de Aix-la-Chapelle (18 ~ 5_- 18) . 1 . . .. , 

B. Los agentes diplomat·~cos, Jefes de la respectiva m.ISlon ~ ". 
tienen carácter representativo porque llevan la palabra del 
Estado 0 de su jefe ante otros estados . . De ahí su denominación 
específica de ministros públicos.2 Fundado en el principio de 
legitimidad, el art. ~e;> del r~glamento _aproba?o p01: ~l congre­
so de Viena estatuyo que solo los enviados d1plomaucos de la 
primera categoría - que representaban la persona misma del 
soberano- tenían carácter representativo, excluyendo así a los 
de las demás. Esta prescripción, derivada, no sólo de la distin­
ta gravi tación in ter nacional de las potencias, sino también de 
su forma de gobierno, está hoy en desuso. Los tratadistas ac­
tuales no admiten más carácter representativo que el origina­
do en la representación del Estado. Este caracteriza indistinta­
mente a los enviados de todas las categorías. Invisten éstos, así, 
la condición de m inistros públicos. Ello es consecuencia, por 
otra parte, de la igualdad jurídica de los estados. Todos los 
agen tes diplomáticos gozan de los mismos derechos, prenoga­
tivas e inmunidades, cualquiera sea su qttegoría, salvo en ma­
teria de precedencia y etiqueta (itonvención sobre funcionarios 
diplomáticos, 6'il conferencia interamericana, La Habana, 1928, 
art. 3'>) . 

2. Hasta la aprobación del reglamento de Viena - 19 marzo 
1815- , las diversas denominaciones dadas a los jefes de misión 
para realzar su jerarquía y precedencia,3 introdujeron confu­
sión. En. su art. 59, d ispuso que cada estado determinaría "de 
manera uniforme" la recepción de los empleados diplomáticos 
de cada clase. 

A . Dicho reglamento, completado por el protocolo de Aix-la 

1 v. MORENO QUIN~ANA - BOLLIN I SHAW, M etodología, cit. (II, l ) . 
2•v . PRADLER FooÉRÉ, op. cit., t. I, págs. 253 y 296. 
a Era frecuente la adopción, con tal motivo, del titulo de enuiados extraordinarios, 

aunque los respectivos ?gentes fuesen acreditados de modo permanente. Pretendióse, 
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Chapelle - 21 nov. 1818-, hizo la siguiente clasificación, actual­
mente observada por todos los estados: 

J 9 embajadores, legados o nuncios;4 

29 enviados, ministros u otros acreditados ante los sobera­
nos;5 

39 ministros residentes;G 
49 encargados de negocios acreditados ante los ministros de 

relaciones exteriores. 
En 1927, se intentó que el comité de expertos para la codifi­

cación de la S.D.N. proyectase la reforma de la mencionada 
clasificación refundiendo en la jerarquía de embajador, a las 
tres primeras categorías, incluso las correspondientes a los re­
presentantes permanentes de la Santa Sede. No obstante la dis­
paridad de opiniones evidenciada por los gobiernos consultados, 
la innovación propuesta no fué aceptada. 

B. No hay norma acerca de la categoría de agentes diplomá­
ticos que puede designar un país determinado. Algunos hasta 
se separaron abiertamente -aunque por corto lapso- de la cla­
sificación tradicional.7 La ,costumbre del siglo x1x, continuada 
hasta después de 1914-18, fué de que los enviados de la p. ca-

asimismo, fundar precedencia a favor de los agentes diplomáticos según la im or-
tancia del estado que representaban o por el grado de parentesco de 1 t P 

d D . ·h . 1 . as estas coro-nadas de los estados representa os. 1c o 1eg amento puso fm a t·iJe . ' • s cuesllones 
4 Los legados (legati a ldtere) son representantes extraord inarios el 1 p · 

una ceremonia determinada (congresos eucarísticos, entrega de alt el . apa .rara 
eclesiásticas, etc.) . Son elegidos .de .. entre el .colegio. de los Cardenal~~ ~~ignaci~ncs 
-que proviene de los apocrisrarn-, estuvieron, sm embargo en d su ongen 
misión permanente. Los nuncios, en cambio, son diplom;\ticos' per carga os de una 

. . C 1 A 1 d . . manentes que 
Pertenecen a dicho Coleg10. orno e n:g amento e Viena no in ó no 

1 · · • · . nov respecto d los representantes del Papa, os nuncios contmuan CJcrc1cndo -por c b . e 
mática- el decanato de~ cuerpo diplomático extr~1~jcro en cada país~stum re rliplo-

5 El reglamento equipara el rango de los m1111stros permanentes 
enviados extraordinarios. Pero la costumbre ha !·efundido, en Ja misió~one;! de . los 
ambos títulos en uno solo. Aun cuando no figuran en el citado P

1 
a neute, 

· · · 1 ' reg amento 1 misma costumbre denomma rntcmu11c1os a os representantes papales d 
1 

, a 
' e a sernmd· categoría. . . . <>' .1 

6 "Para evitar las desagradables d1scus1ones que podnan producirs 
· d" 1 á · 1 e en el fut sobre un punto de ellqueta 1p oro, llca, que e anexo de la deliber "ó uro 

. . ¡ h .d ac1 n de v· por el que las cuesuones de 1erarqu a an s1 o resucitas, no parece h b 1c_na, 
-estableció el citado protocolo-, se resuelve entre las cinco Cortes que~ er ~r~v1sto 
iesidentes acreditados cerca de ellos formarán, con relación a su . os ministros 

. l . . d d d Jerarquía u clase intermedia entre os ministros e segun o or en y los encargado d . • . na 
7 Fundada en el principio de igualdad _ju_ríd_ica de los estados, la ~-R~S ~eg~cio~.'' 

Por decreto de 4 ele 1·unio de 1918, la d1st111c1ón tradicional entre 1. · · bolió, 
· p l · d .is cuatro c 1t gorlas de agentes diplomáticos. or e mismo ecreto designó en caráct 1 c-

. · · l d á ¡ ' er e e '"""i·e sentantes plempotenc1anos ante os em, s pa ses (polpreds) a ª"entes d" -
· · L · a· ' '" 1plomá ticos de una categoría ~mea. os c:onunuos con 1ct~ de precedencia ue se ... . -

naron - pues, dcsconoaendo los otros paises la existencia de dicl . q ~ngi. 
daban precedencia ele ú ltimo término, después de los encarg~d 1ª dcategona_, le 

.. os e negocio~ 

tecroría sólo correspondían a las grandes potencias; los de la 2'.l, 
a las medianas; y, los de las 3'.l y 4?, a las pequeñas. Hoy, ha 
caído esto en desuso. Aún los países más pequeños nombran 
embajadores, práctica generalizada en América. Los enviados 
de las tres primeras categorías son acreditados ante los respecti­
vos jefes de estado; los de la 4<.l, ante los ministros de relaciones 
exteriores. 

C. Los jefes de misión son asistidos en su labor por el perso­
nal diplomático a sus órdenes; ministros consejeros, conseje­
ros, secretarios y agregados. Suelen también designarse func-io­
narios especializados: agregados militares, navales o aeronáuti­
cos, consejeros secretarios, o agregados económicos, comerciales, 
financieros, culturales, obreros,s etc., cuyas instrucciones son 
impartidas por el ministerio del ramo. 

3. Sin perjuicio de la representación diplomática ordinaria, 
existe otra de carácter especial, permanente o transitoria: 

a) enviados en misión esfJ ecial. Generalmente transitoria. Ne­
gocian un asunto determinado. Tienen sus agentes la misma je­
rarquía, en cuanto a categorías, y gozan de las mismas inmu­
nidades y privilegios que sus colegas de la misión ordinaria 
(cit. convención sobre funcionarios diplomáticos, ar t. 29, 39 y 
99). Son designados para intervenir en congresos o conferen­
cias internacionales, cumplir una misión de cortesía (efeméri­
des, advenimiento de nuevos monarcas, asunción al cargo de 
nuevos jefes de estado, etc.), etc. 

b) delegados ante organismos internacionales. De carácter 
permanente. Gozan de las prerrogativas e inmun-idades reque­
ridas por la independencia de sus funciones en el estado don­
de se halla la sede, aunque suele reconocérselas, por cortesía, 
en los países de tránsito. Opinamos - con GENET- que éstas 
también obran en el territorio de todos los estados miembros 

instaron al gobierno soviético a nom~rar en Jr;\n y Chi~a, ~ dichos represent.antes 
p lenipotenciarios con carácter de embapdores. Luego, ~ontmuo esta prácuca hac1e.n~o 
las designaciones de tales representantes. en cualesquiera de las categorías . u:ad1c1~-

l (lml. lidas según el 1)aís donde hubieren de actuar. A sn vez, los domuuos bn-
na es a ' d" ¡ 1 · 6 ¡· . · d s·g 11a1·on en car\cter de re¡)resentantes •p om; t1cos ante su metr po 1 y 
ta111cos e 1 ' ' ' ' · · s ¡ · l" 1 · d" · • · ntes denominados altos con11s1011ados. o 1a e .irse es 111me 1ata p1ccc-
cntr~ st,

1 
~ agéc de los enviados de la segunda categoría . Hoy, están equiparados a 

denc1a e espu s 

embajadores.. ' (j le agregatlo obrero ha sido convertida en la Argentina, 
8 L f ción espec1 ca l • • · . • · d a un d de 1949 en una carrera con 1erarqu1as equipara as 

1 . to de 15 e marzo , . . 
por e ec1 e . . 1 t Ja de conse1· ero de Ja primera clase 111clus1ve. 
a las del serv1c10 ias a ' 
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de la organización.9 Los representantes de los miembros y fun­
cionarios de la U . N. gozarán - según el art. 105, inc. 29, de la 
Carta- de los pr·ivilegios e inmunidades exigidos por el des­
empeño de su función.10 La primera asamblea aprobó una 
convenci.ón alusiva extendiéndolos, además de los representan­
tes ante los órganos principales, a los acreditados ante los deno­
minados subsidiarios, de mismo que a los delegados a las con­
ferencias convocadas por la U. N ., tanto en el ejercicio de sus 
funciones como en el trayecto al lugar de reunión (Londres, 
1946). También los acuerdos al secretario general, secretarios 
generales adjuntos, directores y otros funcionarios (ej. conde 
Folke-Bernadotte, Ralph Bunche, designados en Palestina, 
1948-49). De análoga situación gozan los delegados ante la 
O.E.A. cuyo Consejo se compone - de acuerdo al art. 48 de su 
Carta- de un representante por cada estado miembro con ran­
go de embajador. Su de~ignación puede recaer en el represen­
tante diplomático acreditado ante el gobierno del país donde 
sesione dicho consejo. Lo contrario dispuso la resolución IX 
de la conferencia de México que, para la integración del con­
sejo directivo de la U . P., disponía obligatoriamente la desig­
nación de delegados ad hoc (1945). Reconocía para tal, como 
antecedente, una resolución de la 5:;t conferencia interamerica­
na que otorgaba tal representación por derecho propio (San­
tiago de Chile, 1923). Quiso así obviar la posibilidad de la no 
representación de un país americano ante tal entidad por rup­
tura de sus relaciones diplomáticas con el gobierno de Estados 
Unidos. Porque la 2:;t conferencia interamericana había resuel­
to q.ue dicha ~~~resentac~ón estaría a cargo ?e los jefes diplo­
máticos ele mis10n acreditados ante ese gobierno, en carácter 
de vocales, y del secretario de Estado de Estados U nidos como 
presidente (México, 1902); 

c) agentes confidenciales. No tienen carácter diplomático 
sino político, y cumplen una misión diplomática no oficial. 
Gozan de la confianza perso~al del jefe de estado. Son gene­
ralmente tratados como particulares y carecen de inmunida­
des. Ej. el R. P . J oseph du Tremblay enviado en diversas mi-

9 v. GENET, op. cit., t. II, p. 522. 
10 Antecedente d~ esta pres~ripción es el ~rt. ?Q d~l Pacto de la S.D.N. Estable . 

la sede de esta entidad en Ginebra, el gobierno suizo dió un decreto re . cida 
· ·ó ál conociendo a los delegados permanentes una s1tuac1 n an oga a la del personal de las .. 

diplomáticas acreditadas en Berna (2 1 de agosto de 1922). misiones 
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siones por el cardenal de Richelieu, 1616-36; el coronel Hou­
se, por el presidente vV. Wilson, a vari~s países europeos, 191 ?-
18; Federico Puga Borne, por e~ gobierno de Clule a Peru, 
1923; Harry Hopkins, por el presidente F. D. Roosevelt, 1942-

45; . . . 1 . 
el) observadores. Asisten a conferencias mternac1ona es sm 

plenipotencia. Aunque a veces participan en los debates, no 
· ' ter oficial. Informan, pero no comprometen al es-t1enen carac . . . . , 

tado que los envía. Dommgo F. Sarnuento as1st10, en es.e .ca-
, 1 onQTeso de Lima 1864-65, por ·no haber r ecibido racter, a c o ' . ·d h ·1· 

d · 1 del <robierno ar<rentmo. Estados Um os a Utl 1-cre enc1a es o o 
zado muchas veces este procedimiento desde el congr~so de 

P ' 1826 11asta las reuniones de la S. D. N ., motivando anama, ' 
protestas de esta entidad, 1920-46; , 

e) agentes de gobiernos "de facto". Los agentes que es~os 
' para gestionar su reconocimiento u obtener ventaps envian . , . . 

comerciales o financieras, no tienen carácter ?1plomatico m 
gozan de i1?munidacles. Ej. Mason. y Slidell enviados a Europa 
por el gob1ern? de la Confederac1on durante:: la puerra de se­
cesión estadumdense, 1861-62; Eleodoro Villazon, a la Ar­
gentina, por el gobierno revolucionario boliviano, 192?;. 

f) agentes diplomáticos de )' ante estados ocupados militar­
mente. Situación ficticia mantenida por razones políticas.11 

Estados que han perdido su territorio por ocupación enemi~, 
organizan un gobierno en exilio en territorio ele un. país. am1-
<TO y envían y reciben a<Tentes diplomáticos. Las s1tuac10nes º º .d A , derivadas de los hechos de fuerza no son reconoci as en me-
r ica (8:;t conferencia interamericana, Lima, 1938, declaración 
XXVI, etc.), habiendo recomendado la 3~ rem~ión ~~ consul­
ta de cancilleres (Río de Janeiro, 1942) la contmuac1on de las 
relaciones diplomáticas de sus respectivos gobiernos con los de 
los países ocupados por Alemania. C~sos: Bélgica, 1914-18; 
Bélgica, Holanda, Noruega, Yugoeslavia, etc. 1939-45. 

4. Derecho de legación es la facultad ~ropia de los est~dos 

ersonas internacionales de acreditar (aspecto activo) y otras p . , · 12 
recibir (íd. pasivo) agentes d1plomaticos. . . 

Y A. Compete este derecho a aquellas personas 111ternac10na-

o QUINTANA - BoLLINI SHAW, Las personas, cit. (II, 3) . 
11 V. M OREN · 
12 V. íd., Id. (1, 2, B, a)· 
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les d~tadas de suficiente capacidad de accrnn: a) estados inde­
pendiente~; b) al~unos estado_s dependientes; c) algunas otras 
persoi:as ~nternacwnales . 1 3 Ciertos estados dependientes sólo 
han ejercido el aspecto pasivo del derecho de legación (T ' _ 
nez, 1881). u 

B. Se basa, en principio, en la reciprocidad. Acredítanse 
en~r_e uno Y. otro estado ~ persona internacional, agentes d-iplo­
maticos de igual categona. Pero hay excepciones der· l 

d 
. . . . , . ivanas ya 

e distinta organizacion interna,11 ya de diferencias d lº 
. ' ¡e d . . e re l -

g10n, ;) ya e situaciones económicas precarias.1G 

5. Llámase misión dip lomál ica al con]· un to de acto · f d . s y gcs-
u.~nes e ectua os por el. }efe de la coITespondiente represen ta-
c1on desde la presentac10n de sus credenciales hasta su · 
d f

. · · d 1 , , . , re tiro 
e ii:1tivo e_ pa1s. D ase tambien, por extensión, la designación 

aludida, al tiempo que transcurre entre ambos hechos s l 
arrollo: · u e es-

a) iniciación. Elegida la persona a quien el gobierno 
1 

. . , d b 
1 

encar-
ga a mlSlon, e e consu tarse al gobierno del estado d l 
d 

- , f . d . onc e 
es~m pe)nara sus un~10nes acerca e si ~s grata o no ( agreement 

o P acet . Caso negativo, la costumbre diplomática no exig 
nifestar el motivo de_ la oposición ~cit. conv., art. 89). Coi~~n~ 
forma del nombramiento es matena de legislación intern 
h r . . , . d , a, no 

ay ,1mitac10n m e numero, sexo o nacionalidad.17 No obstan-
te, solo se acostumbra nombrar, para la representación p 

1 
. f d .. , . erma-

nen_re, a
1

udn
1
so o Je ·e e mis10n; y~ s1 la persona designada fuese 

nac10na e estado ante cuyo gobierno desempeñará sus fu · , . 
1 

. d nc10-
nes, esta prevista, ya a n ega tiva e aceptación (cit. conv., artícu-

ia V. íd.,íd. (l , 2, D; II, 6, B) . 
14 Francia está representada, desde 1815, en Suiza , por un emba·ado . 

último país sólo acredita allí un ministro por ca recer de a<iuclla c;ite~~~ía J· )ero. ~stc 
En 1908, fué enviado a España para representar a la Argentin·i en 1 tp oma11ca. 
deJ casamiento ~el rey de Españ~, Alfor~s~ XIII , el doctor Roque Sá~~z cc;e~onias 
el rango de enviado extraorchnano y ministro plenipotenciario .. la á en~ con 
quía y representación diplomática que acuerdan las lc"es de Ía N ~- 5

., alta Jerar-
l '" S · . . . ' ac1on . 

u m za, pa1s p rotestante, no u ene reprcscu1ac16 11 ante la Sant·i s ¡ 
esta última man tiene un nuncio en Berna. ' ec e, aun cuando 

lO Algunos países de América Central solían acreditar cónsule 
carácter de encargados de negocios. Hoy, todavía, Honduras C s ge_ncralcs con 
di tan en Ja Argentina sino ministros plenipotenciarios aun ~1 ºf ta Rica no acre. 
acreditados en ellos embajadores. ' ' anc 

0 
este país tiene 

17 En la Argentina , los jefes de misión son designados por 1 p 1 . 
acuerdo del Senado (art. 83, ínc. 109, Const Nal ) el q e oc cr Ejecutivo con · · ' · ' uc no ne · · 
para casos de traslado (ley n9 12.951, arl. 39). Durante el . ceslta reiterarse 
pueden hacerse nombramientos en comisión. ' receso del Congreso, 
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lo 79), ya la posibilidad del no reconocimiento de los privilegios 
e inmunidades acostumbradas. Llegado a su sede, el jefe de 
misión entrega copia de sus cartas credenciales al ministro de 
Relaciones Exteriores, quien fija fecha para su presentación 
oficial al jefe del Estado. En los países monárquicos se renuevan 
las credenciales caso de fallecimiento o abdicación del monar­
ca. Y, de mismo, en todos los países, si hay cambio de la forma 
de gobierno o de la categoría diplomática de la representación; 

b) cumplimiento. Debe mantener el jefe de misión, en lo 
posible, la mayor cordialidad de relaciones entre el gobierno 
que lo envía y aquél ante el cual está acreditado. Funciones 
principales: a ') refJresentar, por la que lleva ante este gobier­
no la palabra de aquél; b') negociar, en cuya. virtud realiza 
verbalmente, por escrito, o de ambos modos, según convenga, 
las gestiones encomendadas, concierta tratados u otros actos in­
ternacionales, u obtiene determinadas ventajas; c') observar, 
q~e importa la i~1formación fidedigna y permanente a su go­
bierno sobre la s-ituación general del país donde se encuentra, 
estado de las cuestiones p endientes entre uno y otro gobierno, 
forma de cumplimiento de los tratados vigentes entre ambos, 
e tc.; d ') proteger a sus connacionales dentro de los límites au­
t~rizados por los tratados o la costumbre. Absoluta prescinden­
cia debe observar r especto de la política local. Caso contrnrio, 
se expone a la entrega ele sus pasaportes y a su retiro del país, 
con sus deplor ables resultados para la cordialidad de aquellas 

relaciones; y 
c) fin . Termina la misión diplomática por inhabilidad o re-

tiro por el gobierno de su titular , entrega de sus pasaportes 
cuando ha dejado de ser persona gra ta o sobreviene una ruptu­
ra de r elaciones entre ambos gobiernos, discontinuidad de las 
mismas por alteración de la forma de gobierno en cualquiera 
de los estados sujeto u objeto de la r epresentación, cambio de 
categoría de la misma, desaparición de cualquiera de aquéllos, 
o de su personalidad internacional, o de su capacidad de 
acción.1 8 

6. Los agentes diplomáticos gozan, en la sede de su repre­
sentación, de inmunidades y privilegios necesarios para el cum­
plimiento -independiente de sus funciones. Estos les asisten 

ia V. MORENO Qu1i-;T .\ NA - llOLl. INI St l.\W, Las f1erso11as, l.Íl. (Il, 3, c). 
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desde su reconocimiento, a raíz de la presentación de sus cre­
denciales (PRADIER FonÉRÉ, STRUPP ), hasta el cese de la mi­
sión. No obstante, suele reconocérseles, por cortesía, desde que 
llegan a la frontera del país donde son acreditados, hasta su 
retiro, en tiempo prudencial, del mismo.19 Suelen gozar, de 
mismo, por igual motivo, de la invi<;>labilidad de su persona y 
séquito, y de exenciones aduaneras en los países de tránsito. 
Mientras la inmunidad importa una exención respecto de de­
terminadas obligaciones, el privilegio es una prerrogativa otor­
gada en razón del cargo ejercido. 

A. Diversas teorías las fundamentan. La de la extratenito­
rialidad -que remonta a GRocro- considera, mediante una 
ficción, que el . agente diplomático, en ejercicio de sus funcio­
nes, se halla en el país que lo envía. Justamente criticada por 
FAUCHILLE y otros autores. La de la representación del sobe­
rano, que defendieron autores anglo-americanos, es consecuen­
cia de la situación de los jefes de estado en el extranjero.2º La 
de la convención tácita, expuesta por D'AIGUILLON (1772) y 
también sostenida por anglo-americanos, radica en el consen­
so implícito de los estados, que somete al agente diplomático 
a la jurisdicción del estado que lo acred-ita. Y la de la indepen­
dencia, formulada por SANTOS en 1758 21 y aceptada - con ra­
zón- por la mayoría de los autores contemporáneos (FAUCHIL­
LE, STRUPP, ÜRÚE, AccroLY, PonESTÁ CosTA, etc.), justif.ica 
aquellos privilegios e inmunidades en las necesidades propias 
de la representación diplomática.22 

B. Enumeración: 
a) inmunidad real (o franquicia de hotel). Protege la sede 

de la representación -residencia del jefe de misión y cancille­
ría- contra todo acto, allanamiento o penetración en la mis­
ma, de las autoridades administrativas, judiciales, policiales 0 
militares locales. Sólo pueden entrar en ella mediando permi­
so o a requisición de aquél. Hasta principios del siglo xvm, la 
amplitud de esta inmunidad cubría a todo el barrio de la re­
sidencia del diplomático extranjero. Los abusos cometidos pro: 

19 Tales inmunidades y privilegios no asisten nunca a l agente diplomático en su 
propio país. 

20 V. 11, 1, B y C. 
21 v. A. SANTOS, Tratado de derecho internacional público universal, Amsterdam, 

1758, pág. 66. . . . . . 
22 v. J. EyzACUlRRE, Privilegios d1plomdt1cos, Sgo. de Chile, 1932, pág. g y sig. 
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vacaron su actual restricción. Mediante el ejercic10 del dere­
cho de asilo, dicho jefe de misión puede a.mparar, e? la refe­
rida sede a los individuos acusados de delitos pohticos o co­
nexos con ellos. No corresponde el ejercicio de este derecho a 
favor de delincuentes comunes.23 

b) inmunidad de jurisdicción. Los diplomáticos extranjeras 
se hallan exentos, tanto en el orden civil como en el penal, 
ele la jurisdicción del estado donde están acreditados. Conti­
núan sometidos a la jurisdicción de su propio país. Deben ob­
servar, sin embargo, las leyes y reglamemaciones generales dic­
tadas por aquel estado. STRUPP y otros autores distinguen .~l 
respecto entre los actos oficíales del qiplomático (jure imperii) 
y los que realiza como persona privada (jure gestionis). Tal 
distinción es, en principio, inadmisible. Sólo proceden, en ca­
r ácter de excepciones : 19 renuncia del beneficiario; 29 accio­
nes reales sobre inmuebles; 39 gestión de intereses privados; 
49 condición de nacional del país ante el cual está acreditado 
(mediante la correspondiente reserva al acordarse el ~lacet); 2•4 

c) otras inmunidades y privilegios. Están exentos dichos di­
plomáticos, de todo impuesto personal y de los .aduaneros. 
Oblan, en cambio, impuestos territoriales y sucesonos, cas~ de 
ser titulares de los respectivos derechos. Su correspondencia .Y 
documentación son inviolables. Tienen el derecho de comum­
carse libremente con su gobierno por medio de correos diplo­
máticos y de utilizar claves telegráficas. Les está ta~:1bié~ re­
conocido -generalmente por tratado- el uso de va~ips dipl~­
máticas, que son inviolables, y no pagan tasas. No tienen obli­
gación de declarar como testigos, pero pueden hacerlo volun­
tariamente en su domicilio o mediante oficio. 

C. Tales inmunidades y privilegios se extiende~1 a: 
a) personal oficial. Funcionarios y empleados, designados por 

el gobierno, que asisten y eventualmente substituye~ al jefe 
de misión: ministros consejeros, consejeros, secretarios, agre­
gados civiles, militares, nava~es, aeronáuticos, comerciales, cul-
turales, obreros, etc., y cancilleres; . 

b) familiares. Hay consenso a su respecto. Ciertos autores 

{ o QUINTANA - BOLLINI SH.4.W, La potestad, etc., cit. (IV, 4, D, a). 
23 v. r. o~N. Qu1~TANA - BOLLINI SHAW, Metodología, cit. (IV, nota 13). Parecería 
2-l V. l\'IORf.NO ·t 10 inc. 39 de la ley 110 48 (que reglamenta el a_ctual 95 de_ la Consl. 

desprenderse del ar · '. In querido someter a los diplomáucos extran¡eros a la 
Na!.) que, en la Argent111a, se • 
jurisdicción local. 
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(PRADIER FooÉRÉ, STRUPP, Acc10LY, GENET, PooESTÁ CosTA) 
exigen sin embargo, que, para gozar de las aludidas inmunida­
des y privilegios, deben vivir bajo el mismo techo que el jefe 
de misión y hallarse bajo su dependencia económica. La juris­
prudencia de la C. S. J. lo admite para las personas de la fami­
lia del jefe de misión (t. 195, pág. 461); 

c) personal no oficial. Comprende empleados de cancillería, 
servicio doméstico, etc. Sus servicios, remunerados en forma 
privada -aún cuando se realizan en la sede diplomática- , los 
excluye, según bien opina FAUCHILLE, de toda inmunidad o 
privilegio. Otros autores, no obstante, opinan en contrario: 
VATTEL, GENET, etc. lo consideran amparado; PRADIER FooÉRÉ, 
L1szT, ÜPPENHEIM y STRUPP, de mismo, si sus miembros no 
son nacionales del país donde se ejerce la representación. Aque­
lla misma jurisprudencia lo admite para el servicio doméstico 
del jefe de misión, no así para el del personal oficial restante. 

7. Toda misión o gestión diplomática requiere un determi­
nado instrumental. 

A. Hay instrumen tos que, por ser inherentes a la misma 
lleva consigo el jefe de misión: cartas de retiro de su antecesor' 
cartas crede~c~ales o de gabinete, instrucci?n€s, claves y pasa~ 
porte. El rap1do contacto con las respectivas cancillerías h 
hecho perder mucho de la importancia que antes tenía el d t ~ 
lle de las referidas instrucciones. e ª 

B. La correspondencia que mantiene dicho jefe con su cro­
bierno tiene generalmente, para su mejor ordenación nu 0 

_ 

ración con_-elativa. Comprende notas simples, notas re~erva~=s 
que se refier~n a ~11: ~olo asunto,, y cartas confidenciales que 
tratan de vanos, d1v1d1das en cap1tulos. Estas últimas han co­
brado después de la última guerra, que perfeccionó los méto­
dos de desciframiento de claves telegráficas o inalámbricas 
gran i~portancia. Suelen ~er confiadas a correos diplomáticos'. 
~amb1en c?~prende los mformes que: .sobre _cuestiones polí­
ticas, econom1cas u otras, deben remmr periódicamente 1 
0 f d º º I OS Je es e mision. 

C. Análogo ordena~iento exige la correspondencia del d · _ 
plomático con el gobierno ante el cual está acreditado 

1 
. . . , · d 1 . , exte-

nonzac10n e~cr1taf. e das gest10nes que. realiza. Compren-
de notas escritas irma as, y notas denommadas verbal es que 

1 

~ : 1 

~J 
! 1 
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- aunque también escritas -no llevan firma sino una rúbrica 
y son menos formales. Tratándose de comunicaciones hechas 
por varios estados, utilízanse notas colectivas que suscriben sus 
representantes diplomáticos, o notas conjuntas de idéntico o 
parecido texto, que éstos elevan por separado. Para protocoli­
zar conversaciones efectuadas con anterioridad, acostúmbrase 
~mplear memorándums. Y, cuando se pretende el logro de ob­
Jetiv?s cuya no aceptación motivaría una guerra o ruptura de 
relac10nes, empléase el ultimátum. 

8. En 1826, 1856, 1905 y 1944 dictáronse leyes o decretos­
leyes sobre ~rganización del cuerpo diplomático argentino. Ac­
tualmente nge la ley N9 12.951, fecha 15 febr. 1947, denomi­
na.da del servicio exterior de la Nación, que refuQde en una 
misma carrera las diplomática, consular y administrativa (per­
son_al de cancillería). Los funcionarios deben desempeñarse, su­
cesivamente, por rotación en las tres ramas. Enumera esta ley 
las cat~g~rías usuales: 25 embajadores extraordinarios y pleni­
potencianos;26 enviados extraordinarios y ministros plenipo­
t~nciario~ d~ 1 ;;t clase; enviados extraordinarios y ministros ple­
mpotencianos de 2<;l clase; consejeros de 1 ;;t clase y cónsules 
generales de 1 ~ clase; consejeros de 2~ clase y cónsules generales 
de 2~ clase; secretarios de 1 ;;t clase y cónsules de 1 ;;t clase; secre­
tarios de 2<;l clase y cónsules de 2~ clase; sea-etarios de 3;;t clase 
y cónsules de 3;;t clase; agregados y vicecónsules. Dicha ley trata 
de los funcionarios del servicio exterior, de sus obligaciones, del 
estado diplomático, de la junta calificadora, de los traslados, de 
los sueldos, asignaciones y pasajes, de las licencias, de las medi­
das, disciplinarias y remoción, y de las disposiciones genérales. 
Fue reglamentada por decreto de 24 febr. 1948. 

25 V. 2. B y C. 
26 El art: 86 ~le la Const. Nal. de 1853 no mencionaba, al atribuir, en su inc. 10\l, 

?! Poder Ejecuuvo la designación de los agentes d iplom;hicos, la categorla ele emba­
J3dor. Tampoco lo hacia la ley n \l 4711 , sobre organización cliplorm\tica, dictada en 
190_5. Al elevarse, empero, en 1914, por razones ele reciprocidad, n uestra represen­
ta~1ón en Esta~los Unidos a la ca tegoría ele embajada , realizóse en la Cámara de 
Diputados un mt.cresante debate en el que el diputado L uis María Drago sostuvo 
qu~ la e~mnerac1611 hecha en dicho artícu lo era taxativa, excluyendo otras j erar­
qmas, m_r~ntras que el ministro José Luis Murature y el m iembro informante, d ipu­
tado Em!lro _Frer~ afi rmaron q ue el término m inistro ple11ipotenciario utilizado por 
la Con~utu.c16n m~portaba una designación genérica que no excluía a la primera 
categon~ cl1plo~1áuca . (y. particularmente, al respecto, J. L. SUÁREZ, L as embajadas 
en la d iplomacia argent111a, lluenos Aires, 19 18) . V. nota (12) in fine . 
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V. CóNSULES. - l. Concepto. - 2. Clasiíicación. - 3. Funciones. - 4. Prerrogativas. -
5. Convenciones y capitulaciones. 

T RATADOS GENERALES. -.Fau~hille, 1 (3:;i. p.), 109; Liszt, 185; Ulloa, II, 87; Strupp, 
I, 227; Orúe, 328; Anz1lott1, I, 240; Acc10ly II 381· Diena 374· o h · ¡ 741 
P. Costa, 170; Hyde, II, 1312; Scelle, 549. 

, , ' , , ppcn e1m, , ; 

TRATADOS MONOGRÁFICOS. - M. Maluquer y Salvador D h l - ¡go7·, . . ' cree o consu ar espa11ol, 
R . Monnet, M anuel d1jJlomat1que et consulaire p · 1910· · 

. . . ' an s, , J. P11laud, Ma1111el de 
drort consula1re, Pans, 1910; J. T . Mera Cónsules y ¡ d . 

. . . • consu a os, Madnd, 1910· Con-
tuzz1, D1rstto consularc, l 9ll; Porres, Le co11sul dev t l d · . . ' 

. . . . . . an e ro1t mtcrnatw11al, Ilor· 
deaux, 1921, A. M. Cand1ot1, Historia de la irut't 'ó 

• 1 11c1 11 consu lar, Madrid 1925; 
Puente, The fore1gn co11sul, 1926· Stewan Cons l pr· .

1 
9 ' ' u ar ivr eges and immunitics New 

York, 19-6; Torroba, Derecho consular, Madrid, 1927· A . .. ' . 
cipes et la pratique des scrvices consulaires R D C ' · J. de Heyk rng, Les prm­
la pratique diplomatiques et consulaires R 'n C. · 1

9
., 1930; G. Stuart, Le d roit et 

' . . .. 34. 

l. Agentes oficiales sin carácter re r . 
do destaca en ciudades y puertos ext es_entativo 1 ~ue el Esta­
empeñan una misión económi _ d ~ª:1Jero~, los consules des-

. , co a m1mstrat1va. 
A. En su evoluc1on, la institución co _ _ . . 

caracteres. Funcionarios encargad d nsular senala d1stmtos 
ros existieron en la India, Egipto 

0~ e proteger a los extran je­
denomináronse patronos, y los eJt r~cia ( proxenes ). En Roma, 
A principios de la Edad Media , rtanJ~rlo~ les debían sumisión. 

1 ' es os u timo en as costas de Levante, por eón l s eran amparados, 
. 1 , . su es que en t d , comercia es y mant1mos. Hasta c . en ian en asuntos 

. om1enzos de 1 Ed el marmos y mercaderes designaba 
1 

a • a Moderna, 
. 1 . n anua ment c1ona es -en virtud de la person 1. d d e entre sus conna-

electi para ejercer jurisdicción ª 
1 

ª . de las leyes-, consules 
Durante las cruzadas, estos fun/ome~clal en el Mediterráneo. 

. . ionarros se d. menor, ongmando el régimen d 1 . exten ieron al Asia 
bién el sistema al mar del Non e asl capn.ulaciones. Llerró tam­
ción de aldermans, conservado e Y ª Balt1co bajo la de;omina-
1 Ed d M d res) Pretor 
a a o erna, los consule . . es) seneschales etc En 

d 1 E d 1 
s mzssi fun · . ) · 

e sta o, reemp azan a aquéll L' c1onanos permanentes 
ye, empero, su función política ocs. 

1
ª paz de Westfalia disminn-

. ' d · 1 á · 011 a ere · ' ClOn 1p om t1ca p.e,rmanente (1648 2 ac10~ de la representa-
Jegados a una func1on comercial É ). Los consules quedan re­

. sta asume . 
i v. 1v, l , n. ' sin embargo, gran 
:! V. lV, J, A , in fine. 
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importancia, a mediados del siglo XIX, con la internacionaliza­
ción de las relaciones económicas. 

B. La doctrina discrepa acerca del carácter de los cónsules. 
G. F. DE MARTENS y PINHEIRO FERREIRA les asignan carácter di­
plomático y, por ende, representativo; L1szT, STRUPP, ÜRÚE, 
AccroLY, DIENA, ÜPPENHEIM y HYDE - cuya opinión es la más 
correcta y generalizada-, se lo niegan.s De cualquier modo, son 
funcionarios públicos subordinados al jefe de la misión diplo- . 
mática. 

C. Cada estado establece, por su legislación interna, la forma · 
de su nombramiento. En Estados Unidos, los designa el presi­
dente con acuerdo del Senado (Const. estadunidense, art. 29, 
secc. 2~); en la Argentina, lo hace por sí solo (Const. Nal. 
art. 83, inc. 109). La patente consular) instrumento suscripto por 
el jefe de estado, indica la designación, categoría y jurisdicción 
del cónsul. Éste la presenta al gobierno del país donde ejercerá 
sus funciones. Mediando conformidad, dicho gobierno le conce­
de el exequátur, documento de reconocimiento oficial. Desde ese 
momento, el cónsul comienza a ejercer sus funciones. Éstas ter­
minan por muerte o incapacidad del titular, renuncia, destitu­
ción, guerra o cambio de categoría del consulado.4 El gobierno 
del país donde las ejerce puede solicitar el retiro del cónsul o 
cancelar, cuando quiera, el reconocimiento otorgado. 5 

2. Clasificación. Por su: 
a) origen. Hay cónsules de carrera (los antiguos consules 

missi), que son generalmente miembros del servicio exterior 6 

exclusivamente supeditados al desempeño de su cargo y legal­
mente inhibidos del ejercicio de toda profesión o comercio; 
y cónsules honorarios (antiguos consules electi), muchas ve-

3 El carácter diplomático les fué negado a los cónsules de Francia Il:mLista W'ashing­
ton de Mancleville por J. M. Díaz Vélcz, minis tro de R. E. de G. Brown (16 de 
abril de 1829) y Aimé Roger por F. Arana, ministro de R. E. de J. :M. de Rosas 
(13 de marzo de 1838). 

4 Los cónsules cesan -según Jos arts. 11 y 12 de Ja convención sobre agentes con­
Strlares- por fa llecimiento, jubilación o cancelación del exeqwilllr (6'1- conferencia 
interamericana, La Habana, 1928). 

5 Excepción a esta regla, los arts. 279 del tratado de Versailles, 231 del de Saint 
Germain, 159 del ele Neu illy y 214 del ele Trianón, negaron a los estados vencidos 
-Alemania, Austria , Bulgaria y Hungría- el derecho de desaprobar los nombra· 
micntos de cónsules hechos por Jos países aliados. 

6 v. Ley argentina 11\> J2.95 l , arts. 29 y 39. 

Revista del Instituto de Derecho Internacional, Año II Nº 7- 8, 
 Buenos Aires, mayo, junio, julio agosto de 1949. 

Bibl
iot

ec
a d

el 
Gioj

a. 
UBA 

us
o a

ca
dé

mico
 



~ . . ~ ,;' 

- ·----- .... --

-180-

ces designados entre los comerciantes del país en que actúan, 
ruya compensación es parte de la renta de su consulado;7 

b) jerarquía. Aunque el congreso de Viena no los conside­
r~, es costumbre clasificarlos en cónsules generales, cónsules, 
vicecónsules y agentes consulares.ª Esta diferencia de jerar­
quía~ ,carece de alcan~e jurídico respecto del desempeño de la 
func10n, pero subordma a sus funcionarios al cónsul general. 
De é~tos~ sólo aquellos designados para atender un determina­
do distrito llenan la función consular. Los demás - cónsules 
auxiliares, vicecónsules, cancilleres, empleados administrativos, 
etc.- colaboran con el cónsul encargado de la respectiva ofici­
na Y l.o r~~mplaza_n .en c~so de ausencia o impedimento. En la 
orgamzac1on .admimstrat1va de la mayoría de los países - como 
ei: la A:~entma-, ha sido refundida la carrera consular con la 
d iplomatica. 9 

3. Fa.l tos. de carácter representativo, los cónsules no ejer­
cen atnbuc1ones políticas Les compete las · · t . · sigm en es: 

a) comercio, navegación sanidad Funci"o' · · l ' ·ma 
d 1 , 1 ' · n prmc1pa is-1 

e os consu es -verdaderos agentes com · 1 d 's 
en el extranjero- es el fomento del erci~ es I e su. pa1 

1 'f. , . comercio. nterv1enen en e tra ico mant1mo velando por 
1 buques de su ba d 1 fr . . que se acuerden a os 

n era as anquicias c d . 
tatando los nacimiento d f . orrespon 1entes, cons-
mando parte en la coms y e unciones ocurridos a bordo, to-

praventa de buq b · 
de bandera, etc. Cuidan de la a 1. . , ues Y en su cam 10 
ras y tratados de comercio 1 1~ icacion de las leyes aduane-

d , ' ega izan los ma · f d _ y emas documentos del b . ni 1estos e caiga 
rinos desertores, y -a falt~~:e, 0~;stionan. la captura de ma­
ten tes de sanidad 0 las visa . ª ~u~o:1dad- expiden pa­
gobierno sobre el estado sa 

11
.'t si~ pdequicio de informar a su 

b) . . ni ano e su distrit · 
actos administrativos L r o, 

por las autoridades locales. e~~ IZan d?~umentos expedidos 
residencia, intervienen e ' expi. en certificados de vida 0 de 

1 · · . n cuestiones de · . , . a as instituciones nacion l . migrac1on y vigilan ª es constituíd gan pasaportes a sus nacio 1 . as en su distrito . Otor-
. . na es Y visan los de los extranjeros. 

7 S11pnm1dos por Ja ley . 
8 Esta clasificación se ref~;ee:tma nQ 12.951, art. 82. 

consulados, munidos de 1 aquellos funcionari 
9 v. IV, s. ª respectiva patente y of' -º~ que se hallan al frente de 

ic1a mente reconocidos. 

~ 
1 
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Inscriben en el registro o matrícula a sus connacionales, les 
expiden las constancias respectivas y proceden - en su caso­
ª su enrolamiento. Cobran, por estos actos, los derechos que 
establece el arancel, llevan la contabilidad de los valores per­
cibidos, y rinden cuentas periódicamente; 

c) actos notariales. Pueden extender -con igual validez co­
si lo hicieran en un registro de su propio país- escrituras de 
contratos civiles y comerciales, mandatos, testamentos, pro­
testos, etc. De mismo, legalizar escrituras extendidas por es­
cribanos del lugar de su residencia; 

d) asistencia a sus connacionales. Vigilan por que sus con­
nacionales gocen de los derechos acordados por convención, 
costumbre internacional o leyes del lugar. Caso de transgre­
sión, informan, a sus efectos, al jefe de la misión diplomáti­
ca;10 y 

e) información. Deben informar a su gobierno periódica 
o circunstancialmente acerca del cumplimiento de sus fun­
ciones. Y, asimismo, respecto de toda nueva disposición en la 
materia adoptada en el país de la residencia, procurando ce­
ñirse a su función específica y no invadir, salvo casos excep­
cionales, el campo político. 

5. Los cónsules no gozan de las -inmunidades y privilegios 
de los diplomáticos.11 Ciertas prerrogativas y franqu icias les 
son reconocidas, en cambio, por tratados, motivos de recipro­
cidad o legislación interna de cada estado. 

Suelen tener mayor alcance tratándose de cónsules de ca­
rrera que de cónsules honorarios. Tales: 

a) exención de jurisdicción. Sólo gozan de inviolabilidad, 
su persona y el archivo de su oficina. No están sometidos a la 
jurisdicción local por los actos realizados en carácter oficial 
dentro de los límites de su competencia, pero sí por los demás, 
tanto en materia civil como penal.1'2 Carecen de toda facul­
tad para conceder el asilo; 

b) exención impositiva. Generalmente por reciprocidad, go-
zan de la exención de ciertos impuestos como los de aduana 

10 V. IV, 5, b), d') . 
11 V. IV, 6. 
12 V. cit. convención ans. 16 y I 7. El art. 95 de la Constitución argentina 

dispone q ue Ja ~~ne Suprema de Justicia y los u:ibunales inferiores de l~ Nación 
conocerán y dec1d1rán de todas las causas concernientes a cónsules extran1eros. La 
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para los efectos oficiales y los particulares destinados a su 
primera instalación.13 

6. La institución consular está en parte regida por la cos­
tumbre internacional, y en parte por convenciones especia­
les; D~s?e la Edad Moderna. hasta principios del siglo actual, 
fue utilizado, por las potencias europeas, el sistema de las ca­
pitulaciones respecto de los países no cristianos. En la actua­
lidad rige, entre estados independientes, el de las convencio­
nes consulares. 

.A .. Las capit1llaciones ~onsulares constituyen una de las res­
tncc10nes al derecho de mdependencia de los estados.14 

B. Llámanse convenciones consulares los acuerdos entre es­
tados que f~cult.an para la design.ación de cónsules y determi­
na~ su~ atnbuc10nes y prerrogativas. Ningún estado tiene la 
obligación de .recibir cónsules de los demás estados 

0 
de un 

e~tado determmado. Puede igualmente negar su admisión en 
c~ertas part~s de su territorio. Japón fijó, en 1856, la residen­
cia .de los ~onsules extranjeros en Yedo. Son competentes para 
designar consules los estados en la mediºd d ·d d 
d · ' Cl , a e su capac1 a 

e acc10n.. ausulas usuales: designación de cónsules salvo 
en determmados lugares, facultad de recabar el exequátur el 
~erech? d~ los diplomáticos y cónsules generales para n~m­

rlar v1ce~~nsules y agentes consulares, facultad de los cón-
su es auxiliares y otros de 1 . 
d · d. reemp azar a sus supenores en caso 

e .1~pe imento, .derecho de colocar escudo y bandera invio-
Ia?il~dad d~l arcluvo, exención del servicio militar y d~ carO'aS 
P.ubhcas, d1fc;renciación entre cónsules de carrera y hono~a­
nos por razon ele prerrogativas, exención de la obligación 
de comparecer como testigos, etc.1s 
Cone ejerce, en tales casos segl'.m el 

96 
. . . . 

Por su parte, el art. lQ 1' 1 1 art. • JUnsd1cción originaria y exclusiva. 
6eCCión conocerán de 1 e e ª ey nQ 48 establece que los jueces nacionales de 
vicecónsul extranjero ~ quf versen sobre negocios particulares de un cónsul o 
constitucionaÍidad de· dic~a ~:staC~te 

1 
i: c?ntradicción, la Corte ha declarado la 

13 Por decretos de 9 febr r92 . ' pag. 401). 
tal exención en la Ai· t" · 6 (art. 43) Y 22 oct. 1938 (art. 2Q), se concede 

' gen ma a los cónsul t · · · nales del pals que lo 1 d ! es ex ran1eros siempre que sean nac10· 
14 V M s 1a es1gnado. 

15 L~ ~:;~~li~UJ~TrA:A ; . BOt.LINI S11A~, La potestad etc., cit. (1, 3, b), b'). 
1857, (S); España, 1878 n(~~ª· ha. suscrno co~vencion~s consulares con : España, 
sión ab-intestato de ~iprocidad de la mtervenc1ón de cónsules en la suce· 
Ecuador 1901 · Tur u~~s nacionales) ; Perú, 1874; Paraguay 1877; Portugal, 1878; 
de funci~nari~s coniu1a;e;910 . (R); Países Bajos, 1925; Países Bajos, 1938 (Admisión 
De mismo, la convención :~~:;ni~o~ en l~s I nd ias Holandesas, Surinam y Curac¡ao) . 

ci a a so re agentes consulares (La Habana, 1928) · 

~1 

VI. REPRESENTA NTES T.Ei\'f PORARIOS. - l. Noción. - 2. Representantes no 
diplomáticos. 

TRATADOS GENERAL.ES. - Strupp. 1, 242; Orúe, 338; Accioly, II, 255; Oppenheim, I, 
758; H yde, 1, 819. 

TRATADOS MONOCRAF1cos. - Robi n, Des occupations militaires en dehors des occu­
pations de guerre, 1913. 

1. Ciertos representantes del Estado sólo revisten, ya en 
virtud del alcance, ya de la especialidad de su misión, carácter 
temporario. De éstos, algunos tienen estado diplomático y 
otros no.1 

2. Los representantes temporarios no diplomáticos pue­
den gozar o no de privilegios e inmunidades. Depende de su 
carácter.2 

A. Gozan de privilegios e inmunidades, en tanto que ór­
ganos del poder público representantes del Estado: 

a) tropas en territorio extranjero. Dos casos: 
a') con consentimiento del estado que las recibe. Tienen 

inmunidad ele jurisdicción penal mientras constituyan un cuer­
po organizado y conserven su disciplina. Impera su propia au­
toridad militar. El delito debe cometerse en el mismo campa­
mento militar.3 Dicha inmunidad les permite otorgar asilo 
político.4 Carecen de inmunidad en materia civil. Los indivi­
duos aislados no gozan de. privilegios, pero sus faltas disciplina­
rias o de carácter puramente militar son juzgadas por sus 
propias autoridades. En la Argentina, es atribución del Con­
greso permitir la introdticción de tropas extranjeras en el te­
rritorio de la Nación, de mismo que la sal.ida de tropas na­
cionales fuera de él. Cuando se trate de razones de cortesía 
internacional, bastará la autorización del Poder Ejecutivo.5 

1 v: 1, 2, A, cuadro 2, b) . 
!l V. I, 2, A, cuadro 2, l>) , b') . 
3 Tratado -no ratificado- sobre derecho penal in ternacional, Mon tevideo, 1940, 

art. 7Q. 
4. Convención de La Habana, 1928, art. IQ; Id. Montevideo, 1933, art. IQ; tratado 

110ure asilo y refugio político, Montevideo, 1939, art. 2Q. 
I> V. Const. Na l., art. 68, inc. 24. 
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En ambos casos, corresponde al ministerio de Relaciones Ex­
teriores intervenir en la materia;s 

b') sin consentimiento del estado que las recibe. Tratándo­
se -de no mediar tratado sobre el particular- de un acto de 
int~rve:ición,7 no gozan .de ~nmunidades. HYDE -seguramen­
te i~spirad~ por l~ .expenei:c1a d.e su propio país en la zona de 
su mfluenc1a pohuca- opma, sm razón, en contrario; 

b) buques de guerra. Gozan de inmunidades y sus coman­
dantes conceden derecho de asilo;ª 

c) aeronaves militares. Misma situación.9 
B. No goz~n de p~ivileg~o? e inm_unidades los representan­

tes te:111pora~10s no. d1pl~mat1cos designados para misiones de 
estud1<?, gest10nes fmanc1eras, c?misariatos en exposiciones in­
ter?~c10nales, etc. Suele 7oncederseles a título gracioso, ciertas 
fac~l~dades. En la Argentma, el decreto reglamentario de fran­
qmcias aduan~ras favorece con la correspondiente al aquipaje 
y efectos destmados al uso y consumo de los comisionados 

0 
representantes de gobiernos extranjeros en misión oficial (22 
oct. 1938). 

VII. CONGRESOS, CONFERENCIAS Y OTRAS REUNIONES. - 1. Concepto._ 
2. Realización. 

TRATADOS ~ENERALES. - Fauchi.lle, I (3\1 p .) 231; Ulloa, II, 289; Orúe, 348; Accioly, 
II, 375; D1ena, 408; Oppenhe1m, 1, 784; P. Costa, 176. 

TRATADOS MONOGRÁFICOS. - Gilady Gruber, Internationale Staatenkongresse und Kon­
(~renze, 1919; Doré, C~ngrés i~ternationaux, París, 1923; L. S. Dunn, The prac­
tice and procedure of mternat1onal conference~, Baltimore, 1929; M. Sibert, Quel­
ques aspects de l'organization et de la teclm1que des conférences internationales 
R.D.C., 1934. ' 

1. Los congresos y confer.encias internacionales son reunio­
nes de representantes de vanos estados para deliberar y ac d 

. b . d . , or ar soluciones so re cuest10nes e mteres común. 
A. Solíase denominar congresos a aquellas reuniones inter­

nacionales en que tomaban parte jefes de estado, 0 interve-

6 Ley ni> 13.529 sobre competencia de los ministerios, art. 13 inc 10 
7 V. MORENO QurNTANA - IlOLLINI SHAW, La potestad etc., cit.' (II · l ) · 
8 v. MORENO QUINTANA - IlOLLINI SHAW, La !Javegación, cit. (II 3 n' ) . . 
9 V. íd., íd. (IV, 3, a); íd. 4). ' ' ' a • id . 4). 
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nían únicamente representantes de grandes potencias o tratá­
banse asuntos políticos. Y conferencias a las integradas por re­
presentantes de aquéllos, o en que ~ntervenían represent~i:tes 
de pequeñas potencias o en que tratabanse asuntos 1:º poht1cos 
(económicos, financieros, jurídicos, etc). Hoy cons1dérase am­
bas expresiones como sinónimas. ErucE distingue entre asam­
bleas con carácter oficial compuestas por delegados de los go­
biernos y susceptibles de concertación de tratados u otros acuer­
dos, y asambleas oficiosas y particulares de carácter gene.ral­
mente técnico, con intervención de representantes de entida­
des privadas y en las que pueden adoptarse determinadas con­
clusiones, pero no celebrarse tratados.1 

B. Tales congresos y conferencias - como bien opinan ~NZI­
LOTII y STRUPP- no son órganos legislativos de la comumdad 
internacional.2 Sus resultados no emanan de una nueva perso­
na internacional. Trátase de acuerdos de los representantes 
autorizados de los estados sometidos al proceso de creación de 
normas internacionales.3 No existen reglas acerca de qué ~sta­
dos deben participar en dichas reuniones. Depende de los mte­
reses en debate. Basta que aquéllos hayan sido reconocidos. 

C. Normas predominantes: 
a) isonomía. En virtud de este principio -igualdad j~rídica 

de los estados-, cada estado, sea cual fuere su importancia o el 
número de sus delegados, sólo tiene un voto; 4 

b) unanimidad. Según esta regla, las resoluci~n~s, para ser 
valederas, deben adoptarse - salvo las de proced1m1~nto- por 
el voto de todos los estados representados.5 La mayona no. pue­
de imponerse a la minoría. Ningún estado puede verse obligado 
internacionalmente contra su voluntad.6 

D. Los congresos, conferencias u otras asamble~s internac~o­
nales, se reúnen ya circunstancialmente, con motivo .de ~lgu? 
acontecimiento trascendental, como lo demuestra la h1stona d~­
plomática (congreso de Westfalia, 1648; Viena, 1815; Panam,a, 
1826; París, 1856; Berlín, 1885; La Haya, 1899-1907; Pans, 

J H E RICE Normas de diplomacia ¡• de derecho diplomdtico, Madrid, 1 V. . . DE , 

1945, t. II, pág. 128-. . á 248 
2 ANZILOTTI, op. Cit., pág. 266, Srnurr, íd., t. I , p ~· . . in 
3 V MORENO QUI NTANA - IlOLLINI SHAW, Metodologia, Cll. (I, 2, n, a)' fin e) . 
4 v: íd., íd . (I, 2, B, a), in /ímine). 
5 V. íd., íd. (I, 2, C, b) · . . 
G V. íd., íd. (I, 2, B , a), in medmm). 
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1919; México, 1945; San Francisco 1945· etc) ya p ·'d. , , . , eno lca-
~ente, formando parte de un sistema (conferencias interame­
ricanas, 1889-194~ ; asambleas de la S. D. N. y de la U. N., 
1920-46-49; reuniones de consulta de cancillere · 
1939-42; etc.). s americanos, 

2. La realización de una conferencia internac1·0 1 , . 
t d · d . . , na esta SUJe-
a a una ete:mma a orgamz~c1on técnica, que suele simplifi-

carse en reuniones de menor importancia 0 d · · 
d · A '11 e urgencia mme-

iat)a. que a c?mpre~~e. -~egún ERICE- cuatro fases: 
a convocatoria. Su inic1at1va puede pro d d 

d f ce er e uno o más 
esta os que, en arma generalmente confid · 1 h · 

1 enc1a , an dispues 
to os asuntos a tratar. La invitación formal · · -
sada por el gobierno del estado en cuyo te ~s c~s1 siempre cur­
conferencia, y está acompañada por un prorntorio. se celebra la 
aquélla. Dicha invitación es generalment grama m tegrante de 

· · , · e aceptada dada su negociac.10n previa; ' 
b) preparatoria. Cambio de opiniones e f 

entre los estados invitados, para uniforma~ p~m:s~~ r:servada, 
ca del programa. Los organismos técnicos de la . vis~a acer­
paran, al propio tiempo, la actuación de las r s canc~llenas pre-
. E 1 b espect1vas deleg 

c10nes. stas a ores suelen, asimismo, desarrollarse , a-
mente y aún antes que la faz anterior Un coetanea-. a vez cu l"d 
o~g~nízanse dichas delegaciones a base de delegados 1 n:P 1 as, 
Cianos que pueden ser o no diplomáticos nómb P enipoten· 
.d . , , ranse a sus pr 

s1 entes e mtegranse con el personal necesario d . e-, . . e conse1eros o 
asesores tecn1cos, secretarios agregados etc E . . ' , · n una o más s 
s10nes preparatorias de la conferencia se verifica 1 1 . e-

. d 1 d 1 d ' n as P en1po-tencias e os e ega os y se nombra al ·presidente d · . , 
1 

, es1gnac1on 
que genera mente recae en la persona del minist d 1 . . d 1 , . . ro e re ac10-
nes exteriores- e pa1s mv1tante o en la de su prin · 1 d 1 
d 7 A 'b b" , 1 . c1pa e ega-o. prue ase, tam ien, en a referida sesión el 1 
a observarse en la conferencia; ' reg amento 

c) deliberativa. Ésta comienza con la primera ses1·0• 1 . 
· 1 1 · n P enana o maugura , en a que el presidente da la bienven·d ' 

d . 1 d 1 · 1 a, en un iscurso, a as e egac10nes presentes. Lo contesta e b 
d d 11 d 

, n nom re 
e to as e as, uno e sus delegados. La labor de fond . o es reah-
7 A. instancias de la U.R.S.S., esta regla no fué aplicada en la co . 

Francisco (1945), designándose, en cambio, en forma con·u t n fe:encia de San 
co n.ferencia, a los jefes de las delegaciones de los cuatro Jgr~n~ presi~entes de la 
Unidos, Gran Bretaiia y U.R.S.S. es, Chma, Estados 
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zada, en las distintas comisiones o comités de estudio que se 
designan según las diversas clases de asuntos a debatirse. Cada 
país puede tener en ellas, uno o más r epresentantes. Agotado 
el debate, los respectivos proyectos de solución son somet·idos a 
la decisión de la sesión plenaria de clausura. Los debates y deci­
siones de los comités y sesiones plenarias constan en las actas 
pertinentes cuyo conjunto forma el protocolo de la conferen­
cia; y 

d) resolutiva. Se consigna, en un acta final, los resultados de 
la conferencia. Ésta contiene, igualmente, los tratados o con­
venciones, resoluciones, recomendaciones, votos, etc. Dicha acta 
es firmada por los representantes autorizados de las delegacio­
nes participantes en la conferencia que le presten su acuerdo. 
Aquellas no conformes con cualquiera de las decisiones adopta­
das, se abstienen de firmar el correspondiente instrumento o lo 
firman con las reservas del caso. Sea como fuere, los tratados o 
convenciones incluídos en el acta final sólo son obligatorios 
para las partes después de hecho el depós-ito de las respectivas 
ratificaciones. Los demás instrumentos - resoluciones, r ecomen­
daciones o votos- sólo traducen expresiones de deseos y carecen 
de obligatoriedad.ª Todo estado participante tiene el derecho 
de retirar su delegación cuando lo estime oportuno. 

VIII. óRGANOS INTERNACIONALES. - 1. eNaturalcza jurídica. - 2. Derecho ad­

ministrativo internacional. - 3. Uniones administra tivas. - 4. Comisiones de admi­
nistración. 

TRATADOS GENERALES. - Fa uchille, 1 (3~ p .) . 453; Liszt, 200; Strupp. I, 246; Orúe. 339; 
.372; Anziloui, 1, 25 1; Ulloa, I, 269; II, 275; Diena , 355; P . Costa, 278. 

·TRATADOS MONOCRÁFIOOS. - R . Fedozzi, Il Diritto Amministrativo lnternaziona/e, Pe­
ruggia, 1901; Toll, lutem atio11a/ Bureaux , 1910; P . Reinsh, Public lntemational 
U11io11s, Iloston, 1911; Gallart, Derecho Internacional Administrativo, Barcelona, 1917; 
Kaufmann, L es U11ions intem atio11ales de nature économique, R. D. C., 1923; Gas­
có n, L es tra11sfo rmatio11s d ti D roit Admi11ist ratif foternational, R. D. C., 19!10; N. L. 
Hill, I nternational Administratio11, New York, 1931 ; A. Rapisardi Mirabelli, Il 
Dfritto Internazionale Amministrativo, Padova, 1939; P . Negulesco, Principes du 

s v . nota 3. En ciertos casos de importancia, aun cuando no se h ubieren suscrito 
tratados 0 convenciones, h:lnse ra tificado actas finales de conferencias internacionales. 
T 1 Ja de Ja Conferencia Interamericana sobre Problemas de la Guerra y de la 

}' ª ' (~ ·léxico 1945) cuva resolución VIII fué denominada ll eta de Clwf>ultepec (V). 
az IV • • I blº . 

Siendo así, todos sus instrumentos integrantes son o 1ga tonos . 

• 
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Droit lnternational Administratif, R. D. C., 1935; M. Dendias, Les principaux serui­
ces internat ionaux administratifs, R. D. C., 1938. 

1. Los órganos internacionales son aquellos creados en for­
ma colectiva por varios estados para la regulación y tutela de 
intereses comunes.1 

A. Requieren -condición de existencia- capacidad jurídica 
intern~~ional 9ue los responsabil~za por sus actos. Su capacidad 
de acc10n, derivada de su respectivo tratado de creación es _ 
neralmente' muy restringida. ' ge 

B. Son órganos internacionales aquellas personas su 'et s d 1 
d h .. l . , JO e 

erec o 1nternac10na, ya menc10nadas, que respondan d. h 
d f · · · ' S D N ( · . a ic a e mic10n: . . . extmguida), U. N., O. E. A. tr'b 1 
d b . · d · · · · , I una es 

e ar itra1e y e JUSticia, umones administrativas com.
1
· · d 

d · · · , 2 ' s10nes e a m1n1strac10n. 

C. No son órganos internacionales los congresos y f 
· d , . con eren-Cias, mera suma e .organos nacionales de los respect' 

d 3 ivos esta-os. 

2. R ama del derecho internacional, el derecho d · · . . . 1 d 1 a m1ms-trat.1vo internac10na , esenvue ve una teoría de la ad · · 
· ' · · 1 1 · mmistra-c10n mternac10na, regu a intereses comunes de la vid · 
· 1 1 · . a interna-ciona y crea os orgamsmos necesarios mediante los d 

. ' acuer os pertmentes.4 

A. N aci.ó a mediados del, siglo XIX como consecue · d 1 
d 11 d . . . , . . nc1a e 

esarro o e Ciertos serv1c10s pubhcos mternacionales F , 
'd 1 , · d · · ue re-conoCI o por e reg1men e mterdependencia y coope · , 

· 1 · racion 
internac10na es previsto por el preámbulo y los arts. 23, 24 y 2S 
del Pacto _de la S. D. N ., así _co~? po_r la parte XIII del tratado 
de Versa1lles sobre orgamzac1on mternacional del trab · · 
(1919). Todas las oficinas internacionales establecidas con ªJ~ 

· 'd d d 1 · an tenon a por trata os co ect1vos quedarían - según el f _ 
'd 24 1 · · re e n o art. - , con e asent1m1ento de las partes, bajo la autori-

dad de la S. D. N. A su vez, la Carta de la U. N. autor· 
63 1 C . E , . iza, en 

su art. , a onse30 conom1co y Social, a concertar a d 
1 · d 1 · cuer os con cua esqmera e os orgamsmos especializados para · 

lar los con la entidad (1945). vmcu-

1 V. I, 2, B. 
2 v. MORENO QUINTANA. BOLLINI SHAW, Las personas, cit. (I , 3, e)' 1)' m) 
3 V. VII, I. y n). 
~ V. MORENO QUINTANA· BOLLINI 5HAW, Metodología, cit. (l, 1, C, e)• 
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3. Las uniones administrativas internacionales son asocia­
ciones creadas por tratado entre estados u otras personas in­
ternacionales para satisfacer intereses internacionales comunes 
de carácter administrativo. 

A. Características: 
a) tienen personalidad internacional; . . . . 
b) los tratados de creación están, en prmcip10, abiertos, a la 

accesión - general o particular- de terceros _estados; 
c) se financian con los aportes de sus miembros, -~eneral­

mente por unidades proporcionadas - como en la U nLOn Pos­
tal U ni versal-, según su importancia, en base a la suma menor 
pagada por un estado. . 

B. Cada una de las uniones cuenta con un orgamsmo repre· 
sentativo integrado por los órganos pertii:entes : . 

a) órgano permanente, oficina internac10nal_ o cons:J? de 
administración. Desempeña una función ejecut1vo-admm1stra­
tiva. Estudia las cuestiones atinentes a la unión, compila datos 
y estadísticas, conserva archivo y prepara la_s, c~mferencias; 

b) conferencia o asamblea. Se reúne penod1cament~ para 
adaptar la reglamentación de la unión a n':evas nece~idades, 
ampliar sus funciones y resolver cuanto atana a la. misma. 

C. Las principales: Unión Telegráfica Internac1011al (~a­
rís, 1865),5 Unión Postal Universal (Berna, 1874), Umon 
I nternacional de Pesas y Medidas (París, 1875), Unión par~ ,la 
Protección de la Propiedad Industrial (París, 1883), Umon 
para la Protección de la Propiedad Literaria y Artística (Ber­
na, 1886), Unión Ferroviaria Internacional (Berna, 1890), etc. 

4 . Las comisiones internacionales de administración son ór­
ganos ejecutivos colegiados, creados por deter~inados estados 
para administrar un servicio público internac10nal. 

A. Clasificación : 
a) fluviales . Del Elba y Oder (1821), Rin (1831), Danu­

bio (1865), Congo y Niger (1885); 
b) sanitarias. De Bucarest (1881), Alejandría (1881) y Pa­

rís (1907); 
c) financieras. De las deudas otomanas (1878), egipcia 

(1880) y griega (1898); 
d) otras. De las reparaciones (1919), y del Sarre (1919). 

5 Hoy Unión Internacional de Telecomunicaciones. 
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LA SEGURIDAD Y LA DEFENSA PROPIA COLECTIVAS 
SEGúN LA CARTA DE LAS NACIONES UNIDAS 

Por HANS KELSEN 

LA SEGURIDAD colectiva es el principal objeto de las Naciones 
l!nidas, tal como fuera para su predecesora: la Liga de las Na­
c10nes. 

¿Qué significa seguridad colectiva? Según el Derecho Inter­
nacional Público prevalecen los principios de la defensa propia, 
o auto defensa. La protección de los intereses legales de los Esta­
dos contra las violaciones por parte de otros Estados, queda libra­
da al Estado cuyos derechos han sido violados. El derecho inter­
nacional público autoriza al Estado, es decir al Miembro de la 
comunidad in ternacional a recurrir, en caso de violación de sus 
derechos a represalias o guerra contra el miembro responsable 
de la violación. Represalias y guerra son actos de coacción; 
tienen el carácter de sanciones en cuanto sean reacciones auto­
rizadas por la ley contra las violaciones de la misma. Hablamos 
de seguridad colectiva cuando la protección de los derechos 
de los Estados en su r eacción contra las violaciones de la ley 
asume el carácter de una coacción colectiva. La sanción co­
lectiva puede ser llevada a cabo de distinta manera. Puede 
consistir solamente en que los miembros de una comunidad 
internacional, establecida con este propósito, estén obligados 
por la constitución de la misma a ayudar al miembro cuyo de­
recho haya sido violado, en su reacción contra algunas viola­
ciones de sus derechos, en caso de aplicar represalias o hacer 
guerra contra el violador. La diferencia, entre esta clase de se­
guridad colectiva y los status de defensa, es relativamente pe­
queña. No consiste, como a veces se supone, en que en caso 
de seguridad colectiva la reacción contra las violaciones de los 
derechos sea confer.ida a una comunidad in ternacional mien­
tras que en caso de defensa propia, esta reacción es una actitud 
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individual del Estado y no una acción de la comunidad inter­
nacional. 

Desde que el Estado, en ejercicio de su defensa, al realizar 
actos de violencia con tra otros Estados, según condiciones es­
pecíficamente deter minadas por el derecho internacional, obra 
den tro de los cánones del D. l. Público, debe ser considerado 
en su actuación como un órgano de la comunidad internacio­
nal constit~ída por dicho derecho;. ,de manera que su acción 
puede ser mterpretada como reaccion de la comunidad inter­
nacional con tra las violaciones del derecho. La comunidad in­
ternacional actúa por intermedio de cada Estado, aunque esta 
reacción sea completamente descen tralizada. Aún así, este em­
pleo de la f~erza, puede ser. considerado como un patrimonio 
de la corr:umdad en la r:iedida en q~e el ordenamiento legal, 
que constituye la comumdad, determme con precisión las con­
diciones en las cuales es permitido el uso de la fuerza de un 
Estado contra otro, constituyendo toda otra manifestación de 
la fuerza una violación del derecho. La d istinción entre la 
forma más primitiva de seguridad colectiva y el estado de de­
fensa prop.ia, reside exclusivamente en que, en caso de seguri­
dad colectiva, los Estados cuyos derechos no han sido directa­
mente violados, están obligados a prestar ayuda al Estado t _ 
cado, mien tras que el derecho internacional público en ª ª 

f ' l · · caso de de ensa, so o autoriza o permite esta ayuda. 
El nivel más elevado de seguridad colectiva se obtiene 

d . , 1 . . cuan-
do los actos e coacc10n co ectiva, previstos en la const·t · , 

.d d . . 1 , i ucion de la comum a mternac10na estan centralizados es d . . a· . . d ' ecir cuando son d ispuestos y ingi os por un órgano centr 1 d 
1 

' 
l . . , d 1 a e a 

comunidad. Esta centra izac1on e uso de la fuerza d 
bl. . , . pue e 

asociarse con la o iga
1 

cifuon impuesta a los. miembros indivi-
duales de no emplear a erza en sus relaciones natur 1 · · · · · b d t t 1 d 1 · ª es por iniciativa propia, con a dan on

1
o ? a e principio de autode-

fensa, quedando reserva o exc usivamente el uso de 1 f 
. . a uerza al organismo central competente, para realizar actos d 

. , . b E e coac-
cion contra sus mie~ ro.s. • n este caso, el monopolio de la 
misma es mucho mas evidente que en caso de descentraliza­
ción. 

El grado más alto de segur idad colectiva se logra garant · 
d bl . .6 d 1 . izan-
d

o1con el desarme la o igaci n e os mi~mbros de abstenerse 
e uso de la fuerza y cuando el monopolio de fuerza de la co-
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munidad está constituído no sólo por las atribuciones exclusi­
vas de un órgano central, que ejerce coacciones contra sus 
miembros, sino también por la circunstancia de que sólo tal 
órgano central de la comunidad internacional dispone de fuer­
zas armadas, para ser empleadas contra los miembros culpa­
bles. Los Estados están autorizados a mantener solamente una 
fuerza de vigilancia para la conservación del derecho y del 
orden individual. Para la consecución de este objetivo centra­
lizador , la comunidad internacional debería transformarse en 
una comunidad nacional, lo que significaría la fusión de los 
Estados en un Estado. 

Sin embargo, la centralización del uso de la fuerza, trátese 
de un Estado o de una verdadera organización internacional, 
sólo es posible con una l imitación importante, que se refiere 
al caso de defensa legítima. Este término no es sinónimo de 
defensa ya que es un caso especial de autodefensa contra una 
violación específica de la ley, que r eprime el uso ilegal de la 
fuerza, con prescindencia de otras violaciones del derecho. La 
defensa legfoima representa empleo de la fuerza por una per­
sona ilegalmente atacada por otra. Para que sea permitido el 
uso de la fuerza en un acto de defensa legítima, es menester 
que se haya realizado o inten tado un ataque. La defensa legí­
tima es el mínimum de defensa permitida aún en un sistema 
de seguridad colectiva, basado en la monopolización de la 
fuerza por la comunidad. Es reconocida como tal en el dere­
cho nacional e internacional, tanto por los Estados como por 
las organizaciones internacionales. -

E.n ningún caso, es posible prevenir en forma absoluta: en 
el sistema de seguridad colectiva el ataque ilegal de un n:iem­
bro a otro. Es imposible, que en todos los actos de uso ilegal 
ele la fuerza, se obligue a la persona atacada a aguardar los 
a~tos de coacción, realizados por el órgano central de la c01:i,u­
mdad, ya que entre la iniciación del ataque ilegal y la reacc10n 
del organismo centralizado de seguridad colectiv~, medí.a, aún 
en caso de un funcionam iento perfecto, un espaci? de tiempo, 
que. puede ser .desastroso para la víctima. En un sis~em~, de se­
gundad colectiva, basado en una completa centrahzac10n del 
uso legítimo de la fuerza, la defensa legítima representa, como 
caso de empleo descentralizado de la fuerza, una acción excep­
cional y provisoria, entre el acto de uso ilegal de la fuerza, un 

' 
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acto de agres10n y el acto de fuerza colectivo, median te el 
cual, la comunidad por intermedio de su órgano cen tral, toma 
una sanción contra el uso ilegal de la fuerza. La situaci.ón en 
cambio es muy distin ta, cuando en una comunidad organiza­
da de acuerdo con el pr incipio de la seguridad colectiva, se 
produjera la defensa legítima en virtud de que por una razón 

.c.ualquiera fallara el mecan ismo de la seguridad colectiva pre-
vjsta. En tal caso, la defensa legítima no r epresen ta una even­
tt1alidad excepcional y provisoria, entre un acto ilegal de aoi:e-. b 

sión de carácter delictuoso, y la r eacción colectiva de la comu -
nidad, que obra como sanción. N i puede considerarse como 
medida inevitable, adoptada en la estructura de un sistema de 
trabajo de seguridad colectiva, sino q~e representa el reempla­
zo de este sistema bloqu eado temporaria o definitivamente, por 
el principio opuesto de au todefensa. 

El pr·incipio de seguridad colectiva aparece enunciado en 
primer término en la car ta de las Naciones 'Unidas. El ar t. 1 
par. 1 estipula que es propósito de las Naciones Unidas : 

"mantener la paz y . segur idad in.ternacionales y con 
tal fin: h~~er efectiva~, las medidas colectivas para 
la prevenc10n. y remoc1on . de las ame.~azas de paz y 
para la su pres10n de los actos de agresion u otr as vio­
laciones de la paz .. " 

El monopolio de la fuerza por la organización está estable­
cido en el art. 2 par. 4 y arts. 24 Y 39. El art. 2 par. 4, d ispone 
que: 

"Todos los miembros evitarán en sus relaciones in­
ternacionales, las amenazas o el empleo de la fuerza 
contra la integridad terri tor ial, indepen dencia po­
l ítica de otro Estado, así como cualquier otra acti­
tud contraria a los propósitos de las Naciones Uni­
das." 

L a Carta no solamente prohibe el empleo de la fuerza por 
un Estado con tra otro, sino también cualq uier otra amenaza 
de coacción. El uso de la fuerza queda r eservado al órgan o 
central de la Organización: el Consejo de Seguridad, que cons­
t ituye el único organismo au torizado de las Naciones Unidas 

• 
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para proceder con la fuerz~ contra los miembros o no miem­
bros. El ar t. 24, par. l, estipula : 

"Con el objeto de asegurar una acción rápida de las 
Naciones U nidas, los miembros confieren al Conse­
jo de Seguridad la r esponsabilidad fundamental en 
la conservación de la paz y de la seguridad interna­
cional y con cuerdan en q ue el Consejo de Seguri­
dad, en el cu mplimiento de estos deberes con su res­
ponsabilidad, actúa en su nombre." 

Como la Carta con fiere al Consejo de Seguridad, sólo res­
ponsabilidad fundamenta l en la conservación de la paz Y. de la 
seguridad, esto aparentemente implica que otros orga1;1smo~, 
como por ejemplo, la Asamblea General, tampoco estan e~1-
midos de esta responsabilidad y también que, aunque sol? 
subsid iariamen te, pueden ser responsabilizados del mante?~­
mien to de la paz y de la seguridad. De ser así, la responsabili­
dad de otros organismos, no implica la obligación ni el dere­
cho de una pron ta y efectiva acción de las Naciones Unidas. 
No cabe la menor du da de qu e la Car ta con fiere exclusiva­
mente al Consejo de Seguridad, como .órgano central de las 
Naciones U nidas, la autoridad para el empleo de medidas el~ 
fuerza. Este poder se h alla especificado así en la Carta: reali­
zar actos ele fuerza (art. 5) o medidas de coacción (art; 50) . Co~ 
respecto a los conven ios regionales en los cuales estan autori­
zados a participar los miembros, d ispone el art. 53 que el C~i:­
sejo de Seguridad deberá, cuando lo _juzgue oportuno, u~1!1-
zar dichos convenios regionales o agencias, en actos de coac~10n 
emanados ele su autoridad. Además está expresamente est1p,u­
lado q u e "no podrá realizarse ningún acto de fuerz~ o coa~c10n 
bajo la r esponsabilidad de los c~nvenios o ~gen.~1as reg10na-
les, sin la au torización del Consejo de Segundad · . 

La Carta au tor iza e:A.'t:lusivamente al Consejo ele Segund~d, 
· · · b · c1·vi·cluales y ele cualqmer con presc111denc1a de los micm ros m i 

' l N · 1es Unidas para establecer Otro organo central de as l aClOI ' ' 

1 d · · 1 ctiales corresponde el uso ele la fuerza as con ic10nes en as d · 
en el sistema de segur idad colectiva. El ar t. 39 ispone: 

"El Consejo de Seguridad determinará la existenc.ia 
de cualq u ier amenaza de la paz, ruptura de la mis-
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ma o acto de agresión y decidirá las recomendacio­
nes o las medidas que deberán adoptarse de acuer­
do con los arts. 41 y 42, para mantener o restablecer 
la paz y la seguridad internacionales." 

El artícu~o 41 determina que las medidas tienen el cadcter 
de represalias en la coacción que no 1·mp1· 1 <l' 1 
f ' ique e uso e a 
uerza armada. El art. 42 define los actos de coa . , . 

V 1 1 d 1 f CCLOn , que m-
0 ucran e .uso e . as uerzas armadas, en cuyo caso las medi-

das concernientes tienen el carácter de gu A b . 
d · , erra. m as medidas 

e coaccion deben ser realizadas por 1 E d . 
d os sta os miembros 

pero, e acuerdo con las decisiones tomadas 1 c ' 
. d S .d d b . por e onse-
Jº e .egun a ' ª Jº los arts. 39, 41 y 42. El a , 
fo 1, dispone: rt. 48, pana-

"Las medidas requeridas para cumpli·r 1 d .. 
el 1 C . as ec1sio-

nes e onsejo de Se!!Uridad con 1 f. d 
1 . 0 . ' e in e mante-

ner a paz y la segundad mternacional d b 
1 1 . ' e en ser r e-

s ue tas por os miembros de las Nacion U .d r d d es ni as en 

ds~ to ta 1 ª 1 cº por. alguno de ellos, en la forma que 
isponga e onseJO de Seguridad." 

El art. 41 estipula que las medidas que · 
1 1 d 1 f no m vo ucren el e 

p eo e a uerza armada, tales como la int . , m-
o parcial de las relaciones económicas de lerru?cion con;ipl~ta 
marítimas, aéreas, postales, telegráfic~s rada~ vl ias ferroviarias, 
d . el . . , 1 ' ia es, u otros me-10s e cornumcac10n, a ruptura de las rel · d. 1 , . 

d b , l" d . anones ip omat1-
cas e era ser ap ica a por los miembros pre · " 1 ·, . . via ape ac1on" 
al Consejo de Segundad. Las fuerzas armadas co 1 1 l N · U ·d · ' n as cua es 
as anones m as ejercen sus funciones de acuerdo 1 42 , · , 1 . con e 
ª:~· d. '1 ecstan ~onst1tulic as porbcont1gentes, puestos a d-isposi-
cion e onse30 por os m1em ros, según acuerdos espec· 1 E . h 11 b . 1 ia es. stos contmgentes se a an ª Jº e corpando del Conse · 
posee facultades para disponer de ellos (art. 47) . Amb Jº, _.que 
d d.d d . , , l . os tipos e me i a e coacc10n estan centra izados. Existe en e 
t" d d. f . . l 1 c se sen-1 o una i erencia esencia en tre a arta de las Nacion U . 
das Y el Pacto de la Liga de las Naciones. El Pacto no . es 11

,
1
-

a los miembros la obligación de evitar las amenazas d impom~ 
de rel · 1 · · · ( e paz m mir en cua quier contmgencia salvo la defe ' . 
el u d 1 f . , nsa propia) so e a uerza. Los miembros solo eran compul d sa os a no 
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recurrir a la guerra contra otro miembro, cuando éste, en un 
en tredicho sometido al Consejo, cumplía las recomendaciones. 
En todos los demás casos, la guerra no estaba al menos explíci­
tamen te, reprimida por el Pacto. En estos casos, los miembros 
estaban obligados a no recurrir a la guerra hasta tres meses 
después de la decisión de un Tribunal Internacional o de la 
recomendación del Consejo, siempre que el conflicto hubiere 
sido sometido al juicio de una de estas au toridades. El Pacto, 
no establecía un monopolio de la fuerza centralizada por la 
comunidad; y en consecuencia, se mantenía en gran parte el 
principio de autodefensa. Además, la seguridad colectiva que­
daba limitada a la obligación de los miembros de tomar repre­
salias contra el Estado, que había recurrido a la guerra, en 
violación del Pacto. Los miembros no tenían la obligación de 
declarar la guerra en tal caso ni de ayudar a un Estado q ue 
reaccionaba con tra la violación de sus derechos, que no hab ían 
emanado de una provocación ilegal de guerra. Las coacciones 
colectivas previstas por el Pacto estaban casi completamente 
descentralizadas. Correspondía d isponer a los miembros y no 
a un órgano central de la Liga si había ocurrido una violación 
del Pacto por provocación ilegal de guerra, como así también 
las coacciones que correspondían. En tan to las coacciones no 
implicaran el empleo de la fuerza armada, como en las deno­
minadas sanciones económicas, no había intervención alguna 
del órgano central de la Liga. Cuando la coacción involucra­
ba el uso de fuerzas armadas, como sucedía en las llamadas 
sanciones militares, el Consejo sólo estaba autorizado a reco­
mendar a los gobiernos interesados los efectivos militares, na­
vales o aéreos, con q ue debían contr ibuir los demás miembros, 
con el fin de proteger los pactos de la Liga (art. 16'. par. 2). Los 
miembros no tenían la obligación legal de cumplir . estas reco­
mendaciones. En consecuencia, el sistema de segundad colec­
t iva establecido por el Pacto, era evid_en temente ~ucho men~s 
eficaz que el dispuesto por la Carta, siempre que este sea facti-
ble ele ejecución. , . 

Las coacciones descen tralizadas, que correspondian al siste-
ma de seguridad colectiva previsto por el Pact.o, e~~n verda­
deras sanciones, es decir, reacciones contra la v10lac10n de los 
derechos. En virtud del Pacto, las coacciones, de acuerdo con 
el art. 16, sólo eran admisibles en caso de violación específica 

Revista del Instituto de Derecho Internacional, Año II Nº 7- 8, 
 Buenos Aires, mayo, junio, julio agosto de 1949. 

Bibl
iot

ec
a d

el 
Gioj

a. 
UBA 

us
o a

ca
dé

mico
 



-198 -

del Pacto y s.ólo podían concretars 
ble de la transgresión. La carta au~o~~ntra el Est~do responsa-
dad a efectuar coacciones cuand , z~ al Co?se30 de Seguri­
de una amenaza de la pa~ 0 r to este etermme la existencia 

up ura de la mi e· 1 
un acto de agresión). Ni la a sma me uyendo 
l " IT}enaza de la paz n. l " d 
e e guerra ' representan necesar· . . i e esta o 

bl
. ·' rnmente una vi 1 ·' l 

o igac10n explícitamente esti 1 d o ac10n e e la 
C 

. " . · . pu a a en el art 2 . 4 1 arta. r estringir amenaza 0 us d 1 · par. e e la 
uso de la fuerza" no son concepto .ed, ª _fuerza" · "Amenaza y 

· os l ent1cos a " 
paz o estado de guerra" Dado amenaza ele la 
S 

· · que corres¡) d 1 egundad la interpretación de 1 , . on e a Consejo de os termines " . 
paz y estado de guerra" dicho ó amenaza de la 
derar que determinada ~onductarfno p~ede muy bien, consi­
que "uso de fuerza" como una ame un stado, que no signifi-
d 

. . .' enaza de la p 
ucta que no sigm fique uso de la f az Y una con-

" E . . . uerza como " 
guerra . sto s1gi:ifica que el Consejo de Se . un es~ado de 
cultades para realizar coacciones aú 1 gundad tiene fa-
.d . l . n en e caso de h 

si o v10 atlas oertas obligaciones que n h . que ayan · ' o an sido ex 
te impuestas a los miembros, siempre qu 1 c _rresamen-
ra necesaria dicha acción para el mant e. e . onse30 cons-ide-
d 1 . emmiento de la 

e a segundad internacional. Si las coaccion d · paz Y 
~l Consejo de Seguridad, de acuerdo con el a~~ 3i~puestas por 
interpretadas como sanciones debe consid I . ' deben ser 
no s.ólo obliga a los miembr~s a reprimir erlarse, que la Carta 

P d l f 
as amenazas de 1 

az o uso_ , e a ~erza, como previene el art. 2 . . a 
que tambien restrmge cualquier conducta ue ' ~ª1 

4, s1~10 
terpretada por el Consejo de Seguridad q pudiere ser m-
1 d ' como una ame d a paz o un esta o de guerra, si bien esta , 1 . . naza e , l ' . u tima obhg . , 
esta exp ic~tamente expresada en la Carta. ac1on no 

_Es muy importante señalar que la Cart . 
se30 de Seguridad a limitar la coacción ex\ n~ obliga al Con­
aquellos estados cuya conducta constituya ~:i~amente contra 
paz o al e_s tado de guerra". Al disponer el Con ª1:1enaza de la 
dad coacc10nes contra un Estado, de acuerd seJo de Seguri­
debe responsabilizar a ese Estado de la do con el artículo 9 
d . con ucta el ' 

o, que constituya una amenaza de la p e otro Esta-
La C · az º estado d . arta no impone al Consejo de Segurid d 1 . e guerra. 
aplicar el derecho en sus decisiones El a t~ 1ª obligación de 
sólo d · · r icu o 24 , is_ron~ que el Consejo ele Seguridad, en '. pa~r~fo 2 
sus obhgac1ones, deberá proceder de a d el e3erc1c10 de 

cuer o con ''l . os prm-

- 1 99 -

cipios y propósitos de las Naciones Unidas", como en las cir­
cunstancias anteriores a la Carta. En cambio el artículo pri­
mero de la Carta, cuando especifica los propósitos de la Or!!a­
nización, estipula que ésta procederá de conformidad con los 
principios de la justicia y del derecho internacional. El Con­
s:jo de Seguri~acl puede optar entre ambos, puesto que justi­
cia y derec~o ~nternacional no significan conceptos idénticos. 
. E~ ~o~se10 tie~1e la facul tad ele imponer los principios de la 
3usucia m ternac10nal de acuerdo con lo que considere como . 
tal, :n .~ez de aplicar el derecho vigente. Existe la siguiente ·. 
restncc1.on: el Consejo sólo actuará de conformidad con la ley 
y con el derecho de acuerdo con los términos del artículo pri­
m~ro, en aque_llos actos ele la organización, que tengan por 
objeto el estudw o la solución ele los conflictos internacionales 
o de las situaciones que pudieren provocar un estado de gue­
rra; y carece, en cani.bio, de autoridad para efectuar coacciones 
tendientes al mantenimiento o restablecimiento de la seo-uri­
dad Y_ de la p_az i?ternacional. Así, por ejemplo cuando e~ un 
conflicto _terntonal_ suscitado entre dos miembros, el Consejo 
de Segundad considere necesario recomendar a una de las 
partes la cesión total o parcial del territorio dispu tado a los 
efectos del i~antenimiento de la paz, puede hacer cumplir esta 
rec~menda~ión, aún cuando ella no se ajuste al derecho in ter­
nac10nal, vigente en la época en que la Carta entró en vigor. 

Como la paz puede no estar identificada con el derecho, el 
mecanismo de coacción, previsto por la Carta, no garantiza el 
mantenimiento o restablecimiento del derecho vigente con 
anterioridad a la sanción de la Carta. En cambio puede crear 
un nuevo derecho. 

La concreción del principio de seguridad colectiva mediante 
una completa centralización de las medidas de coacción, y la 
delegación del empleo de la fuerza en un órgano central de la 
comunidad in ternacional, que con excepción del caso de legí­
tima defensa contra actos de agresión excluye a los miembros, 
impone a la comunidad constituída, la necesidad de proveer 
una estructura, que asegure la prot~cci61:, efecti~a de los dere­
chos de sus miembros contra toda v10lacion posible. Los dere­
chos de un Estado no sólo pueden ser violados por un ataque 
armado de otro Estado. Si el miembro no está autorizado a 
protegerse por iniciativa propia, debe ser amparado con la 
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acción_ del_ ?rgano central de la comunidad. Pero no basta con 
la obh~a.c10n_ de someter la solución de todos los conflictos a 
una ohcu~a mternaci?nal, aún cuando ésta adopte decisiones 
y sentencias compulsivas en todas las querellas R · ' -
d . . . . equ-ierense 

isposic10nes que aseguren el cumplimiento d 1 d · · 
d f. . e as ecis10nes e esta o icma. 

La Carta dista mucho de contemplar todos e t · · 
E 1 fl . . s os reqmsitos. 

n os con ictos que pudieren surgir entr 1 · b 
· ' bl ·d · · , e os miem ros no esta esta eci a la obhgacion de u na sente · L · , . nc1a. os miembros 

no estan compelidos a someter sus conflicto · , 1 , 
d l 1 1 1 s, n1 aun os de 111-

0 e ega , a a Corte Internacional de Just· · · · 
b 1 · . icia, ni a otros tn-

una es mternac10nales. Sólo tienen la obr ·, d 
· 1 r · d S · igac10n e denun-ciar a '-'onse10 e egundad aquellos confl· 

·d ' ictos que no fue-ron promov1 os por su voluntad. A su vez 1 C · , 
bl . d 1 d -, e onse10 no esta o iga o a reso ver to os los conflictos prese t d , , 

· d · · n ª os, y solo esta autoriza o a impartir recomendaciones · q 1 
1 · ' ue ega mente no 

comprometen a mnguna de las par tes. Por ot 
racterísticas del sistema de votación del Cons :a ~ar~e, la~ ca­
pueden tornar imposibles dichas recomendaci~JO e egundad 
1 d . . . . nes, puesto que 
as ecis10nes concernientes se refieren a cuest1·0 

l · nes que no son procesa es y se hallan sujetas en consecuencia a 1 
1 

d 
. .d d d 1 . . b a reg a e la unanimi a e os cmco miem ros permanente d 1 c . 

L d . , s e onse10 
a carta no excluye pues e nmgun modo la ·b·l·d · 

d . 1 E · posi i i ad de entre ichos no resue tos. ' ntredicho no resuelto · T 
un miembro cuyo derecho ha sido violado por ot;i~ ic~, que 
tiene la autoridad legal de defenderse a sí mismo ~. lsta o, no 
·' d ·, 1. d 1 1 ' i a protec-cion e una acc10n centra iza a e e a comunidad c ·d, . · onsi erese 

por e1emplo, el caso de un Estado que en violación d ' 
bl . ·, 1 h . e una 

o igacion contractua , re usa retirar sus tropas del territorio 
de la otra parte contratante, y que el Consejo de Seguridad 1 
que se ha eleva.do el entredicho, no es capaz de llegar a ~: 
decisión, o bien, cuando el Consejo ha recomendado el retir~ 
de las tropas, pero sin el logro de una decisión con respecto de 
las medidas de coacción, que deberán adoptarse contra el Es­
tado, 9ue rehusa el cumplimiento de las recomendaciones del 
Consejo. 

Completamente diferente era la situación análoga de acuer­
do con el Pacto de la Liga de las Naciones, que en casos d 
esta índ?le no proscribían la defensa legítima, consistente e~ 
represalias o actos de guerra de parte del Estado violado en su 
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derecho, pero carente de la protección de una acción central~­
zada de la onranización. Aunque parezca extraño, la centrali­
zación del em

0

pleo legitimizado de la fuerza , es de realización 
problemática_, cuando no se asoci~ a la institución de senten­
cias compulsivas emanadas de un organo central para todos los 
conflictos, así como la garantía de rápida ejecución de estas 
decisiones por intermedio de un mecanismo centralizado. 

Aún cuando las partes hubieren sometido la solución de una 
querella a la Corte Internacional de Justicia o a otTO Trib~mal 
Internacional, y la Corte o el Tribunal comprobaren la v10la­
ción del derecho de una parte por otra, no existe disposición 
alguna de la Corte que asegure la ejecución de la decisión ju­
dicial. En primer término, el art. 94, que se refiere a la ejecu­
ción de las decisiones judiciales del Consejo, concierne exclu­
sivamente a las dispos.iciones de la Corte Internacional de Jus­
ticia, con prescindencia de las decisiones de otros tribunales, 
a los cuales los miembros están autorizados a r ecurrir para 
solucionar sus diferenclos. El correspondiente art. 13, parágra­
fo 4 del Pacto, se refiere, sin embargo, tanto a las decisiones ' 
de la Corte Permanente de Justicia Internacional como a las 
de los demás tribunales internacionales. La Carta impone a 
los miembros la obligación de obrar de acuerdo con las decisio~ 
nes de la Corte Internacional de Justicia. Empero la Carta, s1 
bien privando a los miembros del derecho de autodeEensa 
frente al Estado que, violando su obligación no se ajusta a _la 
decisión de la Corte, no compromete a la organización a e3e­
cutar la decisión judicial contra la parte rebelde. La ?tra parte 
de acuerdo con el art. 94, parte 2~, puede recmTir ante . el 
Consejo de Seguridad, y el Consejo puede, si juzga ne.cesano, 
disponer una recomendación o decidir sob~e. las medidas re­
queridas para dar validez efectiva a l~ decmón de l~ Corte. 
Esto significa que el Consejo de Segunda~, puede elegir ~ntre 
dos medios completamente diferentes? opc10n ~ue queda hbr~­
da a su arbitrio ilimitado. Está autorizado a ejecutar una .deci­
sión judicial, pero también ~uede disponer reco~end.aciones 
concernientes al destino del d1ferendo, que Yª ha sido juzgado 
por la Corte. Así el Consejo de Segu~-i~ad puede encarar el 
confli cto en forma distinta de la decis~on de la C:orte. Esta 
facultad conferida por la Carta.ª~ Consejo d~ Segundad repre­
senta evidentemente una d isposición muy ob1etable puesto que 
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coloca ~ la .. cort~ "en principal órgano judicial de las Nacio­
nes Ur:i~as , baj~ la dependencia política del Consejo que es 
una oficma esencialmente política. Conlo erl el . t ' d 'd d 1 · sis ema e se-
gun a co ectiva altamente centralizado que est bl 1 c 
la parte cuyo derecho ha sido rec~nocido poi-ªdee~~ , a dartla, 
Co t l 11 · l ·b·d . cision e a r e, se 1a a m 1i i a de ejecutar ese de 1 
que falta al cumplimien to de su obligacio;ne~ 1aoqcolnltra laá pabrlt_e 

d · . ' ue a est o i-
ga a a recurrir ante el Consejo Sin emb 
este recurso una d isputa legal de~idida a:go, _como secuela de 
transformarse en una cuestión polític y pord l~ Corte puede 
nuevamente en el Consejo. Si una de 1:~ ~~ e a ser tr~tada 
decidida por la Corte es miembr P es de la cont1_enda 
S 

·d d 0 permanente del Consejo de 
egun a , esta parte, prácticamente 1 11 . . 

obligación de obrar de acuerdo con 1 ' ~e . 1~, ª eximida de la 
efecto, al resistir el cumplimiento p ª ~c1~º1: de la Corte. En 
gado por la Corte, ante el Consej·o e~e le ern~ar el caso, juz-
d 

. d. d. ' e que tiene la facultad 
e impe Ir, me iante el veto cualquier d . . , · d · bl ' ecision que cons · d re ma misa e, ya que lo asiste el clerech d . . 1 e-

decisión del Consejo, que trate la cuestió~ ~!~~ticip.a~ ,en la 
virtu? de la cual se excluye en la votació~ de l~posic~o.n en 
relac10nadas con el conflicto a los · b s decis10nes m1em ros del Co . el 
Seguridad, que son partes en una discusión 

1
: seJO e 

decisiones que corresponden a las cláusul~ n~ ~e ap~ica a las 
En el régimen del Pacto de la Liga de las Nas . e articulo .94. 
posible por la descentralización del sistemaci~nes esto. era im­
lectiva. e segundad co-

Esta descentralización explica también por qu ' , 1 · · , l C . e r azon e Pac-
to, en opos1c10n a a arta, no contiene previsi'o E 

1 
nes re erentes 

a a autodefensa. El derecho de autodefensa contr d 
· ' d b · l ' · a actos e 

l
agres10n. que da a imp

1
1.c1to en la disposición concerniente a 

as sanc10nes escentra izadas aplicables a los med· ·1 1 
d 1

. ios 1 ega es 
e rea izar la guerra. La Carta que establece la ·a 

1 
. d. . ' segun ad co 

ectiva me iante la centralización del emple 1 · · · -
1 f d b 

. . o egit1m1zado de 
a uerza, e e restrmgir esta centralización f . d 1 en orma explíc. 

ta, autorizan o a os miembros el empleo d 1 f i-

defensa. Este es el ObJ'etivo principal d 1 e, a luerza para la " 
1 

e art1cu 0 51 
presa: En a presente Carta nada ued que ex-
cho inherente a la legítima defensa: ind7vI::~noscabar e~ dere­
caso de a taque armado con tra un m. b al 0 colectiva en 
Unidas, hasta tanto el ConseJ'o de Se ~e~ dro de la~ Naciones 

g n ª haya d ispuesto las 
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medidas necesarias para el mantenimiento de la paz y de la 
seguridad internacional. Las medidas tomadas por los miem­
bros en el ejercicio de su derecho de autodefensa deben ser co­
municadas inmediatamente al Consejo de Seguridad y no po­
drán afectar en manera alguna la autoridad y la responsabili­
dad del Consejo de Seguridad, comprometido en esta Carta a 
proveer las medidas que juzgue necesarias para mantener o 
restablecer la paz y la seguridad internacional." 

Esta disposición restrincre el derecho de autodefensa a la 
eventualidad de un ataque

0 

ar mado, realizado en un momento 
dado por un Estado contra otro. La circunstancia de que el 
ataque armado sea r ealizado por un Estado que sea miembro 
o no, no altera la consideración del caso. Sólo el Estado atacado 
debe ser miembro de las Naciones Unidas. Si, empero, el miem­
bro es un estado anteriormente enemio-o en el sentido de los 
a;tículos 107 y 53 de la Carta, surge la cuestión de si el ar­
ticulo 51 es aplicable en todos los casos de ataque armado. 
~orque no está prohibido interpretar el artículo 51 en el sen­
t~do d.e q :1.~ se, en cu entra restringido por los artículos 107 y 5 3. 
Ello s1g111hcana que el artículo 51 no se aplica en caso de que 
el ataque armado sea dirigido contra un miembro que, duran te 
l~ segur~da guerra mundial, haya sido enemigo de cualquier 
si~natano de la Carta. Los ar tículos 107 y 53 autorizan a los 
miembros a adoptar acción coercitiva contra el estado anterior­
ment~ enemigo, "siempre que la acción sea llevada a cabo o 
~u~o~i~ada como resultado de aquella guerra" (artículo 107) o 

d1ng1da contra la reiteración de la política de agresión de 
par te de cualquiera de dichos estados" (artículo 53). El ar­
tículo 107 dispone expresamente que nada en la presente Car ta 
invalidará o impedirá tal acción. De ahí que los miembros de 
las Naciones Unidas no se encuentren autorizados por el ar­
tículo 51 a asistir a un Estado en su defensa contra una acción 
coercitiva tomada en virtud de los artículos 107 y 53. La opi­
nión de que esos artículos cesan de ser aplicables desde el mo­
mento en que el estado anteriormente enemigo se ha conver­
tido en miembro de la Naciones Un-idas no se apoya en la 
terminología de los artículos 107 y 53. Esos artículos son cier­
tamente de particular importancia, en caso de que un estado 
anteriormente enemigo se convierte en parte contratante de 
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un arreglo regional, para la interpretación del artículo 51 (por 
ejemplo Italia como parte contratante del pacto defensivo del 
Atlántico norte). ¿Pero cuál es el significado del término "ata­
que an_nado"? ¿A. quié1:1 compete para definir este término y 
determmar la existencia de un ataque armado en un caso 
dado? 

De acuerdo con el artículo 5 l , corresponde a los estados in­
volucrados en el proceso de autodefensa, el derecho de in ter­
~retar y definir sus términos. Estos estados pueden o no con­
siderar como ataque armado, exclusivamente los actos de a uerra 
a los que han recurrido otro Estado, con el uso de las f~1erzas 
armadas. Pueden o no considerar como ataque armado la cir­
cunstancia de que otro Estado haya intervenido o interferido 
en una guerra civil mediante el armamento y la ayuda de los 
grupos revolucionarios que combatían al gobierno legal. Esta 
coi:npetencia de los estados involucrados en el proceso, sólo 
existe empero hasta tanto no intervenga el Consejo de Seguri­
dad. Tan pronto el Consejo adopta las medidas necesarias para 
restablecer la paz, quedan transferidas al mismo la autoridad 
para i.nt~rpretar el término "ataque armado", así como el es­
clarecimiento sobre la existencia r e.al de un ataque armado en 
~n caso concreto. De ac~erdo con el artículo 51 y con el ar­
ticulo 2~, los esta~?s miembros están obligados "a aceptar y 
a cumplir las declSlones del Consejo de Seguridad" . 

El artículo 51, si bien restringe en un aspecto el derecho 
de autodefensa, en otro lo ext.iencle, ya que no sólo autor iza al 
Estado atacado, sino a cualquier miembro de las Naciones 
Unidas, al empleo de la fuerza contra otro Estado culpable de 
"ataque armado" . Esto significa que la Carta autoriza a cual­
quier miembro de las Naciones Unidas a asistir con sus fuerzas 
armadas al Estado atacado contra el agresor. Esto aparece im­
plícito en la citada disposición, que reconoce el derecho indi­
vidual y colectivo de defensa legítima. Esta terminología es 
algo convencional. El término defensa legítima sólo es correc­
to cuando se aplica al Estado víctima del ataque armado. Los 
demás miembros ele la UN que auxilian al Estado atacado, 
obran en defensa de éste último, pero no en defensa pro ¡ ' 
Tal defensa colectiva puede ser organizada en tratados tt~ 
brados con este prop.ós-ito, como sucede con los denomin ~e 
acuerdos regionales, efectuados de acuerdo con el artículoª 5~~ 
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como sucede en el Tratado Interamericano de Asistencia Re­
cíproca, celebrado por la Conferencia lnteramericana para la 
Paz y Seguridad Continental , realizada en Río de J aneiro el 
2 de septiembre de 1947, o los tratados firmados por Bélgica­
Francia-Luxemburgo-Países Bajos y Gran Bretaña, en Bruse­
las el 17 de marzo de 1948, o el tratado de defensa del Atlán­
tico norte firmado en Washington el 4 de abril de 1949. El 
ejercicio del derecho de defensa legítima, y, también en con­
secuencia la acción mediante la cual otros estados asisten al 
Estado atacado, debe cesar ni bien el Consejo de Seguridad 
dispone las medidas necesarias para el restablecimiento de la 
paz. Los términos del artículo 51: "hasta que el Consejo de 
Seguridad haya adoptado las medidas necesarias para mante­
ner la paz y la segur·idad internacional", no son correctos, 
puesto q ue en caso de ataque armado la paz no puede ser 
mantenida, pero sí restablecida. A fin de que el Consejo de 
Seguridad pueda adoptar con premura las disposiciones nece­
sarias las: "Medidas ejecutadas por los miembros en el ejer­
cicio del derecho de defensa propia deben ser comunicadas 
inmediatamente al Consejo de Seguridad." ¿Quién debe in­
formar? Probablemente los estados que han dispuesto las me­
didas. En tal caso hubiera sido correcto decir: " El Estado que 
ejerce el derecho de defensa propia informará inmediatamen­
te al Consejo de Seguridad sobre las medidas realizadas." Esto 
se infiere de la importancia que se concede a la obligación de 
los miembros de informar al Consejo. 

La obligación de restr·ingir el ejercicio de la d~fensa propi_a 
está condicionada por el hecho de que el Consejo de ~eg~m­
dad haya dispuesto las medidas necesarias para el ma.nte.n_1m1~n­
to de la paz y de la seguridad internacional." Es s~gnificat1vo 
que el artículo 51 no estipule: "hasta que el Conse10 de Segu­
ridad haya adoptado medidas contr~ el Estado culpa.ble de 
ataque armado. "El Consejo de Segundad puede cumplir cual­
quier "medida necesaria" para restablece1~ ,la paz. E?tre estas 
figuran seguramente las medidas de co~cc10n det,e:mmadas en 
el Capítulo VII de la Carta, como medidas especificas de segu­
ridad colectiva. Dado que el Estado et~lpable d~ ataque arm.ado 
puede no ser un miembro de las Nac10nes Unidas las medidas 
de coacción que toma el Consejo de Seguridad de acuerdo con 
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el art.ículo 51, pue~en ser dirigidas contra un Estado no per-
teneciente a la Sociedad, a pesar de que estos estados n t' ·d 1 · · o es an 
protegi os por e sistema de seguridad colectiva establecido 
en la Carta. 

¿Qt~ién tiene competencia para decidir que el Conse ·0 de 
Segundad,,ha adoptado las medidas "necesarias para res~able­
cer la paz ? ¿<?orresponde al Consejo de Secruridad en , 
los Estados Miembros que panici¡)an en el 0

. J dsif, 
0 ª 

· ? L C . . . p1oceso oe e ensa 
propia. a a1 ta no especifica en la primera frase del . , -
lo 51 1 , l . a1 tlCU 

- como ocurre en a u tima-· "medidas 1 C . 
de Seguridad considere necesarias". "De aquí qque e onsedo 
ser excluída una interpretación de l~ primera or ~1,e ndo pue ª acion, e acuer-
do con la cual, un Estado Miembro no esta' obl. 1 1 · · · d d igac o a cesar 

d
ei:de e

1
1eCrCic10. e su erecho, de defensa propia cuando ha acu-

i o a onse]O, y cuando este ha dispuesto medidas q . . , , .ue en 
opm10n de este Estado, no constituyen las medidas "necesarias 
par~ mantener la. paz y la seguridad internacional". Pero es 
P.Osible qu~ el legis~ador no haya tenido la intención de confe­
rir a los m~e?1bros mvolucrados en .1~ defensa propia, la facul­
tad de decidir acerca de la adecuacion de las medidas ado t _ 
das por el Consejo. Probablemente primara el concepto de p ª 
l · · · d 1 d l d d f · ' que e e1ercic10 e erec 10 e e ~nsa propia, fuera permitido 

solamente hasta tanto el Consejo de Seguridad hubiese d · 
p~esto las medidas que estim·ara necesar ias para el restable~~~ 
miento de la paz, pero este concepto no aparece claramente 
expresado en el articulo 51. 

Lo que el artículo 51 de la Carta de las Naciones u n id 
denomina "defensa legítima colectiva" se asemeja mucho a ~ 
"seguric;Iad colectiva" ,establecida por el Pacto de la Liga de 
las Nac10nes, en el articulo 16. De acuerdo con el Pacto, la se­
gu;idad colectiva, yor su descentralización, no representaba 
mas, que una especie ~.e defensa legal colecti~a. El artículo 16, 
paragrafo 1, expresa: En caso de que un miembro de la L. 

. 1 . . , d rga 
recurriera a a guerra, en omis10n el cumplimiento d 

I • l • f d h b e sus 
pactos, sera JUzgadc o 

1
ipsod ac;o ~ a er cometido un acto de 

guerra contra to os os emas miembros de la Lig " D 
modo, la sanción dirigida contra el agresor ue ª· e esLe 
funcionamiento de la seguridad colectiva es ¿ .~epresenta el 
un acto d,e legítima defe.nsa. La distinciÓn e:t~~1 er~~a como 
fensa segun el derecho internacional públ' legituna de-

rco Y la seguridad 
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colectiva según el Pacto, reside solamente en que en el primer 
aspecto, los Estados, que no hubiesen sido directamente ataca­
dos están autorizados - no obligados-, en tanto que de acuer­
do con el Pacto, éstos estaban obligados a auxiliar al Estado 
atacado, toda vez, que en su concepto, se hubiere cometido una 
violación del Pacto. La seguridad colectiva establecida en la 
Carta es muy diferente de lo que el artículo 51 denomina le­
gítima defensa colectiva. Las medidas ele seguridad colecti:' ª 
adoptadas según el capítulo VII de la Carta, representan acc10-
nes centralizadas de la Onranización, en tanto que el proceso 

b .. . , 
ele lecrítima defensa colectiva constituye una reacc10n contra 
el at:que armado completamente descentralizada. Esta reac­
ción, en real idad, se efectúa con la autorización de la Carta y 
en consecuencia puede ser interpretada como un acto d~ la 
Orcranización. La diferencia en LTe legítima defensa colectiva, 
seg{m el artículo 51 y la segur idad colectiva según el capítt~­
lo VII de la Carta como distinción de dos actos de la Orgam­
zación, reside, úni~amente en que una es descentraliz.ada Y la 
otra, cen tralizada. Esta diferencia, empero, es esencial, Y se 
manifiesta en la circunstancia de que la cuestión que se plan­
tea acerca de la existencia de un acto de agresión, debe ser de­
cidida en el caso de seguridad colectiva por un organismo cen­
tral de las Naciones Unidas: el Consejo de Seguridad, en tanto 
que en caso de legítima defensa colectiva, esta decisión corres­
ponde, I:ast.a .tan to intervenga el Consejo de Seg~ridad, a los 
Estados m ch viduales afectados. Sin embargo, los miembros afec­
tados no solamente son los q ue se consideren atacado~, y los 
Estados que acuden en su ayuda, sino también todo miembro 
contra el que se encamine la acción del primero. Este Estado 
tiene la misma competencia para interpretar el artículo 51, Y 
es muy prob.able que niegue ser culpable de un ataqu~ arma­
do, en especial mediante la interpretación de los térmmos co­
rresponchentes, en forma d istinta a la de su o sus oponentes. 
En tal caso el miembro contra el cual se aplica el artículo 51, 
puede dec:larar que tal acción 110 constituye una leg~tima auto­
cl.efensa, smo un ataque ilegal frente al cual, se coi:is1dere auto­
rizado para el ejercicio ele la autodefensa. Otros ~iemb~·os a su 
vez pueden acudir a su ayuda, justificando esta asistenc·ia· com~ 
autodefensa colectiva. En tal caso el problema de decidir que 
Estado ejerce el derecho de defensa legítima y cuál es culpa-
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ble del ataque ilegal permanece indeciso hasta tanto interven­
ga el único .órgano competente de las Naciones Unidas para 
de_cidir la existencia de ~n ataque armado y el responsable del 
mismo: esto es el Consejo de Seguridad. Este estado de incer­
tidumbre representa un elemento característico del status de 
legítima defensa colectiva_, .establecido por el artículo 57 ele la 
~arta, falla que no se venhca en el s·istema de seguridad colec­
tiva. 

Por medio de un convenio regional celebrado con u f' d 
l ,. df 1 . n me 
eg1t1ma e ensa co ect1va, puede conferirse la interp t ·' 

d 1 ' 1 51 , . re ac1on 
e art1cu o ~s1 como la calificación del agresor en un caso 

concreto a un organo central; es decir una oficina re · 1 · d d . . g1ona, 
orgamza a por acuer os regionales, -sm perJ· uicio de la _ 

. d 1 c . d s . com petenc1a e onseJO e egundad para decidir en inst · 
f . 1 1 · f ancia 

1 
m~ as .dcuestb10nes re eren tes al artículo 51-. De este modo, 
a mcert1 um re con respecto a la cuestión de la existencia de 

un ataque armado, dentro de lo configurado por el artíc 1 51 
así como la calificación del agresor, pueden ser pre u ?d 

' l d 1 fl' veni os 

d
pero so o en caso, . e qude 

1
e con icto armado se suscite entr~ 

os estados, part1c1pes e acuerdo regional, sin qu 
d r · , 1 e corres­

Pbº? ~ su ª.P i~ac11on1 1
en osd casos. cuya solución constituye el 

o Jet1vo prmc1pa e e trata o regional: los conflicto d 
el 'el d d s arma os pro uc1 os entre os esta os que no pertenecen a 1 . 

· · ' A ' I d 1 a misma orgamzac10n. un puec e arse e caso de un confl · t . 
d . . . 1 ic o a1 mado 

entre os orgamzac10nes reg1ona es, establecidas amb d 
do al artículo 89 de la Carta, y en que ambas pret as de ac~er­
cer la autodefensa colectiva según el artículo 51. en an eJer-

Finalmen te la seguridad colectiva difiere del 
. . concepto d autodefensa colectiva en que la coacción realizada e 

se jo de Seguridad según el artículo VII, representa P1~\ el C?,n­
corriente y prevista por la Carta frente al estado de eaccion 
movido por un acto de agresión; en tanto que el e guerra pro­
fuerza en el ejercicio de la autodefensa, de acuerd~~leo de la 
tículo 51, encarado en la Carta como medida ?~ el ar­
tem poraria, sólo permitida "hasta tanto" el Con pr.ovisional y 
rielad adopta las medidas necesarias para el res::i~ d_e ~egu­
de la paz, en especial hasta que entre en vigencia la ecim1~nto 
colectiva, de la cual no debe considerarse susf t seg~Ir1dad 
bargo, cabe admitir que la teminología del art ' 

1 
ulto. Sin em-

1 1· . ' b lCU O 51 l c uye esta ap 1cac1on -por am as partes del fl' 1º ex-
con icto arma-
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do- en caso de que el sistema de seguridad colectiva esté obs­
truído porque el Consejo no sea capaz de cumplir su función 
en presencia de un ataque armado dirigido ostensiblemente 
contra un miembro de las Naciones Unidas. En cuanto con­
cierne al Consejo de Seguridad, éste no sólo puede estar inha­
bilitado en el cumplimiento de sus funciones, por la circuns­
tancia de que sus decisiones en la adopción de las medidas 
necesarias para el restablecimiento de la paz, violada por un 
ataque armado, de acuerdo con la interpretación del artículo 
51, están sujetos al derecho de veto de los miembros perma­
nentes, s·ino también, porque en virtud del derecho de veto 
de los miembros permanentes del Consejo de Seguridad, aún 
no ha sido posible establecer las condiciones específicas que 
determinen los contingentes de fuerzas armadas de que pue­
dan disponer los miembros del Consejo. 

De hecho las fuerzas armadas representan el factor esencial 
del sistema de seguridad colectiva, no están ~ún a dispos~ción 
del Consejo de Seguridad. Las medidas coactivas que no. m vo­
lucren el empleo de fuerzas armadas, son evidentemente made­
cuadas en caso de ataque armado. De ahí que el sistema_ de se­
guridad colectiva tiene pocas posibilidades de ser efectivo en 
tal caso. En consecuencia, sólo queda el recurso de la autode­
fensa colectiva, a pesar ele lo cual , es conveniente prevenirse 
acerca de su interpretación. Esto significa, que en caso de gue­
rra, ambas partes posiblemente reclamen la aplicación del ar­
tículo 51, así como el ejercicio de su derecho de autodefensa, 
en la forma prescripta en el derecho internacional público. 
Ambos beligerantes proclamarán la realización de una gue1Ta 
justa, ya que falta la autoridad objetiva que decida la califica­
ción del agresor y del agredido. A fin de evitar esta contingen­
cia indeseable, se ha propuesto que en vez del inerte Consejo 
de Seguridad, sea la Asamblea General quien decida la califi­
cación de la existencia de un ataque armado y de su ejecutor 
responsable. Esta -iniciativa, que correspondió al gobierno de 
los EE. UU., que mediante nota escrita, elevó el 25 de sep­
tiembre de 1947, el caso griego al comité de seguridad políti­
ca de la Asamblea General, es en aspecto legal bastante discu­
tible, puesto que el único órgano competente para ~ictaminar 
la existencia de un ataque armado de acuerdo a la mterpreta­
ción del artículo 51, en forma que comprometa a los miem-
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bros, es el Consejo de Seguridad, y no la Asamblea General. 
La sustitución de la autodefensa colectiva, por la seguridad 
colectiva, tal como ha sido establecida en la Carta, puede tor­
narse inevitable, pero tal sustitución si&"Ilificaría la bancarro_ta 
del sistema político y legal para el cual fué o -eado el organis­
mo de las Naciones Unidas. 

NOTAS Y RECENSIONES 

"FRANCISCO SOLANO LOPEZ Y LA GUERRA DEL PARAGUAY" .. • 
POR CARLOS PEREYRA. 

LA GUERRA del Paraguay es indudablemente uno de los acontecimientos 
de más grande trascendencia a que se ha visto abocado nuestro país 
luego de conquistada su independencia política. 

La duración del conflicto, las ingentes pérdidas de hombres y mate­
riales, y el compromiso financiero de Ja Nación; los tratados de que 
fué signataria, las cuestiones de límites, la enunciación de una nueva 
doctrina internacional, las consecuencias para el equilibrio o el pre­
dominio en el Plata, e tc., dan la pauta de su importancia. 

Sin embargo, lo que sobre ella conocemos -dejando de lado el as­
pecto técnico militar y anecdótico- en cuanto a la conducción de la 
política internacional que llevó al conflicto y a sus consecuencias, ne­
cesita aún ser sometido a una prolija revisión para poder desentrañar 
verdaderamente, con la perspectiva' que da el tiempo, si el interés na­
cional, suprema aspiración del hombre de gobierno, fué servido en 
aquella oportunidad por los conductores de la Nación. Y ello no tanto 
para fijar una verdad histórica, sino también -y tal es el objeto pri­
mordial de nuestro empeño- con una intención positiva para determi­
nar una pauta que pueda servir de guía en el futuro para la orientación 
de la política internacional. 

Ello es necesario por cuanto las opiniones de los autores de uno u 
otro lado de Ja frontera, de una u otra tendencia política, están vicia-
das por Ja necesaria pasión circunstancial. 

Consideramos que Ja obra de Carlos Pereyra contribuye eficazmente · 
al conocimiento profundo de las causas de la guerra y su proyección 
sobre la política internacional del Río de la Plata. 

Especial interés dedicó el ilustre historiógrafo mejicano a la guerra 
del Paraguay. Es que este acaecimiento internacional se enraíza en 
antiguas disputas coloniales hispano-lusitanas y proyecta graves cues-

Revista del Instituto de Derecho Internacional, Año II Nº 7- 8, 
 Buenos Aires, mayo, junio, julio agosto de 1949. 

Bibl
iot

ec
a d

el 
Gioj

a. 
UBA 

us
o a

ca
dé

mico
 



-212-

tiones cuya solución, a pesar del triunfo de las armas, no fué favorable 
para nuestros intereses. 

Dando preferencia a las causas reales de esta guerra, valorándolas 
desde un punto de vista totalmente dispar con el que acostumbramos 
a conocer, Carlos Pereyra le ha dedicado un capítulo de su obra "His­
toria de la América Española", en el tomo IV relativo a las repúblicas 
del Plata, y su obra especial "Solano López y la guerra del Paraguay", 
objeto del presente trabajo. 

Su libro lleva también a reflexionar sobre un problema trascenden­
tal para la comunidad internacional de esta parte de América: nos 
referimos a la desintegración del Virreinato del Río de la Plata y a la 
creación en su seno de distintas nacionalidades. Circunstancias histó­
ricas y políticas que futuras generaciones deberán tener en cuenta para 
hallar una solución a problemas que, inevitablemente, por el cumpli­
miento de inexorables leyes, se presentarán en el campo de la política 
internacional argentina. 

La opinión del autor es, además, interesante por emanar de un me­
jicano, ajeno por ende a las naciones que actuaron en el gran drama, 
quien ha calado muy hondo en la realidad hispano-americana, enca­
rando sus estuüios con criterio hispanista y anti-impetialista. 

Bastaría recordar solamente los títulos de algunas de sus obras para 
confirmar lo dicho 1• 

Debemos reconocer, sin embargo, que por su afán de puntualizar los 
errores de quienes condujera~ nuestra diplomacia adopta, a veces una 
posición antiargentina que hiere nuestros sentimientos; pero debemos 
reconocer, en honor a la verdad, que usa la misma dureza con relación 
al ordenamiento político de su propia patria, sobre la que ha hablado 
con franqueza inigualada. 

Comienza su estudio, que seguiremos por la edición publicada en 
España por Editorial Americana -Madrid 1919- (206 páginas y un 
apéndice), con la siguiente frase: "La cuestión del Paraguay fué esen­
cialmente una cuestión geográfica". Lleva así, de primera intención 
al terreno geopolítico la debatida cuestión, recalcando las influencia~ 
de las configuraciones espaciales en la historia y en la política ameri­
canas. Desde luego, no hace referencia a esta nueva disciplina. Todo 
el capítulo "Introducción" es un ordenamiento geográfico de la polí­
tica inte.rnacional en la cuenca del Plata. 

1 Historia del pueblo mejicano, Bolívar y Wáshington, El Fetiche Const't . 
Americano Rosas y Thiers, El Pensamiento Polítirn de Alberdi Estucli'o p 

1 
1t~ci~nal ' L e · ' re m11nar sobre el Padre F. de Rábago, a onqu1sta de las Rutas Oceánicas He á 

El Panamericanismo y el momento acLUal, El l\fito de i\lonroe. ' rn n Cortés, 
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Ignoramos si Pereyra conoció los enunciados geopolíticos de los 
Mackinder, von Ratzel, Haushofer, etc.; pero es innegable que en el 
caso de la gue1Ta del Paraguay intuye, por lo menos, las concreciones de 
aquéllos. 

Anotemos, al pasar, que sólo cita al geógrafo E. Réclus en su obra 
"Geographie Universelle". 

Con su estilo conciso y categórico expone el panorama geográfico 
político de esta parte de América al tiempo del conflicto, que puede 
resumirse de la siguiente manera: 

La rica región de Matto Grosso está separada de la capital del Im­
perio, Río de Janeiro, por zonas a la sazón impenetrables. El gobierno 
ejercido desde ella era, pues, excéntrico por su situación geográfica. 
Los ríos Paraná y Paraguay son el acceso natural a esas regiones. Un 
Paraguay fuerte hace peligrar no sólo a Matto Grosso, sino también 
amenaza sobre su frontera oriental las feraces zonas de Río Grande 

do Sul. 
El territorio dispersivo del Brasil presenta dos zonas: _una, situada al 

norte del trópico de Capricornio, de ilimitada extensión, y otra, de 
tierras templadas y secas, asiento propio de la civilización brasileña, 
semeja una forma triangular limitada al norte por los macizos de 
Matto Grosso y Sao Paulo y en sus lados por el océano Y por el eje 

fluvial que va desde el Paraguay hasta el Plata. 
La zona primera 0 intertropical es "como una especie de dominio 

colonial"; la segunda, extratropical, como queda dicho, es el asiento 
de la civilización, centro de la cultura y de la radicación de la inmigra­
ción de razas selectas. 

"Si el Brasil extratropical puede tener un centro dominador de la 
red fluvi al que le sirve de nervadura . . . y para explotar su parte colo­
nial como verdadera metrópoli, el Brasil necesita co?Ter su centro polí­
tico al estuario platense . . . El Brasil ha sido deficiente por la falta 
de un foco de concentración como Buenos Aires. Ha querido corregir 
esa deficiencia y de allí el sentido de sus guerras, que la impotencia 
le impide llevar a su término lógico." 

Con respecto al Uruguay, "apéndice necesario del Brasil", según por­
tugueses y brasileños, su dominación o control trae aparejada la 
clausura política del estuario. 

En consecuencia, la dominación política del territorio paraguayo 
y uruguayo, ya sea por la anexió~ o por la ingerencia en la política in­
terna, le reporta al Brasil las siguientes ventajas: 

a) Seguridad para sus estados de Matto Groso y Río Grande. 
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b) Derechos sobre la navegación de la red fluvial, nervadura de su 
zona extratropical. 

c) Clausura política del estuario. 

Luego de estos conceptos que acabamos de glosar, se remonta el 
autor al período hispánico, sintetizando los conflictos susci·tad . 1 
d

. . _ 
1 

os poi as 
iver~encias entre espano es y portugueses sobre la delimitación de sus 

posesiones y la pugna constante de éstos por alcanzar 1 · d 1 . . . as margenes e 
Plata, historiando la fundación de los balua.rtes esp - 1 ano es contra esa 
permanente irradiación expansiva del Brasil· la Col · d 1 S · onia e acra-
mcnto y Montevideo, y el carácter estratégico de la fundación del 
Virreinato de Buenos Aires en el año 1776. 

Al referirse a la desintegración de este Virreinato e . 
d b .ó d · , xp1esa que se 

_e I a ~ue la causa ete~mma_nte de la independencia hispano-ame-
ricana fue un proceso de disolución de la metrópoli· y no d 1 ºó e evo uci n. 

Se extiende luego en críticas a la política internacional · . argentina 
en lo que respecta a la conducción de sus relaciones con Uruguay y 
Paraguay. Censura el tratado con el Brasil luego de la guerra de 1828 
en cuya virtud se declara la independencia del Uruguay bajo la garan: 
tía conjunta de los gobiernos de Río y Buenos Aires, que califica de 
"capitulación absurda de los argentinos'", contraponiendo, para des­
tacarla, la política seguida por don Juan Manuel de Rosas. 

En tan delicada cuestión, creemos conveniente dejar hablar al autor. 
"Rosas, a quien se ha criticado su localismo de bonaerense, entendió 
las cosas mejor que sus adversarios, y creía que cualquier intervención 
directa o indirecta del Brasil, aún la más generosa de las intervencio­
nes, era inaceptable no sólo para los porteños, sino para todos los argen­
tinos de cuyo sentimiento n acional él fué defensor y representante. 
Rechazó el tratado que su ministro el General Guido concluyó con el 
gobierno del Emperador en 1843, y consideró como acto dirigido con­
tra su patria, n o sólo la intervención, aislada o conjunta, en cuestio­
nes platenses, sino el simple reconocimiento que hizo el Imperio de 
la Independencia del Paraguay. ¿Era un error de Rosas? ¿Era el resul­
tado de las miras de los argentinos contra una república independiente? 

¿Era la prepotencia del bonaerense, deseoso de someter al Paraguay? 
La respuesta, tardía como todas las respuestas dadas por los aconte­
cimientos, se encuentra en Cerro Corá. Los paraguayos, como los bra­
sileños, lucharon contra Rosas. Los sucesores de Rosas, unidos a 1 
brasileños, exterminaron al Paraguay. La fatalidad de los hecho . os 

· ¡ · ·ó s im-
ponía su ley, lo ~-1smo ~ a previsi n q~e a la imprevisión. Se trataba 
de un sistema v1c1oso, s1 puede haber sistema en la desintegración, y 

• 
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el sistema caía por sus causas de ruina. El Río de la Plata era la casa 
dividida contra sí misma. El I mperio del Brasil vió sucesivamente caer 
a Rosas y a Francisco Solano López. No prevaleció, porque a su vez 
Jlevaba la muerte en las entrañas. El conquistador no pudo aprove­
char la conquista, y fué sucesivamente satélite de otros planetas, o pla­

neta de otros soles." 
Más adelante agrega: "Rosas carecía de fórmulas para resolver la 

gravísima cuestión planteada por la independencia del ~araguay, pero 
en su evidencia de la realidad política, estaba convencido de que un 
Paraguay autónomo era imposible. El Par~guay fué imposibl_e, y antes de 
que transcurrieran treinta años desde el interesado rec~nocim1ento que 
de su independencia hizo el Imperio, la independencia del Paraguay 

había sido destruida por el propio D. Pedro". . 
Pasa así de inmediato a plantear el origen de la independencia del 

Paraguay manifestando que si Rosas tenía razón para no reconocer ~sa 
independencia, "también el Paraguay tenía razón para declararse in-

dependiente y para sostener su independencia". . 
José Gas par Rodríguez de Francia y su sucesor Carlos López tuvie-

1 "una cuestión ·de presente y resolverlo con datos de ron que reso ver . 
· ·ó · dº t " El Brasil país le1·ano con un gobierno bené-mspecc1 n inme 1a a . , ' . . 
volo, a 2500 kilómetros por la vía fluvial y marítima; en ~ambio Bue-
nos Aires, peligro constante de dominación, "era una especie de metró­

poli lo que ningún paraguayo podía aceptar". 
' · 1 · d B os Aires y "bien podía el Brasil era entonces e enemigo e uen . . . 

Paraguay militar en unión. del Brasil. Este hilo sutil de_ sohsm~s JU.stl­
ficaba no sólo al Paraguay sino a Entre Ríos. El engano ~ra mevita­
ble tal vez, pero engaño al fin, y el Brasil se presentó un dia en aguas 

del Paraná". 
Pereyra pretende justificar el error de Francia y ~arl?s López dicien­

do: "Es muy raro que a un gobernante le sea dado _inspirar sus actos en 
consideraciones de un remoto futuro". Creemos sm embargo que ello 

es virtud del gobernante. 
Luego de referirse al aislamiento del Paraguay que, a su criterio, se 

·ustifica como consecuencia de una política realista perfectamente 
J ... . l fdd l"l adaptada al medio, a ese imperio en e on o e una se va , o que 
permite el enorme desarr~llo alcanzado por el Paraguay, p~sa a estu­
diar la opinión de Francisco Solano López sobre la política riopla-

tense. 
Según el autor, Solano López había visto claramente en esas cuestio-

nes de "geografía social" a que nos hemos referido al comienzo y por 
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eso quería detener al Brasil en su expansión formand l trº l · 
cuádruple alianza que reconstituiría sobre bases de l~ba ip e dy auln . . , 1 re acuer o, a 
estructura del V1rremato de Buenos Aires". 

He aquí la gran cuestión ¿Quería 1 s 
con la ~onfederación, la integraciónre;e~:~~~ olan_o -~ópez la unión 
caso, ba10 condiciones compatibles con gu~ Vinemato y, en su 

nuestro mterés n acional? 
Pereyra responde afirmativamente, pero no l d . 

cumenta. De ser ello verdadero se a ' o emuestra m lo do­
quienes conducían la polít" . ' . gravana la responsabilidad de 

. ica internacional de nuestro aís 
Dice Pereyra: "El General Francisco Solano Ló p .. 

misión capital del gobernante ara pez consideraba como 
sil y formar un pacto de unió! conguBayl~ ~ontrariar los avances del Bra-

o iv1a, la Repúbl · A . 
Uruguay. Creía que era forzoso rehacer 1 , ica rgetma y el 

- . . os vmculos formado E 
pana, prescmd1endo de planes de reab "ó s por • s-

sorc1 n de una p . . 
otra, o de un grupo en una provincia rovmc1a por 
desandar lo andado. Pero había que c!rep?nd

1
era:ite. _No era posible 

rregir a dirección" 
¿Pero en que forma quería López esa ·ó ? · 

. um n ¿Era ella t bl 
para los mtereses de la Confederación? R epito ue acep ª e 
muestra. q el autor no lo de-

Afirma que, al asumir López la def~nsa contra 1 B .1 . e ras1 , creyó contar 
con Argentma y Uruguay; pero la desorganizació · 

. . . n mterna de ambas 
no lo hizo posible, y, por el contrario se receló d .. 

d 
' e su pos1c1ón pre-

pon erante. 

Ve en el conflicto paraguayo-brasileño reales inter eses contrapuestos 
que justifican el choque. "He dicho. que no se debe censurar ligera-
mente al Emperador. Los que lo elogian lo elogian por la parte odiosa 
-tal vez necesariamente odiosa, de su papel-, atribuyéndole el mé­
rito de haber dirigido aquella guerra contra un despotismo. No; decir 
esto era un hipócrita velo de la diplomacia. El mérito del Emperador 
se halla en otra parte. Es un mérito como el de López. Ambos se 
odiaban porque eran dos grandes idealistas con fines antagónicos. Su 
lucha fué la contraposición de dos corrientes históricas; el conflicto de 
dos razas". 

Pero en cambio no encuentra justificación posible al choque para­
guay9-argentino, extendiéndose en críticas a Mitre y a su ministro de 
Rel~cion~s Exteriores, Elizalde, en cuanto a la creación diplomática de 
la situaoón que lleva a la guerra; no así con respecto a la iniciación 
de las hostilidades, a los actos de agresión por parte del Paraguay, que 
condena. 

Con la declaración d 1 R ' bl" Ar · e guerra a a epu ica gentma votada por 
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el Congreso del Paraguay y la captura de los buques argentinos en 
Corrientes, "subió López al pináculo de la insensatez política". Con su 
actitud le cerró el paso a la "fuerte opinión pacífica, a la opinión 
antibrasileña y a la opinión antimitrista de los argentinos". 

Estudia los acontecimientos de la revolución uruguaya y los oríge­
nes del entendimiento del Imperio con los revolucionarios de Venan­
cio Flores y con Mitre, origen de la Triple Alianza, fundada para 
nuestro país "sobre la arena de la gloriosa incomprensión de Mitre"; 
pasando de inmediato al comienzo de las hostilidades. 

Critica la diplomacia de López que, titular de una causa inicial­
mente justa, la hizo odiosa por sus errores. Trae a colación los mé­
todos de la diplomacia inglesa, comparándolos con la germana; ésta 
invocando siempre una "ley de necesidad alemana" que la lleva a 
violar la neutralidad de Bélgica o declarar a los tratados "pedazos de 
papel"; y aquélla apareciendo siempre como salvadora de la civiliza­
ción y defensora de la justicia. 

Transcribe el tratado secreto del primero de mayo de 1875 y comenta 
la extraña forma en que el pueblo de los tres países signatarios tuvo 
conocimiento de su contenido, a través del parlamento inglés. 

En dos oportunidades se refiere al aspecto financiero de la guerra. 
Primero el empréstito contratado por Brasil para mantener la guerra 
y la consiguiente expoliación que sufrió por parte de Inglaterra, de la 
que obtuvo 91 millones reconociéndose deudora por 125. Luego, a la 
terminación de la guerra, el Brasil endeudado transfirió sus créditos 
a sus acreedores. "Hizo una guerra sólo para los ingleses". "El Para­
guay libertado y liberalizado se reconoció deudor de ellos por la suma 
de I.348.500 libras esterlinas". A las arcas paraguayas sólo entraron 
200.000. Tiempo después, a cambio de 300.000 hectáreas de tierras 
paraguayas, se redujo el crédito. Nada dice de las finanzas de guerra 
de nuestro país. 

Estudia la oposición interna que soportó Mitre, conflictos que "des­
de junio de 1862 hasta igual mes de 1868 llegaron a ll 7 revoluciones y 
91 combates con muerte de 4,728 ciudadanos'', según el informe pre­
se!l ta do por el senador O roño. 

Reseña la actitud de las repúblicas americanas, muchas de las cuales 
protestaron solemnemente al tener conocimiento de las cláusulas del 
tratado secreto. En modo especial, Perú, Chile, Bolivia y Ecuador. 

Concluye Pereyra, luego de referirse a los últimos acontecimientos 
bélicos en el capítulo "Pisiquiri", que culminan con la muerte de Ló­
pez en Cerro Corá: "El primer paso civilizador que dió el Paraguay 
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d~s~ués de la guerra fué copiar una constitución liberal" Con ante­
no~idad había dicho, refiriéndose al fin de la guerra: "El dominio 
eminente del Estado sobre las tierras en que vi·v · 1 d d. d . , . ia e escen iente e 
los antiguos subd1tos del imperio 1· esuítico era · b . , una mina so re cuya 
riqueza habló con palabra persuasiva el m. b d . 
d . d iem ro e un le1ano sane-

rm e potentados judíos. Un día el infeliz c . 
1 

. 
· d ó ' ampesmo uspanoguara-

ni espert con la noticia de que sus t' 
, , . ierras no estaban amparadas 

por un titulo valido ante la ciencia de gob. 11 d 
b . ierno eva a por las bayo-

netas ras1leñas. El gobierno del Para 1 b ' . 
. guay 1a ia vendido en una 

palabra, las tierras del paraguayo. Esto era ta t · · 
. . n o como s1 hubiera dado 

amos al pueblo. Sindicatos de Nueva York d L dr 
d _ . , e on es y de Amster-

am, eran duenos del cultivador, dueños d 1 . d d . 
d . . . e cm a ano, a quien se 

ec1a que los ejércitos brasileños habían 11 d 1 ta des modernas". eva o e soplo de las liber-

Para concluir, permítasenos transcribir otr á f 
· · . 0 P rra o donde se sin-

tetiza, con tapnte prosa, el pensamiento del t . .. . 
h · 1 , . . au or · A los estadistas 

ay que 1uzgar os segun el cnteno nacional. D p d . . . 
. . · e ro hizo bien s1 

por otros conceptos no le pequd1caba la guerra E t b ' 
. . · s ª a en su terreno 

y procuraba venta1as para su patria. Venancio Flo h' . 
res izo bien: era 

un aventurero, y no se le puede tomar en cuenta com 
. o representante 

del Uruguay. Obraba con la lógica de su miseria polít' p . 
. . , . . ica. ero Mitre, 

presidente de una Confederac10n, Mitre historiador Mit . 
. . . . ' re aspirante a 

primer estadista del continente americano, estaba obligad 
o a ser por 

lo menos un hombre sensato. ¿Lo fué? ¿Puede considerársele , as1 cuan-
do no hizo sino atraer sobre sí mismo, es decir, sobre el jefe de un 
pueblo resp etable, el renombre de una frase populachera, y procurarse 
el negro privilegio de sacrificar a sus intrépidos soldados bajo la pési­
ma dirección de su impericia, por una causa antinacional? 

D. Pedro se equivocaría en los resultados, pero concibió los medios 
como gobernante brasileño. Venancio Flores no podía equivocarse 
en nada, porque no era nada. Mitre no tuvo un solo rasgo que lo 
acredite en este plan. Se engañó como argentino, como gobernante y 
como general. 

CARLOS MARIO STORNI. 
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LA REFORMA CONSTITUCIONAL Y EL ORDEN 
INTERNACIONAL 

Acro de inusitada trascendencia en toda organización política, la refor­
ma de la Constitución Nacional efectuada el 11 de marzo último ha 
proyectado sus soluciones en el triple orden político, económico y social. 
Aquellas que rozan el orden_ político e':1 su .ª~pecto internacional serán 
objeto de esta nota. El cotejo de las d1spos1c10nes de una y otra cons­
titución -la que nos regía y la que ahora nos rige- bastará para 
señalar, frente al texto mismo, el alcance de las reformas promovidas, 
sin perjuicio de comentar las más sobresalientes. Se han incluído, asi­
mismo, aquellos artículos que, aun sin haber experimentado modifi­
cación alguna, forman parte del con junto de disposiciones jurídico­
internacionales de nuestra Constitución. 

1949 
PREÁMBULO. - .•..•... ; ratificando la 

irrevocable decisión de constituir una 

Nación socialmente justa, económicamen-
te libre y políticamente soberana ..... . 

1853 

La inserción, en el Preámbulo, de la frase transcripta, reviste 
impor tancia capital. Porque incluye, entre los ~ines del es_rado argen­
tino consignados en dicho texto, una declarac~ón que ~firma la vo­
luntad de realizar una política internacional mdependiente. De ahí 
los muy serios problemas que puede traer .aparejada la ratificación, 
por nuestro país, "de instrumentos internac1~na les como el Tr~taclo 
Interamericano ele Asistencia Recíproca suscrito en la conferencia de 
Petrópolis en 24 ele setiembre ele 194 7, y la Carta de Organización de 
los Estados Americanos que aprobó la 9"1 conferencia interamericana 
reunida en Bogot<I., en 30 de abri l de 1948. El art. 39, inc. 19 de aquél 
impone a sus partes integrantes u na reacción uniforme y común contra 
tocio ataque a un estado americano. Y el art. 33 de aquélla atribuye 
a las conferencias interamericanas el carácter de "órgano supremo" 
de la organización y las facu lta para decidir "la acción y la política 
generales" de la misma. 

1949 
ART. 911 - En todo el 1crritorio de la 

Nación no habrá más aduanas que las 

nacionales . . · 
ART. 15.- . .. ..... . ............... . 

El Estado no reconoce organizaciones 
nacionales o internacionales cualesquiera 

1853 
ART. 90-id. 
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que sean sus fines, que sustenten princi­
pios opuestos a las libertades individua­
les reconocidas en esta Constitución o 
atentatorias al sistema democrático en 
que ésta se inspira. Quienes pertenezcan 
a cualquiera de las organizaciones alu­
didas no podrán desempeiiar funciones 

públicas en ninguno de los poderes del 

Estado. 

ART. 17. - El Gobierno federal fomen­
tará la inmigración europea; y no podrá 
restringir, limi tar ni gravar con impues­
to alguno Ja entrada en el territorio ar­
gen tino de Jos extranjeros que traigan 
por objeto labrar la tierra, mejorar las 

• industrias, e introducir y ensefiar las 

ciencias y las artes. 
ART. 18. - La navegación de los r íos 

interiores de Ja Nación es libre a todas 
las banderas en cuanto 110 contraríe las 
exigencias de la defensa, la seguridad co­

mún o el bien general del Estado y cor\ 
sujeción a Jos reglamentos que dicte la 

autoridad nacional. 

Ar.T. 25. - icl . 

ART. 26. - La navegación de los ríos 
interiores de la Nación es libre para to­
das las banderas, con sujeción únicamen­
te a los reglamentos que d icte la auto­
ridad nacional. 

El antiguo art. 26, objeto, desde tiempo atrás,' de fu~~adas crít~cas, 
ha sido sustituído por uno nuevo que, aunque lo modifica, mantiene 
en pie el discutido principio de navegación de los. ríos aplicado a la 
de los ríos nacionales de un país. Proyectos anteriores a la reforma, 
como el de los diputados nacional~s ~icar?o C. Guardo y ~ohn Cooke, 
que concretaron las aspiraciones nac10nahstas en la materia, .10 sueri­
mían lisa y llan amente. De este modo, no se creaba co~promiso unila­
teral alguno para la Argentina. La re~o.rma somet_e, sm . embargo, la 
aplicación d el citado principio, a cond1c,10nes que impedirían su apli­
cación contra los intereses de nuestro pais. 

1949 
ART. 19. - El Gobierno federal está 

obligado a a fianzar sus relaciones de 

paz y comercio con las potencias extran­
jeras por medio de tratados que estén 
en conformidad con Jos principios de 
derecho público establecid~ en esta Cons­
titución. 

ART. 22. - Esta Constitución y las leyes 
de la Nación que en su consecuencia se 
dicten por el Congreso y Jos tratados 

---------------------

1853 
ART. 27. - id. 

ART. 31. - id. 
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con las potencias extranjeras son la ley 
suprema de Ja Nación; ...... ....... . . 

ART. 27. - En la Nación Argentina no 
hay esclavos. Los que de cualquier mo­
do se introduzcan, quedan libres por el 
solo hecho de pisar el territorio de la 
Reptíblica. 

ART. 31. - Los extranjeros que entren 

en el país sin violar las leyes, gozan de 
todos Jos derechos civiles de los argen­
tinos, como también de los derechos • 
jJolíticos después de cinco mios de haber 
obtenido la 11acio11alidad. A su pedido 

podrán naturalizarse si han residido dos 1 
afios cont!nuos en el territorio de Ja 
Nación, y adquirfrán automáticamente 
la nacionalidad transcurridos cinco aiios 

continuados de residencia, salvo expresa 1 
111n11ifestació11 e11 contrario. 

La ley establecerá las causas, formali- \ 
dades y condiciones para el otorgamiento 
de Ja nacionalidad y para su privación, , 
as! como para expulsa r del país a Jos 

extranjeros. 

ART. 15. - En la Nación Argentina no 
hay esclavos; los pocos que hoy existen 
quedan libres desde Ja jura de esta 
Constitución; y una ley especial reglará 
las indemnizaciones a que dé lugar esta 
declaración. Todo contrato de compra y 
venta de personas es un crimen de que 
serán responsables los que lo celebra­
sen, y el escribano o funcionario que Jo 
autorice. Y los esclavos que de cualquier 
modo se introduzcan, quedan libres por 
el solo hecho de p isar el territorio de 
la República. 

ART. 20. - Los extranjeros gozan en el 
territorio de la Nación de todos los de­
rechos civiles del ciudadano; pueden 
ejercer su industria, comercio y profesión; 
poseer bienes raíces, comprarlos y ena­
jenarlos; naYegar los ríos y cos tas; ejer­
car libremente su culto; testar y casarse 
conforme a las leyes. No están obligados 
a admitir la ciudadanía, ni a pagar con­
tribuciones forzosas extraordinarias. Ob­
tienen nacionalización residiendo dos 
aiios contínuos en la Nación; pero la 
autoridad puede acortar este término a 
favor del que lo solicite alegando y pro­
bando servicios a la República. 

No hay modificación substancial en cuanto al status del extranjero. 
Se limita, no obstante, su otorgamiento, a aquellos extranjeros que 
entren en el país sin violar las leyes, disposición acertada, por cuanto 
pone fin a beneficios incompatibles con la inmigración clandestina. En 
cuanto a la naturalización, se establece variantes que son acertad as 
también. Siempre podrán naturalizarse los extranjeros después de resi­
dir dos años continuos en el país; no ejercerán, empero, derechos polí­
ticos, sino a los cinco años d e haber obtenido la nacionalidad argen­
tina. Los extranj eros que hayan residido en el mismo durante cinco 
años consecutivos adquirirán automáticamente dicha nacionalidad si 
no se opusieran expresamente a el!º· yaie decir que la .reforma ad~p~a 
1 conocido sistema de la naturalización de los extran1eros por mm1s­
~erio de la ley, que algunos llaman d~ ciudadanía automática. Recoge, 
or consiguiente, d a ntecedente del i~teresante proyecto sobre ley de 

~xtranjeros presentaci0 en 1876, a la camara de que entonces formaba 

• 
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parte, el diputado nacional y eminente internacionalista argentino doc­
tor E_stanisl~~ S. Zeballos: Además,_ la _reforma establece que un

1

a ley 
e~pecial reg~ra el otorgamiento y pnvac1ón de Ja nacionalidad, y expul­
sión del pais de los extranjeras. 

1949 

ART. 32. - Todo ciudadano argentino es­
tá obligado a armarse en defensa de la 
Patria y de esta Co nstitución, conforme 

a las leyes que al efecto dicte el Con­
greso y a los decretos del Ejecutivo na­

cional. 

1853 
A RT. 21. - id. 

Los ciudadanos por naturalización son 
libre~ el: prestar o no este seroicio por 
el termino de diez a1ios, contados descle 
e~ d{a en que obtengan su carta ele 
c11uladanía. 

La opción de prestar o no el servicio mili tar a 1 · 
turalizados h a sido suprimida. T odos los ciuda~a~ª os cmdadan~s na­
de los· beneficios que la ley les concede; todos d oesb gozan,. por igual, 

l
. 1 . d .d 1 en, por lo tanto 

cump ir, en a m isma me 1 a, as obligaciones que 11 1 · ' 
La distincióJl entre ciudadanos nativos y naturalizadoe ª e1s imponga. 
· 1 d f d 1 P · · s en o que con-cierne a a e ·ensa e a atn a comun, como venta1·a . 1 · · · · par a os extran-

jeros que qu1s1eren incorporarse a nuestra nacionalidad . 
- si es que alguna vez la tuvo- razón de ser. • ' no tiene ya 

1949 

ART. 33. - La traición contra la Nación 

consistirá únicamente en tomar las ar­
mas contra ella o en uni rse a sus ene­

migos prestándoles ayuda y socorro .... • 
ART. 34 . - En caso de conmoción in­

terior o de ataque ex terior, que ponga 
en peligro el ejercicio de esta Consti­
w ción y de las autoridades creadas por 
ella, se declarará en estado de sitio Ja 

provincia o territorio en donde exista 
Ja perturbación del orden quedando sus­

p ensas allí las garantías constituciona-

les ......... . · · .. · · · · · · · · · · ..... . ... . . 
Podrá declararse asimismo el estado 

de prevención y alarma en caso de 

alteración del orden público q ue ame­
nace perturbar el normal clesenvolv1'­
mienl0 ele Ja vida o las actividades pri-

mordiales de la población ........ . .. . 

ART. 103. - id. 

ART. 23. - En caso de conmoci·ó . . n inte-
rior o de ataque exterior que pon n 
en peligro el ejercicio de esta Const~u­
ción y de las a u toridades creadas por 
ella, se declararán en estado de sitio la 
provincia o territorio en donde exista 

Ja perturbación del orden quedando sus­

pensas all í las garantías constituciona-

les ..................... .. . . ... .... .. . 
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ART. 38.- .. . ...... . ........ Ningún 
cuerpo a rmado puede hacer requisiciones 
ni exigir auxilios de ninguna especie 
en tiempo de paz. 

ART. 40. - . . . . . . . . . . . . . Salvo la im­
portación y exportación, que estarán a 
cargo del Estado de acuerdo con las li­

mitaciones y el régimen que se deter­
mine por ley, toda actividad económica 
se organizar:\ conforme a la libre inicia­

tiva privada, siempre que no tenga por 
fin ostensible o encubierto dominar Jos 
mercados nacionales ...... . .......... . 

A RT. 5•1. - Corresponde también al 
Senado autorizar al presidente de la 
Nación para que declare en estado de 
sitio uno o varios puntos de la Repú­

blica en caso de ataque exterior. 
ART. 68. - Corresponde al Congreso: 
1 \>) Legislar sobre las aduanas ex te· 

riores y establecer los derechos de im· 
portación y exportación; ........... . . 

9Q) Reglamentar la navegación de los 
ríos, habi lita r los puertos que considere 
convenientes y crear y suprimir aduanas; 

ART. 17. - ....... . .. . ...... . Ningún 
cuerpo armado puede hacer requisicio­
nes, ni exigir auxilios de ninguna es­
pecie. 

ART. 53. - id. 

ART 67. - Corresponde al Congreso: 
JQ) Legislar sobre las aduanas exte­

riores y establecer los derechos de im­
port.ación, Jos cuales, así como las ava­
luaciones sobre que reca igan, serán uni­
formes en toda la Nación; bien entendido 
que l-stas, así como las demás contri­
buciones nacionales, podr:ln ser satisfe­
chas en Ja moneda que fuese corriente 
en las provincias respectivas, por su 
justo equivalente. Establecer igualmente 
los derechos de exportación. 

90) Reglamentar Ja libre navegaciqn 
de los ríos interiores, habilitar los puer­
tos que considere convenientes y crear 
y suprimir aduanas, sin que puedan su­
primirse las aduanas exteriores que exis­
tía n en cada provincia al tiempo de 
su incorporación. 

No obstante que el art. 18 conserva el principio de libre navegación, 
se ha suprimido en este inciso la palabra libre. Concuerda ello, sin 
duda, con el espíritu restrictivo de dicho art. 18. 

1949 

11º) Dictar los cód igos Civil, de Co­
mercio, P enal, ele Minería, Aero11duti­

co . . . , y especia lmen te leyes generales pa· 
ra toda la Nación sobre naturalización 

• 

1853 

l l\>) Dictar los códigos Civil, Comer­
cial, Penal, de Minería, . . . , y especial ­
mente leyes generales para toda la Na­
ción sobre naturalización y ciudadan ía , 
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y ciudadanía, con arreglo al princ1p10 
de la nacionalidad natural, . .. ....... . 

129) Reglar el comercio con las nacio-
nes extranjeras ...................... . 

149) Arreglar definitivamente los lí­
mites del territorio de Ja Nación, ..... 

199) Aprobar o desechar los tratados 
concluidos con las demás naciones, y Jos 
concordatos con la Silla Apostólica; y 
arreglar el ejercicio del Patronato en 
toda la Nación; 

219) Autorizar al Poder Ejecutivo para 
declarar la guerra o hacer la paz; 

229) Autorizar represalias y establecer 
reglamentos para las presas; 

con arreglo al principio de la ciudada-
nía natural; ......................... . 

129) Reglar el comercio marítimo y 
terrestre con las naciones extranjeras, . ... 

149) id. 

199) id. 

219) id. 

229) Conceder jmtentes de corso y de 
represalias, y establecer reglamentos pa· 
ra las presas. 

Poco después de sancionada la Constitución de 1853 l Ar · 
adhirió (19 octubre 1856) a la declaración de Par' 'd ª ge~tma - . . . is e ese mismo 
ano, por la que se convmo la abolición del corso La d' · 'ó . . 1 dó b , . . ispos1c1 n cons-
t1tuoona que , no o stante, valida, pues podía pi·ese t . 1 
d 

, . n a1se e caso 
e guerra con algun estado no adherido a dicha Decla. 'ó p . 

1 
. 1 h' . d 1 iac1 n. e10 

p
1
au atmamente o icd1eron to os - sa

1 
vo Estados Unidos- y, además, 

e corso como arma e guerra resu ta anacrónico De ah ' 1 . . · i que os 
nuevos arts. 68, me. 22, y 83, me. 18, no contengan ya la parte . f _ 

1 · ·ó 'ó d 1 ie e rente a a autonzac1 n y conces1 n e as patentes de corso. Ell 
· d · ' 1 d 1 1 ° no impe ina, 1 ega o e caso, su emp eo, como forma de represalia. 

1949 

239) Fijar las fuerzas armadas en tiem­
po de paz y ele guerra; establecer regla· 
mentos y ordenanzas para el gobierno 
de dichas fuerzas, y dictar leyes especia­
les sobre expropiaciones y requisiciones 
en tiempo de guerra; 

2-19) Permitir la introducción de fuer· 
zas extranjeras en el territorio de la 
Nación y la salida de las fuerzas nacio· 
nales fuera de él, excepto cuando tengan 
como f1ropósito razones de cortes/a in ter· 
nacio11al. En este caso bastará la a11tori· 
zación del Poder Ejecutivo; 

1853 

239) Fijar la fuerza de línea de tierra 
y de mar, en tiempo de paz y guerra; 
r formar reglamentos y ordenanzas para 
el gobierno de dichos ejércitos. 

25Q) Permitir la introducción de tro­
pas extranjeras en el territorio ele la 
Nación y la salida de las fuerza . s nacio-
nales fuera de él. 

Es de recordar que, : n ta l caso, las tr~pas asu.me~ el carácter de 
representantes temporarios del Estado nac10nal. S1 bien éstas 
d d 

carecen 
e esta o diplomático, gozan de privilegios e inmunidades. 

• 

• .._ _________________ ~ 
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1949 
259) Declarar en estado de sitio uno 

o varios puntos de la Nación en caso 
de conmoción interior, y aprobar o sus­
pender el escado de sitio declarado du­
rante su receso por el Poder Ejecutivo: 

ART. 75. - El Poder Ejecutivo de Ja 
Nación será clcsempeiiado por un ciu­
dadano con el título de "Presidente de 
la Nación Argentina". 

ART. 83. - El Presidente de la Nación 
tiene las siguientes atribuciones: 

10) Es el jcíe supremo de la Nación, 
y tiene a su cargo la administración ge· 
neral del país; 

89) Ejerce los derechos del Patronato 
nacional en la presentación de obispos 
para las iglesias catedrales, a propuesta 
en terna del Senado; 

99) Concede el pase o retiene Jos de­
cretos ele los concilios, las bulas, breves 
y rescriptos del Sumo Pontífice de Roma 
con acuerdo de la Corte Suprema; re­
quiriéndose una ley cuando contienen 
disposiciones generales y permanentes; 

109) Nombra y remueve los embaja· 
dores y ministros plenipotenciarios con 
acuerdo del Senado: y por sí solo nom· 
bra y remueve los ministros del despa· 
cho, los oficiales de sus secretarlas, Jos 
agentes consulares y dem:is empleados 
de la administración cuyo nombra­
miento no est:i reglado de o tra manera 
por es ta Constitución; 

1853 
26º) id. 

ART. 74. - id. 

ART. 86. - id. 

19) id. 

89) id. 

99) id. 

100) Nombra y remueve a los ministros 
plenipotenciarios y Encargados de Ne­
gocio, con acuerdo del Senado; id. id. 

En ~91 4, al eleva.rse, por razones d e .reciprocidad, la representación 
argentma en Wáshmgton a la categona de embajada, se suscitó un 
interesante debate en el Congreso. El diputado Luis María Drago 
sostuvo que la enumeración del art. 86, inc. 10, era taxativa, o sea 
que no podía crearse, constitucionalmente, la categoría de em bajador. 
El ministro .José Luis Murature y el diputado Emilio Frers afirmaron, 
en cambio, -criterio que predominó- que el término ministro pleni­
potenciario era una designación genérica que incluía a los embajado­
res. Se crearon, desde entonces, numerosas embaj adas, y la ley 12.951 
de servicio exterior de la Nación no hizo sino reconocer la situación 
real al encabezar las categorías diplomáticas con la del embajador. La 
r eforma constitucional hace ahora lo propio . 
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1949 
119) Concluye y firma tratados de paz, 

de comercio, de navegación, de alianza, 
de límites y de neutralidad, concordatos 
y o tras negociaciones requeridas para el 
mantenimiento de buenas relaciones con 
las potencias extranjeras, recibe sus re­
presentaciones y admite sus cónsules; 
. ~8º) Declara Ja guerra y concede 1 

qinas de represalia con autorización y 
aprobación del Congreso; 

1'90) Declara en estado de sitio uno o 
varios puntos de la Nación en caso de 
alaque exterior y por un término limi­
tado, con acuerdo del Senado. En caso 
de conmoción interior, sólo tiene esta 
facultad cuando el Congreso está en re­
ceso, porque es atribución que corres­
ponde a este cuerpo. D eclara también el 
estado de prevención y alarma en uno 
o varios puntos del país en caso de alte­
ración del orden público que amenace 
perturbar el normal desenvolvimiento de 
Ja vida o las actividades primordiales de 
Ja población, por un término limitado y 
da cuenta al Congreso. El presidente 
ejerce estas atribuciones dentro de Jos 
limites prescriptos por el artículo 31; 

220) El presidente tendrá facultad pa· 
ra llenar las vacantes de los empleos que 
requieran el acuerdo del Senado, y que 
ocurran durante su receso por medio de 
nombramientos en comisión, que debe­
rán ser considerados en Ja legislatura 
inmedia ta; 

ART. 95. - Corresponde a Ja Corte Su­
prema de Justicia y a los tribunales in­
feriores de Ja Nación, el conocimiemo 

y decisión de todas las causas q ue ver­
sen sobre puntos regidos por la Consti­
tución; por las leyes de Ja Nación con 
la reserva hecha en el inciso 11 del ar-
tículo 68, y por los tratados con las 
naciones extranjeras; de las causas con-
cernientes a embajadores, ministros ple-

1853 
149) id 

. . ............. , recibe sus Ministros 
y admite sus cónsules. 

180) Declara Ja guerra y concede pa­
tentes de corso 1 y cartas de represalias 
con au torización y aprobación del Con· 
greso. 

190) Declara en estado de sitio u no o 
\'arios puntos de la Nación en caso de 
ataque exterior y por un término limi­
tado, con acuerdo del Senado. En caso 
de conmoción imerior, sólo tiene esta 
facultad cuando el Congreso está en re­
ceso, porque es atribución que corres­
ponde a este cuerpo. El Presidente la 
ejerce con las limitaciones prescriptas en 
el art. 23. 

229) . . . . . . . . . . . . . . . . por medio de 
nombramientos en comisión que expirl!-· 
rán al final de la próxima legislatura. 

ART. 100. - id ...... ......... ; de las 
causas que se susciten entre .. . ... una 
provincia o sus vecinos contra un Estado 
o ciudadano extranjero. 

' V. comentario de los ans. 68, inc. 22 y 67, inc. 22, de las constituciones de 
1949 y 1853, respectivamente. 
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nipotenciarios y cónsules extranjeros; de 
las de almirantazgo y jurisdicción marí­
tima v aeronáutica; de los asuntos en que 
la Na

0

ción sea parte; ........... ; de las 
causas . . . . . . . . . . . que se susciten entre 
.......... • la Nación o una provincia o 
sus vecinos con un Estado extranjero. 

El "fuero de extranjería" -jurisd.icci?n federal facult~tiva para . el . 
extranjero- reconocido por la Const1tuc1ón de 1853, ha sido ah?ra. s:i-. 
primido. Si su existencia tuvo moti~'º en época.s .en .q.ue la 1ust1cia 
ordinaria del país no esta?a aún afianza~a, es m1ust1hcable hoy en 
d ía, pues resulta incompatible con la pandad de derechos entre na­
cionales y extranj eros. 

1949 
:\RT. 96. - La Corte Suprema de J us­

ticia conocerá originaria y exclusivamen­
te en las causas que se susciten entre 
Ja Nación o una provincia o sus vecinos 
con un Estado extranjero; en las causas 
concernientes a embajadores; ministros 
plenipotenciarios o cónsules extranjeros 

ART. 101. - Las provincias no ejercen 
el poder delegado a la Nación. No pue­
den celebrar tratados parciales de ca­
rácter polft ico ni expedir leyes sobre 
comercio o navegación interior o exte· 
rior; ni establecer aduanas provinciales; 
. . . ni dictar especialmente leyes sobre 
ciudada nía y natura liz.,ción ... ; nj ar­
mar buques de guerra o levantar ejérci· 
tos, salvo en el caso de invasión exterior 
o de un peligro tan inminente que no 
admita dilación, de lo que dará cuenta 
al Gobierno Federal; ni nombrar o re­
cibir agentes extranjeros; ni admitir nue­
vas órdenes religiosas. 

ART. 102. - Ninguna provincia puede 
declarar, ni hacer la guerra a otra pro· 
vincia. Sus quejas deben ser sometidas a 
la Corle Suprema de Justicia y dirimidas 
por ella. Sus hostilidades de hecho son 
actos de guerra civil, ca lificados de sedi· 
ción o asonada, que el Gobierno Fede-

1853 
ART. 101. - En estos casos la Corte Su­

prema ejercerá su jurisdicción según las 
reglas y excepciones que prescriba el 
Congreso; pero en todos los asuntos con-

1 cernientes a Embajadores, Ministros pú-
1 blicos y Cónsules extranjeros, . . . . . . la 
' ejercerá originaria y exclusivamente. 
1 

ART. 108. - id . 

ART. 10!). - iu. 
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ral debe sofocar y reprimir conforme a 
la ley. 

DISPOS!ClONES TRANSITORIAS. - l ": Hasta 
tanto el Congreso sancione la ley or­
gánica de los ministerios, el despacho de 
los negocios de la Nación estará a cargo 
de los siguientes departamentos: Rela ­
ciones Exteriores, etc. . . .. .. 

ART. 87. - Ocho Ministros Secretarios 
tendrán a su cargo el despacho de los 
negocios de la Nación, y refrendarán y 
legalizarán los actos del Presidente por 
medio de su firma, sin cuyo requisito 
carecen de eficacia. Una ley especial 
deslindará los ramos del respectivo des­
pacho de los Ministros. 

De las reformas comentadas puede decirse que ellas no alteran fun­
damentalmente el criterio liberal con que fué sancionada nuestra Carta 
Magna en 1853. Sin embargo, la d el Preámbulo y arts. 20, 21, 26, 67, 
inc. 99, y 100 (actuales 31, 32, 18, 68, inc. 99, 95, respectivamente), 
merecen destacarse. Traen ellas a la Constitución una sana orientación 
nacionalista, que puede sintetizarse con las mismas palabras del Pre­
ámbulo: "ratificar la irrevocable decisión de constituir una Nación 
socialmente justa, económicamente libre y políticamente soberana." 

INFORMACIÓN INTERNACIONAL 

}NFORMAC IONES VARIAS 

EN EL período que abarca los meses de abril y mayo y principios del 
mes de junio, señalamos, como de más significativo alcance, en el orden 
internacional, los siguientes acontecimientos: 

El caso de España volvió a ocupar la Asamblea General de la U:N. 
en la segunda parte de su T ercera Sesión, desarrollada en Flushmg 
Meadows a partir del 6 de abril. 

Fué considerada en el seno de la Comisión Política de la Asamblea 
una moción presentada por Brasil, Bolivia, Colombia y Perú cuya 
parte dispositiva estaba concebida en los siguientes térm.inos: "La As.am­
blea General . .. Resuelve: Sin perjuicio de las declaraciones contenidas 
en la resolución del 12 de diciembre de 1946, dejar en libertad abso­
luta de acción a los Estados miembros con respecto a sus relaciones 
diplomáticas con España" . Esta moción dejaba, sin embargo, en vig~r 
las cláusulas de 1946 que impedían el ingreso en la U .N. de Espana 
y la excluían de Jos organismos especializados. Si bien el proyecto f~1é 
aprobado en la Comisión Política por una mayoría de 25 votos afir­
mativos contra 16 negativos, fué en definitiva rechazada por la Asam­
blea General donde no contó con Ja mayoría de Jos dos tercios req ue­
rida. El caso de España quedó pues postergado en su consideración 
h asta una nueva sesión de Ja Asamblea, a pesar de los esfuerzos de 
varias naciones americanas -entre las cuales se contó Ja Argentina- por 
llegar a una solución justa. El voto argentino fué fundado por el 
delegado doctor José Arce en Jos siguientes términos: "La Carta ha 
sido creada para mantener la paz y no para cambiar regímenes políti­
cos . . . Cuanto trate de hacer Ja U.N. sobrepasando la autoridad que 
expresamente le ha sido otorgada por los Estados miembros, constituye 
una intromisión y conduce a la guerra". Al referirse, entonces, a la 
moción, dijo que no creía que ella fuese necesaria, por tener ya los 
países miembros libertad de acción para restablecer las relaciones nor­
males con Franco. Declaró que todo debate era lisa y llanamente una 
pérdida de tiempo. "Sin embargo, terminó diciendo, la Argentina 
apoyará la moción simplemente para confirmar el hecho de que la re­
solución de 1946 no existe". 

Fué rechazada igualmente una moción polaca censurando el régi-
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men del General Franco y solicitando de la UN la p h'b ' 'ó l 
d · b · · ro i ic1 n a os esta os m1em ros de formalizar toda clase de trat d · 

con España. a os y convenios 

• 
El in?"incado problema de las colonias italianas fué llevado ante la 

U.N., visto el fracaso de los esfuerzos previos realizados p 11 
un acuerdo. ara egar a 

El Comité político de la Asamblea en cu os d b · · 
Italia a participar, aprobp un plan pr~parado y or l~s act=~cf ué mv1ta~a 
y Sforza, estableciendo el reparto de las colonp1·a ºt lº lleres Bevm 
· G B - · . s i a mas entre Fran Cia, . ran reta.na, !taha y Etiopía, ya en fideicomiso -

anexión. Posteriormente, ese plan fué rechazado or l; 1.ª en franca 
neral, quedando el asunto, como en el caso de Es !ña samblea Ge­
una próxima sesión del organismo Los pa1'ses plat· , poste~gado hasta 
h b , · mo-amencanos 

a ian aprobado el plan Bevin-Sforza como una solució , . ' que 
taron negativamente en la Asamblea después u f n mm1ma, vo-
cláusula de_ concesión de Tripolitania en fideic¿meiso u:r~t:~~hazad~ la 
rada es~i:icial por esos países. Sus esfuerzos, puestos en 'a~onside­
de manifiesto I?ºr la actividad. y las palabras del delegado is:r p~te 
fueron agradecidos por el gobierno italiano. gentmo, 

.i;:1 Common~ealth pro.sigue en su incruenta transformación y ada _ 
tación a las circunstancias políticas. Los primeros ministros d lp 
Países qu l · · e os 

. e o mtegran, reumdos en Londres después del 21 de abril 
s~ dedicar?1: a la búsqueda de una fórmula para la India, ue ermi~ 
:~er; con~har su carácter de república independiente y so~ra! con 

N _eseo e no romper totalmente sus vínculos con la Comunidad de 
aciones. 
Lo ·11 s canc1 _e~es llegaron a formular una solución que puso una vez 

~ás de manifiesto la maravillosa elasticidad del gen io político britá-
nico· la Ind1· · ' blº l 'b · Re · .. ~ sera una repu. 1ca 1 r_e ~ mdependiente y aceptará al 

. Y como s1mbolo de la libre asociación de sus naciones indepen­
~~entes _y, como tal, jefe del Commonwealth". Fué suprimido, en cam­
d io, el Juramento de lealtad a la Corona británica. Se señaló, después 

e los debates, que esta revolucionaria combinación diplomática tenía 
un antecedente histórico: "la tradicional capacidad del Commonwealth 
para rob.ust~cer su unidad de propósito, aunque siempre adaptando 
su organización y sus procedimientos al cambio de las circunstancias". 

• 
~ur d~stinta ha sido la conclusión del caso de Irlanda. 
é n d ª ascua de Resurrección de este año, 33 años exactamente d 

pu s e aquella Pascua de Resurrección en que corrió sangre de P~~ 
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triotas irlandeses, mártires de la independencia de su patria, Irlanda 
disolvió los últimos vínculos que la unían a la Corona británica, de­
rogando la Ley llamada de los Poderes Ejecutivos que concedía al Rey 
el derecho de nombrar a los representantes diplomáticos del país. Con 
esta medida, recobró su entera soberanía la República Libre de Ir­
landa, que por un Acta del Parlamento británico tenía gobierno propio 
desde el año 1921. 

Los seis condados del Ulster que integran la Irlanda del Norte per­
manecen adheridos al Reino Unido, habiendo rechazado hasta ahora 
todo intento de reunión con la Irlanda independiente. El -Parlamento 
británico ratificó, por otra parte, su intención de conservar su predo­
minio político sobre esa provincia del norte. 

• 
Fué firmado en Wáshington, el 4 de abril, el Pacto de Defensa del 

Atlántico Norte. Los cancilleres de los doce países firmantes acudieron 
a la Capital de los Estados Unidos para el acto. El pacto fué firmado 
por Bélgica, Canadá, Dinamarca, Estados Unidos, Francia, Gran Bre­
taña, Holanda, I slandia, I talia, Luxemburgo, Noruega y Portugal. 

La disposición principal de este acuerdo defensivo regional establece 
que un ataque armado contra cualquiera de las potencias signatarias 
será considerado como un ataque contra todas ellas; éstas podrán adop­
tar todas aquellas medidas que estimen necesarias, inclusive la fuerza 
armada, para mantener y restablecer la paz en el Atlántico Norte, todo 
ello sujeto a las decisiones que el Consejo de Seguridad de la U.N. 
pudiera adoptar para mantener o restablecer la paz y la seguridad in­
ternacionales. 

La duración del Pacto es teóricamente indefinida, pero sus cláusulas 
podrán ser revisadas a los diez años de entrar en vigor; entrará a 
regir con la ratificación de los siete países que lo negociaron origina­
riamente. 

La firma de este trascendental documento internacional implica un 
impor tante cambio en la política exterior norteamericana, tradicional­
mente opuesta a suscribir alianzas con países extracontinentales. Se 
trata, evidentemente, de una medida tendiente a completar un amplio 
sistema de defensa cuyo antecedente más importante se halla en la 
conclusión del Tratado de Defensa Continental de Río de Janeiro. 

Visto el éxito político que este acuerdo defensivo del Atlántico Norte 
significa para los Estados Unidos, existen opiniones tendientes a la 
formulación de convenios semejantes, tanto en el Mediterráneo como 
en el Pacífico si bien ello puede ser considerado como muy proble­
mático. El primero de estos eventuales acuerdos traería aparejado el 
planteo de la participación española, geográficamente ineludible. 

En vísperas de firmarse el Pacto de Defensa del Atlántico Norte, la 
Unión Soviética hizo llegar a los gobiernos de los países participantes 
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un memorándum de protesta contra el acuerdo inminente denunciando 
su carácter agresivo _contra la U.~.S.S_. Agregaba el Me~orándum que 
e~ Pacto_ buscaba mmar la Organización de las Naciones Unidas y era 
v10latono de los tratados anglo-soviético de 1942, franco soviético de 
1944, y de_ lo~ acuerdos de Postdam y Yalta. Las violentas acusaciones 
rusas pros1gmeron, posteriormente, en el seno de la Asamblea General 
de la U.N. 

La firma de este Pacto incidirá sobre Ja Unió E · 'd 
con anterioridad por Francia Gran Bretaña y In •Nurorea, codnslt1Btui a 
Ju d b á f · ' as ... ac1ones e ene­

x, q~e e er su nr reformas para adaptarla al cuadro más am lío 
del reciente acuerdo del Atlántico Norte. p 

La situación de Alemania · ó d 
dones que hicieron renacer ctegistr . u:ante este período, modifica­
justificado. erto optimismo; éste resultó luego poco 

Después de conversaciones seer t 
de febrero entre los deleg d e as, qu~ se desarrollaron desde el mes 
sejo de Ja U .N ., señores ;~~i nor:~~:encano Y sovié~ico, ante el _Con­
levantamiento del bloqueo d ~ Jlí P Y Jaco? Mahk, se anunció el 
cilleres de las cuatro potenc~ er n Y la próxima reunión de los can-

ias ocupantes p á El levantamiento del bloq 
1 

ara tratar el caso alero n. 
ueo tuvo ugar el 12 d ºó de cancilleres se inauguró en p , 

1 
e mayo. La reum n 

. aris e 23 del · d considerar en primer término 1 bl mismo mes, entran o a 
mania. No se llegó a nin na e 1 pr? ema de la unificación de Ale-
las irreconciliables posicio~s d:~ ~~~~n, pues se encontraron de nuevo 
volver a las bases fijadas Por 1 A Y del Oeste, los rusos deseando 
cuatripartito en el que de d ~ cuerdo de Postdam y a un control 
las otras tres potencias' ocus e tuego, cons~rvarían un derecho de veto, 
gobierno militar en Alema~~n es tropon_iendo la eliminación de todo 
controlados por los comu . 

1
tª Y ª

1 
reun~ón de los estados orientales, 

Federal Alemana v· t nisfras, a a recientemente creada República 
. . is o su acaso en . 

nidos se dedicaron al estudio d 
1 

este. p _unto, los cancilleres reu-
Berlín, donde dicho sea d e compleJlsimo problema creado en 
hecho y parcialmente. e paso, el bloqueo ha sido restablecido de 

Con motivo de la reunión d l 
recordada la actividad d 1 e os cuatro cancilleres en París, ha sido 
c~ra Asamblea General ~S: 1:gada por el delegado argentino a la Ter­
fhcto de Berlín sobre 1 b U.N. para buscar una solución al con­
o total del bloque i3 ase, precisamente, del levantamiento parcial 
de los cuatro "gra ºdY ,,ª posterior reunión del Consejo de Cancilleres p n es . 

aralelamente con las ne . . 
París, los estados ocu gdociac1ones que llevaron a la reunión de 

b pantes el O e t 1 so re el Estatuto d . s e a emán llegaron a un acuerdo r e ocupación de Al · 
P ias facultades al futuro b º emania, en el que conceden a rn· 

go ierno alemán en . . . 1 
materia mterna, legis a-
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tiva, ejecutiva y judicial, aunque conservando para sí el derecho de 
veto sobre las leyes y disposiciones alemanas consideradas como vi<;>la­
torias de la Consútución germana o que amenacen la paz. Posterior­
mente, el 8 de mayo, la Convención Constituyente reunida en Bonn 
aprobó una Constitución creando una República Federal Alemana. 
En el Este, un Congreso el Pueblo, compuesto de unos 2.000 repre­
sentantes en su mayoría comunistas, ratificó la Constitución para un 
estado de inspiración rusa. 

Antecedentes son éstos que hacen innecesario todo comentario, y, 
particularmente, todo comentario de carácter jurídico. La pasión ideo­
lógica y política que divide_ al m~ndo ocupa, por lo visto, t<;>do el 
escenario en la mente de qmenes tienen a su cargo la concertación de 
un orden internacional en esta ya larga post-guerra. 

A CTIVIDAD I NTERN ACIONAL DE LA R EPÚBLJCA ARGENTINA 

LA República Argentina prosigue con firmeza en su políti.ca de acer­
camiento y amistad con todos los países que integran la comunidad 
in ternaciona 1. 

En el orden comercial, este propósito resalta especialmente de Ja 
firm a de un importante convenio comercial con Gran Bretaña, que 
rige desde el 1 Q de julio del corriente afio. En el acto de la firma, que 
tuvo lugar el 8 de junio, el embajador de Gran Bretaña señaló las 
características generales del acuerdo, refiriéndose a dos de ell as que 
lo diferencian de los precedentes y le dan su especial trascendencia : 
el abandono del comercio triangular y el establecimiemo de una comi­
sión mixta argentino-británica destinada a velar por su ejecución. 
Sobre lo primero, dijo que se trataba de la característica que m;ís 
interés había despertado en el mundo de la economía. "Representa 
--<lijo- la primera desviación de las normas tradicional es del comercio 
triangular, que durante tantos años h a sido la característica de nues­
tras relaciones comerciales." Agregó: "En lo que respecta a los britá­
nicos, y creo que puedo incluir a mis amigos argentinos, puedo decir 
fiin vacilar que esta desviación ha sido aceptada con pesar y con des­
gano. Es un paso qu_e no hemos dad~ gustosos._ Nos h a si~o impuesto 
par el duro e ineludible peso de las circunstancias económicas de post­
guerra, ingratas para ~mbas partes. Es conveniente que_ ~sta cir~1;1ns­
tancia sea admitida abiertamente .. Pero. al hacer tal adm1S1ón, qu1S1era 

mbl'én puntualizar que esto no unphca que el presente acuerdo sea 
ta d d · d ' l ' d rácter exclusivo. Este acuer o e13 a nuestros os paises en 1-

e ca d 1 . ó . 1 bertad para reanudar y exten er sus re aciones econ micas en cua -
quier dirección." 

Cabe destacar tam~ién las palabras con que el Presidente de la 
Nación Argentina senaló el sentido del acontecimiento. Dijo: "Este 
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tratado no se realiza contra nadie ni contra nada, pues sólo va diri­
gido a satisfacer necesidades mutuas y comunes conveniencias . . . Se 
trata sólo, en consecuencia, de un tratado puramente económico, donde 
ninguna razón deleznable de política in_ternacional ha sido objeto de 
consideración alguna. Es una mala práctica, que a menudo pagan muy 
caro los pueblos y las economías, el mezclar lo económico con los fac­
tores de la política que persigue otros objetivos, que no son exacta­
mente la felicidad de los habitantes de las naciones que los gobiernos 
representan." 

Dentro del mismo orden comercial y financiero, d ebe destacarse en 
este último bimestre la firma de un convenio de ese carácter con el 
J apón, destinado a regir durante un año; a lo que hay que agregar la 
aprobación dada por el Senado al convenio comercial y financiero 
con Hungría y de los convenios de desbloqueo de fondos concer­
tados con Dinamarca, Luxemburgo, Italia, Países Bajos, Checoeslo­
vaquia y Noruega. 

En el orden de las relaciones diplomáticas, se destaca la aprobación 
definitiva prestada por el Senado al establecimiento de relaciones 
diplomáticas con Yugoeslavia y con el Estado Libre de Irlanda y a la 
creación de una legación argentina en Dublín. 

También ha sido aprobado por el Senado -aunque no en defini­
tiva, pues el proyecto debe pasar a la consideración de la Cámara de 
Diputados-, el establecimiento de relaciones diplomáticas con la So­
berana Orden Militar de Malta. 

La Comisión Interamericana sobre T erritorios Dependientes reuni­
da en La Habana, aprobó una declaración argentina d e soberanía 
sobre las Islas Malvinas y el territorio antártico. El texto d e esta 
declaración en su parte fundamental es el siguiente: "La delegación 
argentina reserva y mantiene intactos los títulos y derechos legítimos 
de su país a las Malvinas, Georgia del Sur, Sandwich del Sur, y la 
zona antártica_ a_rgentina que se extiende en el triángulo comprendido 
entre los meridianos 25 y 74 al oeste d e Greenwich y el paralelo 60 
h asta el polo Sur. . . Sobre todos estos territorios la Argentina ejerce 
Id~ correspondiente soberanía por razones de derech~s históricos J·urí-

icos y ge áf · . ' B _ ogr icos incontrovertibles. La ocupación que mantiene Gran 
t ret.~na por la fuerza sobre las islas Malvinas y los actos de adminis­
;~~~on ;f uel trata de_ ejercer so_bre las islas. Georgia del Sur y algunos 
nabl s e ª Antártida argentina son actos viciados de nulidad insa-

e Y no puede · d · 
son imprescri t "bl n pequ ica~ los títulos y derechos argentinos, que 

P i es por su misma naturaleza." 

• 
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No puede pasar inadvertido un aconteci~iento d~. carácte.r _técnico 
ha de tener honda repercusión económica y poh t1ca. Fue maugu­

qude l 18 de J·ulio pasado el primer tramo de la línea férrea que co-
ra o e . b ¡· . s c munica Yacuiba, en la frontera argentino- o iviana, con ai:ita ruz 
de la Sierra, en el este boliviano. Este tramo comprende 103 kiló!'°etr?s 
entre Yacuiba y Villa Montes,. s?~re la margen derecha del r~o ~il­
comayo. Las obras que. fueron i111c1adas en 19~3, fueron la reahzac1ón 
de lo previsto en el acuerdo Ostra-Roche, suscnpto en 1941. Los tramos 
restantes del ramal fueron motivo del protocolo Tamayo-Ameghino, 
firmado el 2 de junio de 1945. . . . 

La terminación definitiva de la obra aportará benef1c10s impor­
tantes para los dos países que une. La Argentina r_ccibirá el .ªI?orte 
regular de las materias primas que produce el altiplano bo!iv~ano, 
algunas de ella~ indispe~sables_ para ~a etapa de desenvolvimiento 
industrial que vive el pais. Bolivia obtiene, por su parte, una forma 
de expansión para su economía cuya salida natural se halla en la 
cuenca del Río de La Plata. 

Santa Cruz de la Sierra, centro geográfico de Bolivia y aún, en cierto 
modo, del mismo continente, es como se sabe, una encrucijada donde 
se encuentran las más importantes influencias políticas, determinadas 
por la geografía. La construcción del ferrocarril que la une a la R epú­
blica Argentina es un hecho que trasciende evidentemente de lo téc­
nico y económico para convertirse en. un factor decis~vo . en ~1 equi­
librio político del continente. Y también ha de contnbmr, sm duda 
alguna, al acrecentamiento de las relaciones de amistad ya existentes 
entre las repúblicas hermanas. 

En su sesión del 21 de julio, la Cámara de Diputados argentina 
dió sanción a dos instrumentos sobre cuestiones limítrofes. 

Se trató, en primer lugar, la ratificación del Protocolo adicional de 
1941 al Tratado de límites con Bolivia de 1925, destacándose, en el 
debate, circunstancias de carácter histórico y geográfico. . 

Se sancionó, luego, con fuerza de ley, el decreto del Poder Ejecu­
tivo de fech a 23 de julio 1946 que aprobaba el Tratado complemen­
tario de Límites entre la República Argentina y la del Paraguay, así 
como el protocolo especial ane~o, el ~n~o.rme de la Comisión I\Iixta 
de Límites y la Carta TopográfICa Defm1tiva. 

Ambos despachos fueron aprobados por unanimidad. Con ello están 

d f nitivamente resueltas las cuestiones de límites que quedaban pen-
e i ' bl . · di dientes con las dos repu icas vecmas e norte. 

L. B. T. 
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ANOTACióN BIBLIOGRAFICA 

H. NICOLSON, La Diplomacia, Mé­
xico 1948. 

EL Fondo de Cultura Económica de Mé· 
xico ha publicado en su colección de 
"Breviarios" la traducción al castellano 
de este libro del prestigioso diplomático 
inglés, J-larold Nicolson. 

Se trata de una obra de escasa longi­
tud dividida en diez capítulos, el último 
de ellos un vocabu lario de lenguaje di­
plomático en el que están claramente 
explicadas las principales palabras utili­
zadas por los técnicos, algunas en m 
idioma original por Clreccr de traduc­

ción. 
Hace notar, al comenzar, que antes de 

la guerra de 1914-18 el ciudadano co­
rriente sólo se interesaba, de modo inci­
dental, en las relaciones internacionales 
y que dicha conflagración contribuyó a 
cambiar tal actitud al comprender el 
pueblo que la guerra moderna surte sus 
efectos sobre LOda la Nación. Continúa 
con un breve estudio de los orígenes mi­
tológicos e históricos de la diplomacia y 
explica que "así corno el tipo del orador 
reemplaza al primitivo del heraldo, aquél 
cedió su lugar al observador avezado". 
Afirma con razón, que sólo después del 

Congreso de Viena se reconoció al ser­

vicio diplomático como una profesión 

diferente de Ja del polltico o estadista, 

adquiriendo sus reglas, convenciones y 
prescripciones propias y quedando en­
tonces defin itivamente organizado por el 
"Reglement" y su ampliación en el Con­

greso de Aquisgrán. 
Estud ia después el desarrollo de la 

teorJa diplomálica y explica que en su 

obra se limitará, por motivos de espacio, 
al aspecto puramente técnico del proble­
ma, dejando de lado el factor principal 
en el desarrollo de la teoría diplomáti­
ca, esto es, el derecho internacional. 
Como la mayoría de los juristas de la 
escuela angloamericana parece a tribuir 
equivocadamente a Grocio la paternidad 
del derecho internacional. Después de 
hablar de la situación de los diplomáti­
cos en Grecia y de la "pax romana", re­
cuerda que en los siglos xv1 y XVII los 
diplomáticos daban pie a la suspicacia 
que sus sucesores han sufrido injusta­
mente. Sir Henry \ Votton dijo que "un 
embajador es un hombre honrado a 
quien se envía al extranjero a men tir 
por el bien de su país''. Destaca luego 
la influencia que en esa época ejerció Ja 
obra de Nicolás Maquiavello tilulada El 

Príncipe. Podemos agregar que la lectu­
ra de este libro es todavía indispensable 
para el gobernante, el estadista y el di­
plomático. 

Explica la línea ascendente de la di­
plomacia, que a tribuye a dos influencias. 
La primera fué el derecho, la segunda 
el comercio. 

La diplomacia no es, de acuerdo con 
Nicolson, un sistema de filosofía moral 
sino, como la ha definido Sir Ernest 
Satow, "la aplicación de la inteligencia 
y el tacto a la dirección de las relacio­
nes oCiciales entre los gobiernos de Es­

tados independientes". 
En los siglos que siguieron, distingue 

dos corrientes principales en la teoría 
diplomática: la primera, la teoría de la 
casta militar y política que tendía hacia 
la política del poder, preocupada de 
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ideas. ~ales como el prestigio nacional, Ja 
cond1C1ón social, la precedencia 1 

el contraste que ofrecen las palabras de 

Wilson, cuando en uno de sus Catorce 
Puntos declaró que quedarla abolida la 
d ' 1 

. y e 
atracuvo personal. La segund a, un con-
cepto más burgués, surgido de los con-
tactos come.rciales, que se inclinaba ha­
cia Ja política utilitaria y se preocupaba 
sobre todo por l . . . . . e apaciguamiento, la 
conc1hac1ón, la transacción y el éd ' 
Ll 1 . CT I~ 

ama a a primera la teoría "h . 
del ero1ca 0 
.. guen:ero", y a la segunda la teorla 
mercantil o del tendero"; aquéll . 

dera ¡ d ' a consi-
a a iplomacia como "u 

1 na guerra 
emp eando otros medios" . 
1 ' mientras que 
a ot.ra la Utiliza como auxiliar del c 

merc10 pacífico El anál' . o-. . 1s1s que h N" 
colson de estos dos sistemas es a ace ti-
y preciso, llevando al á . certado 
la convicción del . n.imo del lector 

conocimiento pr f 
que tiene el autor sob o undo 

Explica á re esta materia. 
. m s adelante las d'f 

existentes entre la . . . 1 erencias 
nueva ·¡ vie1a diplomacia y la 

, 1 ustrando su ex . . 
ejemplos tomados d 1 ~os1c1ón con 

á · e a historia di 1 m t1ca, sin olvidar 1 p o-
d os métodos 

ades introducido Y nove-
d s por los rusos 

e la Conferencia de B . a partir 
donados luego rest-L1tovsk aban-
d para volver a f 

enominaciones más tra . . ormas y 
ca la • transición d l d_monales. Expli­

e a diplom · 
monarqula absolut ac1a de la 

. a a la llam d . 
macia democrática. a a d1plo-

Manifiesta la conv . . 
politica exterior d 1 en1enc1a de que la 

esté en manos de e r:s g_randes potencias 

agregando que lo; ~es10nales avezados, 
nados, como l diplomáticos aficio. 

U. R.. S. S como~ Estados Unidos y la 
1 . ienzan a 
en no ser d. reconocer su 

i ignos de conf ' e­
gualmente el esp' . ianza. Destaca 
el servicio d. 1 lfltu de cuerpo que cr 

ip omático ea 
a veces en una ab 1 , que se traduce 
y e so uta co fi 

n el peor de 1 n anza mutua 
cer la torpeza d 1 os casos les hace cono-

El e otro. 
autor ded' 

de l ica un capít l 
. a diplomacia d ~ o al estudio 

CJ.almente de acuer;mocráuca vista espe-
cn su p ¡ o con lo 

a s, lnglaterr M que sucede 
a. enciona después 

1P omacia secreta, y la forma en que 
obró cuando se concertaron los tratados 
de paz de 1918-20. Explica que ello se 
debe ª que el mencionado presidente 
americano no reparó en la diferencia 

existente entre los "pactos públicos y 
aquellos que eran concertados plÍ blica· 
mente", 
ciación. 

esto es, entre po!Jtica y nego· 

Opina Nicolson que el control demo-
crático de la 1 • . po 1t1ca exterior se obtuvo 
P_~r medio de dos medidas: la disposi­
ci n del art. 18 del pacto de la S. D. N. 
haciendo ob1· . igatono el registro de Jos 
tratados la 1 . . • que 1a sido reproducida en 
el art. l02 de la Carta de la U. N., y Ja 

a~teración de la práctica de Ja ratifica-
aón que · 1 antes de 1918 era una s1rnp e 
fórmula N · 'ó · o compartimos la conv1cc1 n 
del autor en este punto, ya que, por una 
parte el a 1 . ' rt. 8 del Pacto no fué s1ern-
pre cum l'd '6 P 1 o y, por otra la ratíficaci 0 

no ha 'd , . 1 
fó si 0 por lo general una sunp e 

rmula sino . . . que un seno reqms1to para 
adquiriese · 

n vigencia los tratados. 
Hace un · b ]as . interesante estudio so re 

~ahdades que requiere el diplomático 
idea¡ qu ·¡ tece-, e 1 ustra con numerosos an 
dentes y c . . d 500, . omentanos. Estas cahda es . 
segun el rec•-
. autor: la veracidad, la P 
~ón 1 1 P~ 
. ' a calma, el buen carácter, ª 

cienc · 1 -r: for-
ia, a modestia y la lealtad. ..,o 

ma clara ¡ aJJlell3 • 
. Y a propio tiempo as-

exphca d ptcs 
ca a uno de estos difere tJC 

pectos ·¡ ¡os q 
• i ustrándolos con ejeJllP !\'fe· 

dan más ¡óll· peso a su argumentllC ·5ta 
rece se . ¿e vi 

r reproducido su punto d·plo· 
sobre la séptima gran virtud del 

1 
JllíÍS 

mático qu . . ·0 Ja • e es, a nuestro JUJC1 ' d i-¡ ~~ 
mportantc: la lealtad. Dice as!: 0r 

plomático profesional está doroinadO Po­
varías lealtades diferentes y, a veces. co o 
t d' bera0 ' ra ictorias. Debe lealtad a su so J])i-
a su b' · a su go 1erno, a su ministro Y 
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nisterio de relaciones exteriores; debe 
lealtad en cierto modo, al cuerpo diplo­
mático acreditado en Ja capital donde 
reside, debe lealtad a Ja colonia de sus 
compatriotas y a sus intereses comercia­
les, y debe otra forma de lealtad al go­
bierno cerca del cual está acreditado y 
al ministro con quien negocia". 

Recuerda que Calliéres prevenía al di­
plomático "contra la tentación de contar 
a su propio gobierno Jo que a él Je hu­
biera gustado oír más bien que lo que 
aquél debiera conocer". Opina que esta 
es una forma sutil e inconsciente de 
deslealtad. 

Los diferentes tipos de diplomacia eu­
ropea son tema de un capítulo en el que 
analiza la polltica exterior norteameri­
cana, que incluye la británica, la ale­
mana, la francesa y Ja italiana. 

Considera más adelante los cambios 
recientes en Ja práctica diplomática, y 
es1ima que está decayendo Ja populari­
dad de las conferencias internacionales, 
opinión que no compartimos. Relata Ja 
creación en su patria, Inglaterra, del 
Departamento Comercial del Foreign 
Office, completada con la del Servicio 
Diplomático Comercial. Explica las fun­
ciones de los agregados de prensa y com­
pleta esa parte del libro con un ligero 
estudio de la S. D. N. y de los aspectos 
internacionales de Ja Comunidad Britá­

nica de Naciones. 

El procedimiento diplomático es expli­
cado en un capítulo de car:\cter esen­
cialmente técnico y la obra continúa con 
un somero análisis del servicio exterior, 

particularmente el británico. Éste ha 

nacido, según Nicolson, poco después del 
Congreso de Viena, habiendo sufrido di­

"ersas transfonnaciones hasta llegar a su 

organización actual. Compara los ~if~­
rentes métodos utilizados en los princi­
pales países para el nombramiento de 
los funcionarios diplomáticos, que en 
todos ellos constituyen una carrera jerar-

quizada, y se declara partidario de la 
unificación de Jos servicios diplomático 
y consular, no obstante Ja diversidad de 
sus funciones. Para asegurar Ja idonei­
dad de los funcionarios de las jerarquías 
más elevadas, propicia la creación de 
una institución análoga a la Escuela Su­
perior de Guerra. 

Termina con un breve capítulo en 
que explica el lenguaje diplomático y 
que incluye un vocabulario de las pala­
bras más usuales. 

Se trata de una obra breve, pero que 
sistematiza en forma admirable Jos prin­
cipios básicos de la diplomacia. Mientras 
el magnifico libro de Jules Cambón "El 
diplomático" considera más especialmen­
te el factor personal del funcionario, ésta, 
que le es comparable en cuanto a Ja 
agudeza del juicio y a la vastedad de los 
conocimientos que demuestra el autor, 
estudia más a fondo los aspectos técnicos 
de la función diplom;\tica. La lectura de 
este libro ha de ser sin duda provechosa 
para todos los que se interesen por las 
cuestiones internacionales, pero la repu­
tamos indispensable para los especialis­
tas, quienes recogerán en ella numero­
sas sugestiones y enseñanzas. 

CARLOS ]'vi. IlOLLlNI SHAW. 

CAR.Los lnARGUREN (H.). De Mon­
roe a la buena vecindad, Buenos 
Aires, 1946. Edición del autor. 

LA LITERATURA de defensa hispanoameri­
cana cuenta, desde los tiempos de Al­
berdi y de Montalvo, con preclaros an­
tecedentes en las tierras emancipadas de 
España. No importa que un signo acen­
tuadamente liberal orientara los escri­
tos de esos pensadores; pagaban con él 
tributo a una época que no ofrecía otra 
orientación ideológica. Lo esencial es 
que desde muy poco tiempo después de 
las luchas de la independencia se com-
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tratadistas espaiioles del siglo xv1, fuen­
te nunca agotada de vitalidad cientlfica. 
T a l sentido es particularmente evidente 
en el primer t ítulo contenido en esta 
publicación: "Francisco de Vitoria en 
1!)46", conferencia pronunciada en Sala ­
manca en 19-16. 

Sobre estos inconmovibles cimientos 
.éti co-juríd icos se eleva la consideración 

de d!stintos problemas ele carácter predo­
mina ntemente político, y, en primer tér­
miryo, los que surgen de la actual orga­
nización internacional del mundo: "La 
Ca rta orgánica de San Francisco", "Es­
paña, la O. N.U., la doctrina Larreta 
y el problema de la intervención", "Uso 

y abuso del derecho de veto". 

Sobresale en los distintos temas trata­

dos a continuación una constante inquie­
tud p or la in tervención del factor geo­
gráfico en la política internacional, factor 
que Barcia Trelles no considera, dentro 

de una innegable !mportancia, como de 
carácter fata l ni como el único decisivo 
en el desarro llo del poder político. Su 
posición no es, pues, en ningún mo­

mento, la de un geopolítico en el sen­

tido estricto de Ja palabra . El "prota­

gonismo" de los elementos geográficos 
está estudiado, por el contrario, a la luz 

inva riable de los principios de la es­
cuela de los teólogos espa ñoles . del siglo 

xv1. En o tras p alabras, para Ba rcia Tre­
lles la ciencia geopolítica abarca una 
parte de la verdad, la que debe ser 
considerada en su dependencia jerárquica 
con respecto a Ja Verdad total que debe 
orientarla y dirigirla. 

Recordamos aún Jos seductores proble­

mas tratados por el au tor en sus confe­

rencias pronunciadas en Ja Facul tad de 

Derecho de Buenos Aires e incluidos en 

la publicación del Instituto "Francisco 

de Vitoria": " El aislacionismo norteame­

ricano y la Carta de las Naciones Uni-
<las" 1 -a que se agrega ahora comple-
tando el tema el "Origen, evolución y 

destino del aislacionismo norteamerica ­
no"- y "La experiencia canadiense". 

Junto con estos estudios, figuran otros 
en c¡ue la inquietud geopolítica de Ca­
milo Ba rcia Trelles -entendida dentro 
de los límites ya seiialados- se vuelca 
más esp ecialmente sobre los vastos y com ­
plejos problemas que pla ntea el mar en 
Ja política internacional. Debe ser se­
iialado, en particular, el trabajo -publi­
c:tdo a isladamente en 1945- que los 
abarc:t en su conjunto, "El mar como 
factor de pro tagonismo en la polltica 
in ternaciona l". El mar, "lugar de am­
plias meditaciones ecuménicas", visto con 
ojos de espaliol atento al providencial 
destino de su p aís, aparece también como 
tema central ele "La polltica internacio­
nal de Espaiía y el destino del Medite­
rráneo" y "Fray Serafín de Freitas y el 
p roblema de la libertad oceánica". 

Cierra esta recopilación de a r tículos y 
conferencias una interesante disertación 
de ca rácter histórico-político cuyas pro­
yecciones se extienden has ta la actuaJj . 
dad , ti tulada "El mundo internacional 
de Gracián", que termina con un des­

file panorá mico de las más importantes 
fechas en la historia del equilibrio eu­
ropeo, historia que se ex tiende por sobre 

los tres últimos siglos de agitada vida 
internacional. T ermina Barcia Trelles 
con el a nhelo que encabeza el primer 
tema tratado en el volumen: "engarzar 
un presente maltrecho con la concepción 
egregia de aquellos espatioles que en 

el sig lo xv1 ex traía n del credo imperial 

todo lo que era adaptable y practicable 

en una nueva concepción solidarista, 

a fincada en la idea ele una Comunidad 
internacional; en sus manos y en sus 

mentes pudo aprisionarse la idea cierta 
y manumiticlora del tránsito". 

La ecuménica visión de· Camilo Barcia 

T relles constituye, sin duda alguna, uno 
de los más importa ntes aportes del pen­
samiento contempon\neo para la reac­
tual izació11 de la doctrina de los cris-
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Lianos doctores cspa iíoles del siglo xv1, 
padres de la ciencia inlernacional. 

L. B . T. 

Gregorio X V l y la emancipación 
de fa América Española, por PE­
DRO LETURJA s. l., (en "Revista de 
Historia de América", N 9 26, págs. 
309-377, México, diciembre de 
1948) -

EL A . DIVIDE su trabajo en una introduc­
ción y dos capítulos. En la primera 
expresa cómo tornó interés por el lema 
del ep lgrafe, y porqué la figura del 
cardenal secretario Mauro Capellari "en 
vez del absolutista reaccionario pintado 
por tantos historiadores, le pareció cada 
vez más un espíritu abierto y compren­
sivo de la realidad hispanoamericana". 

No es este el primer trabajo del eru­
dito historiador Leturia acerca de Ja 
revolución americana y la iglesia; con 
anterioridad dió a luz enjundiosos es­
wdios sobre "La emancipación hispano­

americana en Jos informes episcopales 
a Pío VII", "León XII y Bolívar", "La 

primera nunciatura en América y su 
influencia en las repúblicas hispanoame­
ricanas (J892-1 832) ", "El reconocimien­
to de Ja emancipación hispanoamericana 
en Ja Sacra Congregazionc degli Affari 
ecclesisLici straord inari" y otros. Entre 
nosotros se dedicaron a este tema, desde 
el punto de vista naci~nal, los siguien­
tes historiadores: Gtullermo Furlong 

S. J., Isaac R. Pearson, Lucas Ayarra-
Agustin Piaggio, Rómulo D. Car­garay, 

. J ~n C zuretti Faustino J . Legón b1a, Un • 
Avelino Gómez Ferreyra S. J. 

Y 1 el A que para la confección 
D&ara · . 

t artículo ha estudiado ar-
de! presen e • . . 

. 1 V t"cano: pr111c1palmente la chivos de 3 1 ' , 
ºó de la Secretaria de Es-documentaa n . 

"ón ele Asu ntos Ecles1ás-tado Congregac1 . . 
' · · y Archivo Veccb10, t icos Exlraord1annos 

como asimismo en el archivo de Ja Em­
baj~cla de Esp:11ia ante Ja Santa Sede. 

Inicia el A. el primer capítulo dicien­
do que sellada la independencia de 
América en la batalla de Ayacucho, en 

el afio 1824, quedaron en pie dos gra­
vísimos problemas por resolver: el re­
conocimiento po lítico por parte de las . 
g randes potencias europeas, y la prnvi­
sión de las sedes episcopales ql!e se. 
hallaban a ese Liempo o vacantes o 
abandonadas. "La dificultad graví~ima 

para la provisión de aquellos numerosos 
obispados provenía del derecho de pre-

· scntación que el Rey de Espatia poseía 
sobre todos ellos y el Monarca que 
gobernaba en momentos de la revolu­
ción americana, Fernando \lll, encontró 
en esta dificultad un instrumento pode­
roso para defender sus posesiones. Su 
firmeza de no renunciar al derecho de 
palronato, hacía imposible la solución 
del importante prblema. 

En 1823 el Cardenal Consalvi d ió al 
:isunto una elegante solución. "El pa­
tronato se había siempre referido a los 
obispos residenciales y en propiedad , no 
a los vicarios apostólicos de carácter 
episcopal, a los que la Santa Sede, por 
razones circunstanciales varias, acostum­
braba confiar el gobierno de determi­
nadas diócesis, aunque fueran de pa­
tronato"; en base a lo expuesto se 
resolvió enviar a América un represen­
l:lnte del Vaticano desprovisto de inves­
tidura diplomática, pero con autorización 

para consagrar en Chile a dos obispos, 
sin consul ta del Sumo Pontífice. Hay 
documentación que prueba que la solu­

ción pod ía extenderse a Colombia y 
Argenlina. 

El proyecto, pese a estar excelente­
mente planteado, fracasó cuando i\fuzi 

pretendió ponerlo en práctica en Chile, 
p rincipalmente por el hecho de discre­
pancia en los candidatos para las mitras. 

Sin un nuevo intento de solución, las. 
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cosas siguieron hasta enero de 1825, en 
que se p idió al Cardenal Maur o Ca­
pellari el primer voto "sobre la provi­
sión de las sedes vacantes en la nueva 
República de la Gran Colombia". De­
cía Capellari en su exposición que el 
deseo del obispo de Mérida y del go­
bierno de Colombia de que se provean 
las mitras vacantes no obedece sola­
mente al celo religioso, sino también a 
que de esa manera la Santa Sede reco­
nocería prácticamente el nuevo estado, 
lo que podría traer serias consecuen­
cias en las relaciones entre el Pontífice 
y España. Añadía Capellari que no creía 
prudente encargar a Muzi la solución 
del problema, entre otras razones por 
la distancia existente entre Colombia y 
Chile, que era el país al cual había 
sido mandado originariamente. Concluía 
expresando que la cuestión debía solu­
cionarse en la misma Roma, y que la 
mejor manera era accediendo a la pri­
mitiva petición del obispo de :Mérida, 
"es decir, que el Santo Padre le nom­
brase un obispo auxiliar, el cual tam­
bién pudiese remediar las necesidades 
de las diócesis vecinas y vacántes". 

La Congregación de Asuntos Extra­
ordinarios del Vaticano aceptó en sus 

puntos esenciales el voto de Capellari, 
y tanto se estimaron sus concepto que 
de entonces (marzo de 1825) en ade­
lante "se le encargaron a él los dic­
támenes más delicados sobre la cuestión 
hispanoamericana". 

Pese a que a partir de la fecha ano­

tada, la situación diplomática de Co­
lombia mejoró fundamentalmente por 

el hecho de h aber sido reconocida por 
Inglaterra y por los tanteos de acerca­
miento ejecutados por el gobierno fran­
cés, la Santa Sede no d ió ningún paso 
efectivo en la cuestión, permitiendo 
tan sólo q ue resida en su territorio un 
agente de Colombia desprovisto de ca­
rácter d iplomático. 

En agosto de 1825, las autoridades 
políticas de El Salvador "habían erigi­
do por si ante si un obispado y hecho 
tomar posesión de él prescindiendo de 
Roma". La Congregación observó que 
este cisma era terrible porque podía 
generalizarse en otros sitios de América, 
por lo cu.al se abocaron a dar solución 
real al problema, decidiéndose "en prin­
cipio proceder a la nómina de obispos 
residenciales motu propio". León XII 
aprobó el parecer anotado, pero pidió 
que se considerase nuevamente con el 
voto de Capellari, como en verdad se 
hizo. Dos puntos importantes tenía el 
citado documento: 19) "no ha de con­
cederse al gobierno colombiano ni al­

guno de los otros de América, ejercer 
el derecho de presentación que ellos 
pretenden ... " 2º) "una vez que el 
Papa procede ex proprio motu, no pue­
den oponerse racionalmente al paso pon­
tificio, toda vez que éste no implica Ja 
cesación del patronato mismo, sino tan 

sólo la suspensión de su ejercicio por 
circunstancias del momento presente". 
Este voto fué estudiado en la sesión 

del 18 de enero de 1827, en la cual fué 

promoción de los arzobispos de Bogota 
y Caracas, de los Obispos de Quito y 
Cuenca en el Ecuador, de Santa Marta 
y Antioquía en la Nueva Granada, y 
de un vicario apostólico para Charcar 
en Bolivia". El marqués de Labrador, 

embajador del rey de Espatia ante la 
Santa Sede, protestó por tal política, 

diciendo que la designación de obispos 
a fianzaba la formación de las repúblicas 

americanas; agregaba que la influencia 

de los Estados Unidos pondría en peli­

gro a la religión misma, y concluía que 
si el Papa quería, con todo, designar 
obispos, se podría llegar a la solución 

intermedia de que éstos fuesen elegidos 
de Jos que el Rey propondría en una 
lista secreta, con Jo cual, por una parte, 
habría obispos en América, y por otra, 
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eJ monarca se resguardaba el derecho 
de patronato. Capellari no puso difi­
cultad en admitir como subsistente el 
dered10 de patronato de la Corona, 
pero decía que su uso en ese momento 
era perjuiciad al buen gobi_erno de las 
almas; agregaba que la lista podía ser 
admitida, pero siempre que 'ésta fuese 
confidencia l y hecha de puño y letra 
del rey. El gabinete de Madrid aceptó 
¡0 obrado en este punto, pero en vez 
de llegar a Roma Ja lista confidencial 
para poner solución al grave asunto, se 
tuvo conocimiento que se había hecho 
público en el medio político madrile­
ño la confección de Ja lista, con lo 
cual quedaba violado el sigilo. Por esto, 
la nueva conferencia que Capellari y 
Labrador sostuvieron el 22 de agosto, 
se desarrolló en forma acalorada, y pos­
teriormente, el 15 de septiembre aquél 
se dirigía por carta al embajador es­
pañol, donde expresaba que Roma no 
había desconocido el derecho de patro­
nato del rey, pero que en las actuales . 
circunstancias no podfa hacer depender 
de ese derecho el destino de las almas 

. nas y que se imponía Ja desig· 
a menea ' . 

'ó "nlOlll propio" por el imperio nac1 n . 
ellto Como se puede apreciar, 

del rnom · . 
e volvía al punto de partida, 

con esto s 
y Labrador contestaba que la nota le 
había producido tan d~lorosa sorpresa 
que 00 encuentra expresiones para ma-
'f Ja" Con esto quedaron rotas las 

ni estar · 
1 . es entre capellari y Labrador, re ac1on . . 

1 Papa León XII, de senum1entos 
pero e ' 

_ l'stas observando el rumbo que 
espauo 1 • • . . . . 

b las negociaciones, cambió mes-
toma an . 

le la pol!tica del Vaticano, 
peradamen . . . 

d Ó el proyecto de msutmr 
y aban on . 

. 'etarios motu propio. Cuan-
ob1spos propi f 

día Labrador estaba uera 
do esto suce 

11 ó a sus oídos sólo parte 
de Roma, Y eg pensaba proveer 
de Ja noticia: que se . 

tes de los obispados; el 
las sedes vacan . 

. ñol pidió Ja suspensión de 
embajador espa 

las diligencias hasta su retorno a Ro­
ma. A su llegada Je aclaró la situación 
el cardenal Bernelli, pero Labrador es­
taba confundido por los cambios de po­
Jilica y pidió entrevistarse con el Papa, 
quien restituyó al rey la invitación de 
redactar una lista de candidatos para 
obispos residenciales, pero Je expresó al 
mismo tiempo que era imposible con-
1inuar postergando la atención de las 
almas de América, y que en consecuen­
cia se imponía Ja designación de vica­
rios apostólicos, a lo que el rey accedió 
en carta de su puño y letra del 2 de 
noviembre de 1828. Capellari, disgus-
1ado por esta polltica, expresó fuerte­
mente su indignación en un voto de 
Cines de ese mes. Con todo se conti­
nuaba con el propósito de no disgustar 
al rey en Jo más mínimo, razón por 
Ja cual el Cardenal Bernetti escribió al 
nuncio en Madrid, Monseñor Tiberi, 
donde expresa que aun para los vica­
rios apostólicos procurará el Papa ajus­
tarse a Ja lista regia. 

Pío vm, elegido en 1829, siguió la 
misma política de León XII. Ya se ha­
blan designado vicarios apostólicos para 
Cuyo, en Argentina, Ja Guayana de Ve­
nezuela y Santiago de Chile. Este tipo 
de prelados iba adquiriendo naturali­
dad: así en Buenos Aires, Viamonte en 
1829 pidió un vicario, que lo fué Ma­
riano l\fedrano, pero simultáneamente 
J\·!éxico alzaba su voz contraria a tales 
procedimientos por intermedio del ca­

nónigo Pablo Vázquez, de Puebla, 
quien con magníficos argumentos con­
siguió convencer a algunas personas 
del Vaticano respecto de designar en 
México a obispos propietarios. Con 
todo, quizá también por Ja tenaz in­
transigencia de Vázquez, el Papa resol­
vió no dar a México por el momento 
sino obispos in partibus. 

En este asunto quiso Pío Vl ll cono­
cer el parecer de Mons. Capaccini, que 
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se encontraba en Londres, quien escri­
bió al respecto el 14 de febrero de 1831, 
o .sea después de la muerte del Pon­
tífice. Capaccini decía entre otras co­
sas, según una síntesis de Leturia: "Si 
L.eón XII no hubiese dado a Colom­
bia. aquellos obispos titulares (propie­
tarios)' no tendría México motivo d 
exigirlos igualmente Con los · . e . · vicarios 

·. · :apos.tólicos de carácter episcopal, se re-
. media la necesidad religiosa. Si México 

no los admite, será una prueba que . no 
pide obispos por solos motivos religio-
sos, sino por razón preferentemente 
polltica". 

Pío VIII murió el 30 de noviembre 
de 1830, y en su reemplazo fué elegido 
Capellari, quien tomó el nombre de 

Gregorio XVI. Inmediatamente fué fiel 
ª su política respecto de designar obis­
pos propietarios para América, CO!\Vir­
tiendo en tales los seis candidatos de 
Vászquez, lo mismo que los vicarios de 
Chile y Buenos Aires. Todo esto causó 
~rote_:tas de los embajadores del rey de 
Espana, pero que cayeron en el vacío. 

El amor del Papa por México se 
había manifestado en 111 ,¡5 de una opor­

tunidad, en las que repetía: "estos 
mexicanos son m:ís ca tólicos que nos­
otros". 

la aparición de esa encíclica , diciendo 
que la m isma no ha emanado del sen­
timiento del Papa, sino de las intrigas 
d~I gabinete espaiiol, que ha sorpren­
dido "la buena Ce del Padre común de 
los fieles". 

:a el P~pa se había percatado del 
seno peligro de las encíclicas de 1821 
pero evidentemente que Vásquez lení; 
razón, cuando expresaba que había pues· 
to Ja firma en ese documento bajo la 
presión del embajador esp:uiol. Sin 
embargo, el Pontlfice se arrepintió de 
esa medida ca · · _ . si inmediatamente, pues 
a l ano siguiente de 1824 b procura a bo-
rrar sus males f . e ectos. Con este pro-
pósno escribió al general v· t . 
'd . 1c ona, pre-

s1 ente de México d' 'é .. • 1c1 ndole que no 
tocaba al Papa 

mezclarse en asuntos 
que no pertenezcan al r' . 
Iglesia". cgunen de la 

Ya hemos aludido a la qu . 
la enclclica de 1824 _eJa que por 

. promovió el agente 
mexicano Vázquez. Quizá deb'd 1 o a esto 
el Pontífice pidió opinión a Capella . 
acerca del citado documento q . _n , u1en sin 
rodeos le expresó que el Papa la habla 
otorgado frente a informes faJ ' sos, apro-
vechando la oportunidad para expresar 
que le parecía adecuada la reclamación 
de Vázquez, a la vez que en su opinión 
la conducta del presidente mexicano 
Victoria, era honorable y sincera. ' 

En la segunda parte de su traba jo 
el A. estudia a "Capellari y el carácter 
P_olítico de la Revolución Hispanoame­
ricana". Allí expresa que Pío VII, en 
1816, estuvo a favor de Espaiia en la 
revolución criolla de América, al ex-

1'.ortar al clero hispanoarnericano fide­

h.d~d al rey en su encíclica "Etsi lon-
g1ss1mo"; inmediatamente trae a 1 
ción 1 . . .. coa-

a enc1chca Etsi iam diu" de 
1824, promulgada por León XII, que 
no es más que una reedición "en tono 
menor". de la Pío VII, cuya autentici­
dad e integridad se discuten pero que 

. En 1831 el papa Gregario XVI expi­
dió la célebre conslilllción "Sollicitudo 

Eccl~siaruru", que "contenía la procla­
mación doctrinal, concebida en térmi­

nos genéricos, de que las vicisitudes 

políticas de los estados no debían im­

pedir que la Santa Sede el remedio 

de las necesidades espirituales de las 
almas, y en especial la creación de nue­
vos obispo, aunque para ello lllviera 
de tra tar con autoridades de h echo". 

Leturia la ·d ' cons1 era verdadera. El dele-
gado mexicano Vf1zquez se quejó por 

L~ cuestión fué adquiriendo impor­
~ancia a medida que las notas de que­
ps se sucedieron, principalmente las 
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cartas que el representante de España, 
Labrador, enviaba a Madrid relativas a 
las negociaciones de acercamiento que 
se realizaba en Roma. Sin embargo, un 
fenómeno extraordinario estaba aconte· 
ciendo: Espaiia, abocada a problemas 
esenciales, estaba perdiendo interés en 
la cuestión que se ventilaba en el Va­
ticano. Labrador, por su parte, en 1833, 
ya semj vencido declaraba que "ha 
preva lecido Ja opinión general de los 
ca rdenales y prelados que, con excep­
ción de muy pocos, quieren que Su 
Santidad se ponga en relación con las 
pretendidas repúblicas, y aun desean 
que las reconozca". 

Colombia (República Neogranadina) 
fu é el primer país que se acercó a Ja 
Santa Sede. El presidente Santander, 
por decreto de 1832, estableció la rea­
nudación de las relaciones, y se ordenó 
a Ignacio Texada, encargado de nego­
cios en Roma, que presentase sus cre­
denciales al cardenal secretario de es­
tado en la forma protocolaria. El Papa 
manifestó su entusiasmo directamente a 
T exacla, oportunidad en la cual dejó 
entreveer el deseo de establecer contacto 
con Jos demás países americanos, aun­
que se mostró preocupado por las con­
mociones internas de los mismos. 

Al representante del Papa en Bogotá 
se Je llamó "delegado apostólico", y por 
algunas dificultades que surgieron, re­
cién en 1836 fué recibido por el go­
bierno santaferefio. Llevaba el título 
de internuncio, con ampllsimos poderes 
para tocias las repúblicas americanas de 
lengua espafiola. Las dificultades de 
comunicación motivaron que en 1840 
la atención de los asuntos eclesiásticos 
de esta parte del contienente fuese di· 
vidida en dos sectores: el intenuncio 
de Bogotá con N ueva Granada, Vene· 
zuela, Ecuador.Perú y Bolivia; y el mm· 
cío de Río de Janeiro con Argentina, 
Chile, Uruguay, y Paraguay. Asl que-

ciaron las cosas durante todo el reina­
do de Cregorio XVI. 

En 1836 México envió a la Santa Se­
de a i\fanuel Diez de Bonilla en ca­
lidad de ministro plenipotenciario con el 
encargue de arreglar Lodos los asuntos 
eclesiásticos pendientes, y principalmen­
te el del patronato. A su llegada, el 
secretario de Estado de Gregorio XVI 
le manifestó que no podía ser recibido 
en calidad de ministro plenipotenciario,' 
porque i\[éxico aún no estaba recono­
cido como una nación independiente, 
pero Bonilla alegó la constitución "So­
llicillldo Ecclesiarum", en vitrud de la 
cual se reconocían a todos los gobier­
nos de hecho, aunque únj,camente para 
tratar cuestiones religiosas. Bonilla se 

entrevistó personalmente con el Pon­
tífice, y consiguió la promesa del envío 
de un internuncio. Casi simultánea­
mente la reina regente de España re­
conocla a México como nación libre, 
soberana e independiente. 

Sin tropiezos se verificó Ja relación 
papal con el Ecuador en 1838, y con 
Chile en 1840. Por Jo que respecta a 
Bolivia y Perú no hubo arreglo duran­
te el tiempo de Cregorio XVI a raíz 
de las revueltas polJticas. En la Ar­
gentina el gobierno de Rosas postergó 
el 1ra10 oficial con el Vaticano hasta 
1855. 

En 1837 surgió un desacuerdo entre el 
arLObispo de Caracas, Ramón l. i\Iéndez, 
y el gobierno venezolano, a quien se 
le comunicó que el Papa estaba ' dis­
puesto a establecer relaciones diplomá­
ticas, pero que previamente debía res­
tilllirse en su sede al arzobispo deste­
rrado. Planteada as( la cuestión se 
sumaron una serie de inconvenientes, 
principalmente por los dcsinteligentes 
trabajos de O'Learly, enviado de la 
Gran Colombia ante la Santa Sede. La 
situación llegó a tal extremo, que en 
un momento dado ya no se trataba de 
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solucionar el asunto del arzobispo Mén· 
dez, ni tampoco Jo referente al patrona· 
to, sino de suspender toda clase de re· 
Jaciones para no llegar al caos de la 
ruptura diplomática, por lo cual se 
convino en que O'Learly se ausentase 
del Vaticano, pretextando enfermedad. 

El A. finaliza su magistral trabajo 
con las siguientes p alabras: "Se ha pre· 
sentado generalmente a Pío IX como 
el Papa de la América Latina. Sus mé· 
ritos para con ella son en efecto ex­
cepcionales, principalmente en Ja dila· 
tación grandiosa de su jerarquía, en 
el establecimiento de las representado· 
nes pontificias por todo el continente 
en el arreglo al menos de varias repú~ 
blic:is de Ja cuestión del patronato y 
en la fundación del Colegio Pío Latino 
Americano de Roma. Júnta5e a todo 
ello la circunstancia única en toda Ja 
historia del papado hasta el siglo XX, 

de ser el único pontlfice que, por 
haber conocido en su juventud las 
repúblicas hispano-americanas, podía en 
su trato con obispos, diplomáticos y 
peregrinos de aquellas comarcas aludir 
a costumbres rioplatenses y andinas, y 
aun mezclar en la conversación palabras 
y modismos de la lengua hispanocriolla. 

"Junto a él y aun antes de él, pre· 
ciso es colocar a Gregorio XVI. Además 
de haber preparado ampliamente varias 
de esas actividades pianas, tiene el 
mérito excepcional de haber intuido 
mucho más que sus contemporáneos de 
la curia el carácter defin tivo de Ja 
emancipación del antiguo imperio es­

pañol, y de haber sabido sugerir y 
actuar en tiempos sobre manera con­
trarios las soluciones más benéficas y 

prudentes para la salvación y conserva· 
ción de sus iglesias". 

J. L. T. R. 

1 
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DOCUMENTACióN INTERNACIONAL 

CONVENIO DE COMERCIO Y DE PAGOS ENTRE 
LA REPúBLICA ARGENTINA Y EL REINO UNIDO DE 

GRAN BRET A~A E IRLANDA DEL NORTE 

El Gobierno de Ja República Argen tina y el Gobierno del Reino Unido de 

Gran Ilrerafia e Irlanda del Norte; 
Afirmando su determinación común de mantener Jos lazos de amistad y de 

intensificar las relaciones económicas que han unido tradicionalmente a Jos 

pueblos de ambos países; 
Reconociendo que es de interés recíproco para Jos Gobiernos contratantes que 

las transacciones comerciales y financieras sean estimuladas de manera tal que 
permitan alcanzar un equilibrio de Jos pagos al más alto nivel posible; 

Considerando que corresponde adoptar las medidas adecuadas que aseguren 
Ja continuidad y la expansión del intercambio tradicional de mercaderías y 

servicios de los dos paises; y 
Convencidos que estos objetivos pueden ser alcanzados mediante un amplio 

programa que contemple las relaciones económicas y financieras entre las dos na· 

dones a través de un período de varios años; 

Convienen en lo siguiente: 

PARTE 1 

ARTÍCULO } Q - a) Este Convenio de Comercio y de Pagos entrará en vigencia 
el ¡Q de julio de 1949, y continuará en vigor durante un período de cinco años a 
contar de esa fecha, sujeto al derecho de cada uno de los Gobiernos contratantes 

e darlo por terminado al 30 de junio de cada año, mediante notificación escrita 
:

1 
otro gobierno contratante, no más tarde del 30 de abril de dicho año. 

b) A Jos fines de este Convenio, el primer año terminará el 30 de junio de 
¡ g50 y Jos períodos anuales subsiguientes comenzarán el 1 Q de julio y finalizarán 

el 30 de junio de cada año. 
ART. 20 _Los Gobiernos contratantes realizarán sus mayores esfuerzos para in ten· 

sificar las transacciones comerciales y financieras entre la República Argentina y 

1 
Reino Unido de tal manera que permitan alcanzar, a través del periodo del 

e · un equilibrio de los pagos en libras esterlinas al más alto nivel posible. 
Conve010, · . . . 

3
Q _ Los Gobiernos contratantes convienen en acordar todas las facilidades 

ART- . . · a la rápida tramitación y el otorgamiento de los permisos de impar· 
necesarias par · • . . . . ó •~ción y de cambio que se reqmeran para el cumplimiento de las 
tao n, expor.... . 

. - · - de Jos articulas subsiguientes de este Conve010. 
dispos1c1ones . . d -

ART. 
4

Q _Los Gobiernos contratantes cons11tu1rán con se e en Buenos Aires, una 
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Comisión Mixta Consul tiva que tendrá a su cargo, sal vo lo d ispuesto en el artículo 
27, vigilar la aplicación de las disposiciones con tenidas en este Convenio a fin de 
q ue se cumplan los fi nes p revistos en el m ismo, a cuyo efecto la Comisión se 
reun irá regularmente. Podrá proponer a ambos Gobiernos aquellas medidas que 
t iendan a la mayor intensificación del intercambio entre los dos países. 

P ARTE II 

ART. 5Q- a) El Gobierno Argen ti no con viene en vender o en faci litar dentro d e 

los límites de las facul tades que normalmen te ejerce en esta materia, la vema 
de mercader ías a rgen tinas a l Reino Unido, en cada año, y, por su parte, el Go­
bierno del Reino Unido conviene, sujeto a un acuerdo sobre precio y calidad, en 
adquirir, o en conceder todas las faci lidades necesarias para la importación en el 
Reino Unido, en cada año, de tales mercaderías p or el valor necesario para man­

tener en equilibrio aproximado y al m;\s alto nivel posible, las operaciones en libras 
esterlinas entre la R epública Argentina y el Rei no Unido en ambos semidos. 

b) De acuerdo con el inciso a) de este artículo, el Gobierno Argentino conviene 

en vender o en faci litar, en el primer año, el suministro al Reino Unido de mer­

caderías por los va lores o cantidades detallados en la P lanilla NQ 1 de este 
Convenio y el Gobierno del Reino Unido conviene en comprar o en conceder todas 

las faci lidades necesarias pa ra la importación en el Reino Unido de ta les mer­
caderías, en el mismo año. 

ART. 69 - Con el fin de alca nza r el objetivo comú n de restaurar el comercio o ... 
exportación de carnes desde la República Argen tina a l R eino Unido a, por lo 
menos, su nivel de pre-guerra, 

a) E l Gobierno del Reino U nido se compromete a comprar a la República Ar­

gen ti na Y el Gobierno Argenti no se compromete a vender a l Gobierno del Reir.:; 
Un ido, en cada trimestre comenzando desde la fecha de entrada en vigencia 
de este Convenio: 

l ) de cada una de las siguientes categorías: 

i) carne vacuna tipos "Chilled" y "13", y 

ii) carne ovina congelada, 

una cantidad de carne en reses y menudencias "c. w. c." igual en conjunto a no 
menos d el 853 del volumen tota l "c. w. c." de la respeCLiva categoría exportado, 
en toda forma. en cada uno de esos mismos trimestres desde la República Ar­

a todo destino. 

los tipos de carnes que en la fecha de entrar en vigor este Convenio 
figu ren incluidos en las denominaciones "F" y "M", una can tidad de carne en 

"e ,, 

gen tina 

2) de 

reses y menudencias 

menor del 503 del 
· w. c. 'f de carnes en conserva "c. w. c." en conj unto no 

volumen to ta l, "c. w. c.", ele estos tipos exportados en toda 
forma en cada uno de esos mismos trimestres desde la R epública Argen tina a 
todo desti no. 

b) El Gobierno Argen tino se compromete a entregar, en el primer año del 
Convenio, al Gobierno del Reino Unido, no menos de trescientas mil (300.000) 

toneladas largas, "c. w. c.", de carne e n reses y men ud encias. De acuerdo con los 
términos del inciso a) de este articulo el Gobierno Argentino empleará sus mejo-

esfuerzos para entregar y el Gobierno del Reino res . .1 

Unido se compromete a 
(400.000) toneladas largas, recibir, en cada afio, no menos de cuat~oc1entas mi 

.. c. w. c.", de carnes en reses y menudencias. . . 

El G b . 0 del Reino Un ido se compromete a comprar a la Repubhca ART. 7Q - o iern . . 
· ¡ G b"erno Argentino se compromete a vender al Gobierno del Remo 

Argentina y e o 1 . 
. d 'odo de tres meses a contar ele la fecha de la entrada en v1-u111do, en ca a peri . 

. el 1 Convenio una cantidad de carne vacuna y/ o ovina envasada, en 
gencia e es e • • 

del producto, igual a no menos de: 
peso . ¡· . b . el ·ves· 

1 das largas en cada período JU 10 a seuem re 111 us1 • 7 . 000 tone a , . . . . . 
1 el ¡·irgas en c:ida período octubre a diciembre mclusives, 

4. 000 tone a · as • ' . . 

4 . 000 toneladas largas en c:ida periodo ene.ro a . ma.rzo. rncl ~s1ves; 

5 .000 toneladas largas en c:icla período abril a ¡u1110 111clus1ves. . . 
s<.> _El Gobierno del Reino Unido se compromete a comprar a la Repubhca 

J\RT. . 1 Gobierno Argen tino se compromete a vender al Gobierno del Reino Argent111a y e 
· 1 fº ¡ de cada períodb ele tres meses a contar de la fecha de entrada U111do, a 111a ' ' 

· · d e este Convenio cualesquiera cantidades de carne en reses y menuclen-en vigencia • . . , . 
· d ¡ s tipos normalmente adquiridos por el Remo U111do según los térrnmos 

cias e o 1 6 h "d 
ele este Convenio, adicionales a las estalilccidas en el artícu o , ~ue no. ayan s1 o 
vendidas por Ja Repúbl ica Argentina a otros países que el Remo Umdo. 

Se establece que, no obstante las estipulaciones de este articulo. Y de los 

7 ¡ cantidades máximas de carne en reses y menudencias y carne 
Nos. 6 Y • as d · · d -

el el Gobierno del Reino Unido se compromete a a qu1nr en ca a ano 
.:nvasa ª que · · ·¡ (600 000) 1 d 

C ·0 scrin respectivamente de seiscientas m1 . tone a as de este onve111 ' , . • 
.. .. y de cuarenta mil (40.000) toneladas largas, en peso del producto, 

largas c. w. c. 1 G bº C 
' cantidades sean aumentadas por acuerdo entre os o iernos on -

sa lvo que esas 

tra tantes. . 
n Q _Los precios de las compras que hará el Gobierno del Reino Unido 

ART. " 1 .. · afio de este Convenio serán os siguientes: 
en el pmner ' . 

. 1• carne en reses y menudencias: 
a) Par.i .i · de carne en conjunto de [ 97,536 
Un precio promedio para todos los upos 

P
or tonelada larga ; 

e vacuin y ovina envasada: 
b) Para Ja c:irn ' , . 3 1 "ó 

•. el de ·icuerdo con el Contrato previsto en el articulo l · en re ac1 n 
· fija os · 

Precios ' 1 1 · 1 s en el inciso a) para la carne en reses )' menudencias. recios esta > ecit o . , 
con Jos P . los precios indicados en los incisos a) y b) de este articulo, 

S establece q uc · · ":\ d ¡ e . . 1 e lle por tos Gobiernos Contratantes, i111ci, n ose as con-
,, revisados an11.1 m i . . . - . 

seran d ctntro meses antes de la termmactó n ele cada ano y seran 
1 no menos e • · . 

su tas el· uno de ellos, siguientes al pnmero, por acuerdo entre los dos 
fijados para ca ª 
Gobiernos. d · 

¡\ 1 ·\s ele las cantidades de carne en reses y menu enc1as y 
ART· )QQ - a) d e el~l· lacias ~n los ·irc,ículos 6 y 7, el Gobierno del R eino Unido 

. e envasa a esupu , , • 
de cat n el . . · . y el Gobierno Argentino se compromete a vender al 

m¡Jromete a a quu u . . . 1 el . se co . U .d en cada año de este Convemo, canuc a es y tipos 
. del Remo m o, 

Gobierno d ci·as de ésta a determinarse en el Contrato previsto 
ele cerdo y mcnu en ' 

cie carne excederán en cualesquiera de los a1ios al 103 de la 
1 tlculo 13 que no . • d 

en e a r ' . y menudencias, "c. w. e.", suministrada de acuer o con 
cantidad de cune en ieses 

é ·m1·nos de los artículos 6 y 7. Jos t 1 
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b) Los precios de 1as compras de carne de cerdo y menudencias de ésta, reali. 
1.adas por e1 Gobierno dc1 Reino Unido en e1 primer año de este Convenio. 
serán fijados de acuerdo con las bases del Contrato previsto en e1 articulo 13 en 
re1ación con 1os precios para la carne en reses y menudencias establecidos en el 
inciso a) del art iculo 9. 

Se establece que los precios indicados en el inciso b) de este artículo, serán 
revisados anualmente por los Gobiernos Contratantes, iniciándose las consultas 
no menos de cuatro meses antes de la terminación de cada año y serán fijados 
para cada uno de ellos, siguiente al primero, por acuerdo entre los dos Gobiernos. 

ART. 11 o - En este Convenio: 

a) El término carne en reses y menudencias será interpretado como que excluye 
a la carne de cerdo y sus menudencias; 

b) El término "c. w. e." significará "calculado en términos de equivalente del 
peso de 1as reses"; 

c) El término tonelada larga equivale a 1.016,047 kilogramos. 

ART. 120-Todas las adquisiciones de carnes hechas de acuerdo con este Con­
venio serán efectuadas en una base F. O. B. 

ART. 13º - Con el propósito de hacer efectivas las estipulaciones de los artlculos 
6 a 12 inclusives de este Convenio, se hará un contrato entre el Gobierno del Reino 
Unido y el Gobierno Argentino, de acuerdo con las estipulaciones del Anexo 
A de este Convenio. 

ART. 14. - a) El Gobierno del Reino Unido conviene, dentro de los limites de 
las facultades que normalmente ejerce en esta materia, en facilitar el suministro 
a la República Argentina, y, por su parte, el Gobierno Argentino conviene en 
conceder todas las facilidades necesarias para la importación en la República 
Argentina, en cada afio, de mercaderías desde el Reino Unido por el valor reque­
rido para mantener un equilibrio razonable en el movimiento de libras esterli­

nas entre la República Argen tina y el Reino Unido en ambos sentidos al más alto 
nivel posible. 

b) De acuerdo con el inciso a) de este articulo el Gobierno del Reino Unido 
conviene en facilitar a la República Argentina, en el primer año de este Con­
venio y el Gobierno Argentino conviene en conceder todas las facilidades necesarias 
para la importación en la República Argentina de tales mercaderías, en el mismo año. 

c) El comercio de las mercaderías a que se refieren los incisos a) y b) de este 
artículo se efectuará a través de los canales normales y conforme a la legislación 
interna de cada país. 

ART. 15. - a) El Gobierno del Reino Unido, reconociendo la importancia que 
representan para la economía argentina abastecimientos adecuados a sus necesidades 
de petróleo Y productos de petróleo, afirma su disposición p ara prestar toda la 
ayuda necesaria de t d l l ' · . · • n ro e os 1mlles de las facultades que ejerce en esa matena, 
para asegurar durante l · - l · · . . . e pnmer ano e sum1mstro a la Repubh ca Argentma por 
aquellas entidades ¡ d ' petro eras pro uctoras del Reino Unido cuyo control es ejercido 
a través de sus orga · - . 
d 1 

. mzac1ones en el Remo Unido y por sus entidades asociadas, 
e as cantidades de t ól No 

2 
d pe r eo Y productos de petróleo consignadas en la Planilla 

e este Convenio ¡ d ºd Argentina. • en ª me 1 a que sean requeridas por Ja República 

-

·-' ~ 
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d vigencia de este Con_v_ enio y de 
- · ientes al primer año e d l 

b) Para los anos subs1gu 1 16 a) y con el procedimiento fi¡~ o en e 
• 1 d'spuesto en el an!cu o acuerdo las canudades de 

acuerdo con o i . convendrán de común 
arLículo 18, ambos gob1er:~;óleo que las entidades mencionadas. en el inciso a) 

P
etróleo y productos de p . . 'ó de la República Argenuna en cada pe-

! 1 pondrán a d1spos1c1 n 
de este art cu o 
r!odo anual. d del petróleo en la República Argen-

. d etrólco y pro uctos d 
c) Las importaciones e ~ . . Petrolíferos Fiscales y los importa ores nor-

tina serán efectuadas por Yac1m1entos d án con los vendedores las calidades y 
d quienes conven r males de esos pro uctos, . 

·r · ~c1·ones técnicas respecuvas. . f ier 
espec1 i~ contribuirán con sus me¡ores es L -

L Gobiernos contratantes declaran que para asegurar que de acuerdo con 
d) os . d·os a su alcance, dº . 

or los respecuvos me i . d t óleo los precios y con ic1ones zos, P ¡ comerc10 e pe r • d 
J P

rácticas tradicionales en e . de este Convenio correspon an 
as • . . los según Jos términos ól 

d Jos productos summ1strac . do internacional de petr eo. 
e d. . es cornentes en el merca 

a los precios y con ic1on . . ndo el deseo del Gobierno 
. 1 1 Reino Umdo, reconoc1e . 

ART 16. _a) El Gobierno e e b . uientc al primero, el abastec1-
. 1 rrure en cada año su s1g . d 1 

Ar entino de que se e ase" . . 1 ara Ja economía argenuna, ec ara 
_g to de mercaderías de importancia. e~pec1a P·l parte de los Gobiernos con-

m1en · evisión anua por ' . . 
Sl

1 disposición, sujeto a una previa r dºd en que sea posible, el surom1stro a 
f ·¡· lo en la me 1 ª · d d t 1 s tes a seguir ac1 itanc • - d valores o cantida es e a e tratan • ' . . d 0 de esos anos e ' . P I 

R . blica Argenuna en ca a un .d des establecidas en las a-
la epu es que los valores o las canu a 
mercaderías no menor . 

2 3 de este Conve1110. . 
nillas Nos. y . declara su disposición, su¡eto a una 

A t'no por su pa1te ' d. d d 
b) El Gobierno rgcn 1 . t a seguir conce 1en o to as 

l Gobiernos contratan es, 1 l 
. revisión anual por os . 1 República Argentina dese e e 

previa .· . la importación en a . . 
f Tdades necesa11as pata • . . d mercadenas por valo1es o 

las ac1 1 - · iente al pnme10, e · . 
. Unido en cada ano s1gu PI ·na No 3 de este Convemo. 

Remo • res ue los detallados en la ant 
cantidades no meno q . 3 de este Convenio podrán ser ampliadas por 

) Las p!a111llas l , 2 Y 
ART. 17.-a G biernos contratantes . 

. lo de los o . ampliada mediante una previsión 
acucie . d este Convenio podrá se1 . d ital Si para 

La pJan11la 3 e . . úblicas y con bienes e cap .. 
b) relacionados con obias P . .¡· fuera neccsano efectuar 

onuatos n hbras este1 mas 
para c 1 equilibrio de los pagos e b de nuevas compras de roercaderias 

antencr e 1 sobre la ase . d . 
in. . éste deberá 1acersc . . C 1isión Mixta Consuluva, e acue1-
un a¡uste, . ·á conve111do poi la on 

. s Tal a1uste se1 
argenuna · 

el articulo 4. do con 

18 _Los Gobiernos 
AR-r. . e· d 

d - o con el lll e 
de ca a an 
aiío siguiente. 

·. . nsul tas antes del ¡ o de marzo 
contratantes reall za1án co_ cto a las planillas para el 
ponerse ele acuerdo con 1 es pe 

PARTE III 
. financieros entre residentes en la A~gen-

19 -Todos los pagos co~erc1ales ~·caclos continuarán liquidándose en hbras 
ART· . Jos Territonos Espec1 i 

. y residentes en 
una Argentina mantendrá cuentas deno-
esterlinas. Central de la República 

20 -El Banco 
ART· . 
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minadas "Cuentas C" en el Banco de Inglaterra y en cualesquiera ouos Bancos del 
Reino Unido. 

Además continuarán abiertas hasta la total utili7~-ición de sus saldos, las actuales 
cuentas "A" y "B" existentes en el Banco de Inglaterra a nombre del Banco 
Central de la República Argentina. 

AnT. 21. - Para las cuentas "A" y "B" del Banco Central de la República Argen­
tina en el Banco de InglateJTa continuarán rigiendo las garantías existentes, y sus 
sa ldos podrán seguir siendo utili7.ados para los pagos previstos en el Artículo IJQ, 
inciso e) del Convenio sobre Suministro de Productos y Régimen de Pagos firmado 
el 12 de febrero de 1948 entre los dos Gobiernos Contratantes. 

Además, los salclos registrados en el crédito de la cuenta "A" continuarán regi­
dos por las condiciones establecidas o las que se determinen en el futuro entre el 
Banco Centra l de Ja República Argentina y el Banco de Inglaterra. 

ART. 22. - Cuando se le solicite, el Banco Central de la República Argentina 
comprará, sin restricciones, y venderá en la medida de sus disponibilidades, libras 
esterlinas, sobre Ja base de los tipos de cambio cotizados ele acuerdo con Jo dis­
puesto en el articulo 23. 

El Banco ele Inglaterra y el Banco Central ele la República Argentina podrán 
convenir, con Ja conformidad de las demás autoridades monetarias interesadas, que 
se realicen en libras esterlinas, pagos y cobros globales por transacciones corrientes 
directas entre residentes en la República Argentina y residentes en países no com­
prendidos en los Territorios Especificados. 

ART. 23. - El Banco Central de la República Argentina fijará los tipos de cam­
bio para la libra esterlina, tomando como base el t ipo oficial medio que cotice el 
Banco de Inglaterra para el dólar estadounidense. 

ART. 24. - Los pagos entre Ja República Argentina y los Territorios Especifica­
dos continuarán realizándose de acuerdo con el mecanismo técnico vigente en la 
actualidad, salvo las modificaciones que la práctica aconseje introducir. Tales mo­

dificaciones serán establecidas en Lodos los casos de común acuerdo entre el 
llaneo Central de la República Argentina y el llaneo de Inglaterra. 

ART. 25. - El Gobierno argentino permitirá sin restricciones, pero en la medida 
de sus disponibilidades en libras esterlinas; Ja rea li1A-ición de transferencias finan­
cieras (incluidas ganancias, pensiones y otros réditos), a favor de residen tes en Jos 
territorios especificados. 

AnT. 26. - Una garan tla de revaluación, en términos a ser convenidos entre el 
Banco de Inglaterra y el Banco Central de la República Argentina, se aplicará a 
los saldos que se encon traran al haber de las cuentas "C" del naneo Central de la 

República Argentina y a la posición neta a término en li bras del Banco Central 
de la Rept'.1bl ica Argentina. Esta garan tía en trará en vigencia a partir de Ja fecha 

en que se firme el presente Convenio y se aplicará a los saldos de tales cuentas "C" 
que existan en aquella fecha y que hubieran ele tanto en tanto duran te los 12 

meses siguientes, sumada o restada la posición neta a término relativa. La ga rantía 
cubrirá cualquier saldo pendiente de tales cuentas al íinali1.ar Jos 12 meses, sumada 
o restada la posición neta a términos relativa pendiente, hasta tanto dichos saldos 
hayan sido utilizados. 

ART. 27. - El Banco Central de la República Argentina y el Banco de Inglaterra, 

=mn. 

' 

r 
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. mantendrán en contacto a (i n · Gobiernos, se · · 

representación de su respecuvos tiones técnicas que puedan surgir con motivo 
en mún acuerdo las cues 
de resolver de co Convenio. 

1 licación del presente . . . designados a este efecto, debidamente 
de a ;r d lo cual los Plempotenaanos . tenor en Jos idiomas castellano 

En e e d ej'emplares de un mismo a los veintisiete días 
autorizados, firman os . , Ja ciudad de Buenos Aires, 

. !mente válidos, en 
e inglés, igu_a . ·1 novecientos cuarenta y nueve. 
del mes de Junio de m1 

Por el Gobierno del Reino Unido de 
Gran Bretaiia e Irlanda del Norte: (fdo.) 

Jolm Balfour. . .. 
Por el Gobierno J\rgentmo: J . At1ho 

l. Mi'nisuo de Relaciones Exte­Bramug 1a, 1 

A A s Ministro de Eco-riores; Roberto · re ' . . 
. . Ramón A. Cereijo, Mrn1stro de nomia, 

1 
. . 

H . da· Alfredo Gómez Morales, l\ rn1s-aaen , . . 
uo de Finanzas; José C. Barro, Mrn1Stro 

de Industria y Comercio. 

Revista del Instituto de Derecho Internacional, Año II Nº 7- 8, 
 Buenos Aires, mayo, junio, julio agosto de 1949. 

Bibl
iot

ec
a d

el 
Gioj

a. 
UBA 

us
o a

ca
dé

mico
 



SE TERML'IÓ DE I MPRI~llR EL DfA 

DOS DE DICIEr.IBRE DE M IL NOVE· 
CI ENTOS CUARENTA Y NUEVE EN 

LOS TALLERES GRÁFICOS DE LA 

COJ\ll'AÑ fA I MPRESORA ARGENTINA, 

S. A. ALSINA 2049 • BUENOS AIRES. 
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